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1. INTRODUCCIÓN 
Antes de centrarme en lo que conStituye el objeto propio de 
la ponencia que me ha sido asignada por el Comité organizador, y 
que he asumido con mucho gusto, quisiera realizar unas considera-
ciones que contribuyan a situarla adecuadamente en 'el marco de es-
te Curso. 
Salta a la vista que nos encontramos ante un tema relativa-
mente atípico porque, así como los demás títulos del programa ver-
san sobre aspectos estrictamente canónicos de la simulación, aquí se 
trata de estudiar esta figura en el Derecho matrimonial español para 
* Conferencia pronunciada en la Universidad de Navarra el 21 de septiembre de 1992, 
dentro del XVII Curso de Actualización en Derecho Canónico sobre Simulación total y par-
cial. 
lUS CANONICUM, XXXIII, N.66, 1993, págs. 641-712 
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fijar sus puntos de relación con el Derecho canónico. En consecuen-
cia, deberemos movernos fundamentalmente en el ámbito del Dere-
cho civil y del Derecho eclesiástico del Estado. 
Pues bien, ' a mi modo de ver, esto constituye un indudable 
acierto del Comité organizador porque nos lleva a repensar la im-
portancia que tiene hoy en día el Derecho matrimonial canónico en 
la sociedad civil y, con él, la incidencia práctica del trabajo de los 
cultivadores de esta disciplina más allá de sus propias fronteras. 
Ninguno de los presentes ignora la importancia que ha teni-
do el cristianismo y su expresión jurídica, el Derecho canónico, 
en la evolución jurídica de Occidente. Desde sus orígenes, el Ca-
nónico no ha sido un ordenamiento cerrado sobre sí mismo, si-
no abierto a los demás, de tal manera que ha influido y ha sido 
influido por ellos, en un proceso ininterrumpido de enriquecimien-
tos mutuos que no le ha hecho perder sus rasgos característicos ni 
sus peculiaridades. 
Pero esta presencia del Derecho de la Iglesia en los ordena-
mientos seculares no se reduce a lo que se ha dado en llamar la sig-
nificación histórica del Derecho canónico 1, ni a la pervivencia en ellos 
de muchas de las aportaciones técnicas del Derecho canónico -prin-
cipalmente Clásico-o En nuestros días su relevancia en el Derecho 
del Estado es también resultado de la importancia de los católicos 
en la sociedad civil y de la existencia de relaciones institucionales 
entre la Iglesia y el Estado. 
Así pues, y por lo que se refiere al Derecho matrimonial canó-
nico, tenemos que su trascendencia no se reduce al matrimonio ci-
vil, cuya configuración actual en todo Occidente sólo se entiende 
como resultado de un proceso de secularización y desvirtuación del 
modelo canónico que está en su base, sino que es mucho más am-
plia en aquellos países como España, Italia, Portugal, Colombia y la 
República Dominicana, donde existe un sistema matrimonial faculta-
tivo, en virtud del cual el Estado reconoce efectos civiles al matrimo-
nio canónico, así como a las resoluciones eclesiásticas de nulidad de 
1. Vid. sobre este punto el trabajo de J. MALDONADO, La significación histórica del De-
recho Canónico, en «rus Canonicum», 1969, pp. 5-99. 
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matrimonio y, en la mayoría de los casos, a las decisiones pontificias 
de disolución de rato y no consumado 2. 
Por eso es evidente, sobre todo en países cOmo los menciona~ 
dos, que el canonista, participando de esa apertura del orderiamien~ 
to objeto de su estudio al resto del panorama jurídico y, de modo 
particular, al Derecho del Estado del que es ciudadano, no pueda 
prescindir del conocimiento de las normas y mecanismos a través de 
los cuales se encauza el ejercicio del derecho de libertad religiosa de 
los católicos en materia de matrimonio. Esta perspectiva es de sumo 
interés para quien pretende que sus construcciones doctrinales al~ 
caneen la máxima proyección posible y no permanezcan confinadas 
iritra muros, en el ámbito canónico. 
Esto supuesto, podríamos afirmar que el estudio -de la simula~ 
ción canónica que vamos a realizar durante estos días perdería parte 
de su interés práctico si discurriera de espaldas a la proyección de 
esta figura en el ámbito civil. No podemos olvidar que, en la mayo~ 
ría de los casos, los problemas planteados por una m~trimonio canó~ 
nico simulado no se resuelven definitivamente -ni siquiera en el 
plano teórico- con la ejecución canónica de la sentencia que lo de~ 
clara nulo, sino cuando dicha sentencia produce efectos civiles. 
P9r eso, como paso previo para resolver en qué términos ten~ 
drán acogida en el ámbito civil las sentencias eclesiásticas de nulidad 
del matrimonio por simulación, irtteresa conocer no sólo el régimen 
de -la simulación canónica sino también el de la simulación civil. 
A partir de este momento, trataré de ir subrayando los princi~ 
palesproblemas que plantea la simulación en el Derecho matrimo~ 
rlíal español con objeto de que, al hilo de la exposición de las demás 
- 2. . En el caso de España, el Estado reconoce efectos civiles al matrimonio celebrado se-
gún las normas del Derecho canónico y a las decisiones eclesiásticas de nulidad de matri-
monio y de disolución de rato y no consumado -arto 6. 1 y 2 del Acuerdo sobre asuntos 
jurídicos de 1979 entre la Santa Sede y el Estado español-o En Italia, el Concordato de 
1984 se expresa en términos semejantes -arto 8. 1 y 2-, aunque no prevé la eficacia civil 
de las dispensas pontificias super rato. En Portugal, el matrimonio canónico y las resolucio-
nes eclesiásticas de nulidad y disolución de rato y no consumado producen efectos civiles 
-arts. 23 y 25 del Concordato de 1940-, y otro tanto sucede en Colombia -arts. 7 y 
8 del Concordato de 1973-. Finalmente, en el Concordato de 1954, la República Domini-
cana añade a los reconocimientos anteriores el de la disolución en virtud del privilegio pau-
lino -arts. 15. 1 y 16. 1-. 
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ponencias, ustedes mismos se pregunten hasta qué punto los distin, 
tos supuestos de simulación canónica y sus correspondientes cons, 
trucciones doctrinales y jurisprudenciales tienen -o deben tener-
acogida en el Derecho civil español 3 • 
Il. LA SIMULACIÓN MATRIMONIAL EN EL DERECHO HISTÓRICO 
ESPAÑOL (1870,1981) 
1. Textos legales 
Como se puede inferir de las afirmaciones anteriores, el trata' 
miento que recibe la simulación en el Derecho españoles, en buena 
3. Como es bien sabido, el c. 1101 ClC 1983 considera la simulación como una excep-
ción a la presunción de concordancia entre la voluntad interna del contrayente (verdadero 
consentimiento) y las palabras o signos empleados al celebrar el matrimonio (voluntad de-
clarada). La simulación canónica es la discrepancia entre la declaración de voluntad de 
contraer matrimonio y la voluntad interna -real- de uno de los contrayentes -o de los 
dos- que mediante un acto positivo de voluntad excluye -o excluyen- el matrimonio 
mismo (simulación total) o una propiedad o un elemento esenciales del matrimonio (simula-
ción parcial). 
En la simulación total existe ánimo de simular: la discordancia es deliberada. El sujeto 
quiere la celebración externa del matrimonio como medio para hacer nacer su apariencia, 
al servicio de intereses personales, pero en ningún caso quiere el matrimonio mismo. En 
. este sentido se puede distinguir la existencia de una causa contTahendi y de una causa simu-
landi. La primera explica por qué manifiesta querer contraer matrimonio y la segunda da 
razón de por qué internamente lo rechaza. Y, aunque es muy discutible y carece de rele-
vancia práctica, podríamos distinguir aquellos casos en los que la apariencia de matrimonio 
es querida en sí misma, sin más (simulación absoluta), de aquellos otros en los que se ins-
trumentaliza para encubrir lo que constituye la verdadera intención del simulador: adquirir 
una herencia o un legado, emigrar a otro país, emanciparse, adquirir una nacionalidad, etc. 
(simulación relativa). Vid. J. M. GONZALEZ DEL VALLE, Derec/w matrimonial canónico, Pam-
plona 1985, p. 70. 
En cualquiera de los supuestos de simulación total la nulidad es el resultado natural de 
la ausencia de consentimiento -que falta por completo-; porque, como .el matrimonio 
lo produce el consentimiento de las partes. -c. 1057. 1-, si éste falta no hay matrimonio. 
En cambio, en los casos de simulación parcial -como advierte Bernárdez Cantón- .la 
disconformidad se produce entre la voluntad y la ordenación institucional del matrimonio, 
y ésta no siempre es pretendida, en cuanto tal disconformidad, por el sujeto. (A. BERNÁR. 
DEZ CANTÓN, Compendio de Derec/w matrimonial canónico, Madrid 1991, p . . 169). Quiere 
un matrimonio desprovisto de algún elemento o propiedad esenciales; lo que podríamos de-
nominar un matrimonio light, un matrimonio sin unidad, sin indisolubilidad, sin fidelidad, sin 
prole, etc. Por eso, a diferencia de la figura anterior, aquí no se trata de discernir si hubo 
o no consentimiento matrimonial, sino «si el objeto consentido es o no suficiente para en-
tender aceptado el matrimonio» (Ibídem, p. 170). Por eso, como aquí no estamos necesaria-
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medida, el resultado del sistema matrimonial acogido en nuestro 
país o, lo que es lo mismo, de la posición jurídica que ha venido 
ocupando en él el matrimonio canónico a lo largo de la historia. 
Así pues, desde que España se configura como Estado moder~ 
no -en torno a 1492- hasta 1870, la institución del matrimonio ci~ 
vil era desconocida. El único matrimonio que era universalmente 
admitido en todo el territorio nacional era el canónico. En 1564 el 
Decreto Tametsi del Concilio de Trento, relativo al matrimonio, ha~ 
bía sido incorporado al ordenamiento ~omo Ley del Reino (recep~ 
ción material). El Estado reconocía la plena competencia de las 
autoridades eclesiásticas para regular todo lo referente a la disciplina 
institucional del matrimonio y para decidir las causas de nulidad y 
separación, si bien se · reservaba la facultad de dictar disposiciones en 
materias complementarias 4. Por esta vía la simulación canónica era 
reconocida civilmente en su integridad, en los términos en que en~ 
tonces la contemplaba el ordenamiento canónico 5. 
mente ante una voluntad de engafiar y existe un cierto consentimiento, algunos autores 
prefieren incluir estos supuestos dentro de la categoría que denominan -en lugar de simu-
lación parcial- de exclusión parcial, reservando el término simulación -sin adjetivar- para 
la total, que es la simulación propiamente dicha. 
4. Cfr. J. A. DE JORGE GARCIA REYES, El matrimonio de las minorías religiosas en el De-
recho español, Madrid 1986, p. 115. 
5. Cfr. Decretal Tua nos (X, lib. IV, tito 1, cap. XXVI), de Inocencio III (1212), traducción 
espafiola en .Cuaderno de prácticas de la Universidad de Navarra., Pamplona 1978, n. 205 . 
• Cierto varón -no habiendo logrado seducir a cierta mujer, para tener con ella relaciones car-
nales, de otra forma que no fuese contrayendo con ella- sin ninguna solemnidad ni testigos 
presentes le dijo: 'A tí te desposa Juan', y en realidad él mismo no se llamaba Juan sino que 
fingió llamarse Juan, creyendo que de esta manera no se casaba por eso mismo de que él no te-
nía tal nombre ni propósito de contraer sino únicamente de realizar la cópula camal. Es lógico que 
preguntes: la mujer en efecto había consentido, y consiente en el matrimonio; mientras que el 
varón hubiera disentido y de alguna manera disiente, pues no hizo otra cosa que lo arriba indicado 
y sólo porque deseaba conocer a la mujer. Pues bien. Sobre este asunto te respondemos: 1) Da-
do que el citado varón desposó a la mujer en persona -aunque con un nombre ajeno, con 
el cual fingió entonces llamarse- y entre ellos hubo la subsiguiente cópula carnal, parece que 
ha de ser considerado cónyuge; a no ser que tú afirmes claramente que el varón ni se propuso ni con-
sintió en tener aquella mujer por esposa, de lo cual no parece que tú poseas suficiente certeza. 
2) Si el hecho hubiera sucedido de manera que el varón no se propuso tener aquella mujer por esposa 
ni consentir en su persona, Nos responderíamos entonces -atendiendo al porqué jurídico del 
problema- que no se le debe considerar cónyuge por el hecho de la unión camal, dado que en 
esa sola conducta no es posible encontrar la substancia del contrato conyugal, ni una forma 
de contraer matrimonio ya que, por otra parte, sólo está presente el dolo y falta absolutamente el 
consentimiento, sin el cual los restantes elementos no pueden llegar a perfeccionar el pacto conyugal» 
(las cursivas son nuestras). Para un comentario de la Decretal, vid. C. SERRANO POSTIGO, 
La causa tíPica en el Derecho canónico matrimonial, León 1980, pp. 93-98. 
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En 1870 se dicta la Ley provisional de matrimonio civil que 
introduce esta clase de matrimonio en nuestro ordenamiento, y lo 
hace en términos de exclusividad -sistema de matrimonio civil 
obligatorio--:-. . , No obstante, el matrimonio civil se presenta como 
una , espe~ie de laicización del matrimonio canónico, tanto desde el 
punto de vista de sus requisitos-los mismos fines, las mismas notas 
de ,unidad e indisolubilidad, los miSmOS impedimentos, etc.-, como 
en orden a sus efectos 6. De ahí lo acertado de la afirmación de 
que la Ley de 18 de junio de 1870 no vinb a plasmar una nueva 
concepción de fondo del matrimonio, sino una cuestión de compe~ 
tencia 7. En palabras de Montero Ríos, su autor material, la ley no 
altera el modelo canónico de matrimonio porque «la legislación ma~ 
trimonial de la Iglesia es la más perfecta, la m¡is acabada de todas 
las conocidas. Lo bueno debe. copiarse · siempre y donde quiera que 
se encuentre» 8. 
, . 
El calco de la disciplina canónica era casi completo pero tenía 
algunas excepciones. Así, y por lo que a nosotros respecta, es digno 
de ser subrayado el arto 92 que reproducía fielmente las causas canó~ 
nicas de ·· nulidad a excepción de la simulación" de tal manera que 
el elenco en materia de consentimiento quedaba limitado a los su~ 
puestos de error en la persona, coacción y miedo grave 9. En conse~ 
cuencia, puede afirmarse que la Ley de 1870 supuso la civilización de 
la regulación canónica del matrimonio en general, pero no de la si~ 
mulación canónica. 
Con todo, la importancia de esta omisión hubiera podido pa~ 
sar desapercibida si la Ley de 1870, a pesar de su ,vigor efímero, no 
hubiera dejado rastro; pero su derogación, en ,1875 -en buena parte 
6. Cfr. L DIEZ-PICAZO y A. GULLóN, Sistema de Derecho civil, IV, Madrid 1978,p. 71; 
J. MARTÍN DE AOAR, 'El matrimonio canónico en el Derecho civil español, Pamplona 1985, pp. 
61-62. 
7. Cfr. 'R. NAVARRO VALLS, Líneas básicas y estructurales del modelo matrimonial acogido 
por la legislación histórica española, en AA. VV., Libertades fundamentales y sistema matrimo-
nial. V Congreso internacional de Derecho eclesiástico del · Estado, Pamplona 1990, p. 8. 
8. Ibidem. 
9. Art. 92 de la Ley de matrimonio civil de 1870: «No se reputará válido para los efec-
tos de esta ley: ( .. . ) 4°; El [matrimonio) contraído por error en la persona, por coacción 
o por miedo grave que vicien el consentimiento». También cabría mencionar el número 
1 ° de este artículo en relación al arto 4. 2, sobre la · aptitud consensual de los contrayentes, 
que deben «estar en el pleno ejercicio de su razón al tiempo de , celebrar el matrimonio». 
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como consecuencia del fenómeno generalizado de desobediencia civil 
con que el pueblo español reaccionó ante la imposición del matri, 
monio civil obligatorio-, no supuso la desaparición del matrimonio 
civil, sino la introducción de un sistema dualista en el que éste sería 
subsidiario del canónico. 
Además, conviene tener presente que el contenido de su arto 
92 -incluido el número 4°_ terminó pasando al arto 101 del Códi, 
go civil de 1889, vigente hasta la reforma de 1981, cuyo número 2° 
se limitaba a considerar nulo al matrimonio «contraído por error en 
la persona, o por coacción o miedo grave que vicie el consenti, 
miento». 
En consecuencia, desde 1870 hasta 1981 la simulación no figu, 
ró expresamente entre las causas de nulidad del matrimonio civil. 
Pero esto no significa que la simulación del matrimonio no estuviera 
presente de un modo u otro en nuestro ordenamiento. Su eventual 
seguimiento debe realizarse a través de la doctrina y de la jurispru' 
dencia civiles, y a través de la remisión del Derecho civil al Derecho 
canónico. De las primeras me ocuparé con cierto detalle más adelan, 
te, y de esta última bastará con decir que la simulación canónica, 
exceptuado el período de vigencia de la Ley de matrimonio civil de 
1932 10 , mantuvo una operatividad incontrovertible en el ámbito es' 
tatal por medio de los arts. 75, 76, 80 y 82 del Código civil. 
El arto 75 C.c., elaborado con arreglo a la Base 3a de la Ley 
de 11 de mayo de 1888, contiene una remisión a la normativa canó, 
nica 11, que se hace rotunda e inequívoca en la nueva redacción 
10. La na República establece un sistema de matrimonio civil obligatorio mediante la 
Ley de 28 de junio de 1932, que sólo reconoce una forma de matrimonio, el civil -arto 
1- y declara la competencia exclusiva de los Tribunales civiles sobre el matrimonio, inclui-
da la validez o nulidad de los matrimonios canónicos celebrados con anterioridad a su vi-
gencia; si bien, en este último caso, aplicarán las leyes canónicas con arreglo a las que fue-
ron contraídos -arto 4-. Por lo demás, introduce algunas modificaciones en el Código 
civil, que no inciden en ningún sentido en la simulación. La Ley de 12 marzo de 1938 
deroga la anterior, así como las disposiciones dictadas para su aplicación -arto 1-; recono-
ce efectos civiles a los matrimonios canónicos celebrados durante su vigencia -arto 2-; de-
clara nulos los civiles · contraídos por clérigos y religiosos, contraviniendo el art: 83. 4 C . 
C. -arto 3-; y, en definitiva, trata de minimizar las consecuencias de la Ley de 1932. 
11. Art. 75 C. c.: «Los requisitos, forma y solemnidades para la celebración del matri-
monio canónico se rigen por las disposiciones de la Iglesia Católica y del Santo Concilio 
de Trento, admitidas como Leyes del Reino». 
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que recibe en 1958, en virtud de la Ley de 24 de abril 12 , dictada 
principalmente para acomodar la regulación civil del matrimonio al 
Concordato de 1953 \3. 
Algo parecido ocurre con el arto 76 C.c., donde la diferencia 
entre la primera redacción y la segunda es mínima 14 y, sin embar~ 
go, el texto cambia en 1958 para reproducir, prácticamente en sus 
mismos términos, el art. 23 del Concordato -«el Estado español re~ 
conoce plenos efectos civiles al matrimonio celebrado según las nor~ 
mas del Derecho canónico»- 15. 
Otro tanto sucede con los arts. 80 y 82 C.c. en relación a las 
causas matrimoniales, más interesantes para nosotros. Ya en su redac~ 
ción inicial el primero atribuía la competencia en materia de nulidad y 
separación del matrimonio canónico a los Tribunales eclesiásticos 16 
12. Art. 75 C. c. (1958): «El matrimonio canónico, en cuanto se refiere a su constitu-
ción y validez y, en general, a su reglamentación jurídica, se regirá por las disposiciones 
de la Iglesia católica». 
13. La reforma acentúa el reconocimiento del matrimonio canónico como realidad sus-
tantiva. Así se comprende la sustitución del término formas del arto 42 C. C. por el de clases 
-«la Ley reconoce dos clases de matrimonio: el canónico y el civih>- y, a partir de ahí, 
una serie de modificaciones en cadena. Por lo que respecta al arto 75, la redacción de 1958 
es mucho más precisa: «Ya no se habla -escribe Fuenmayor-, de 'los requisitos, forma 
y solemnidades para la celebración del matrimonio canónico'; sino de este matrimonio 'en 
cuanto se refiere a su constitución y validez y, en general, a su reglamentación jurídica', 
fórmula en la que quedan englobados aquellos requisitos y solemnidades. Se advierte tam-
bién que se ha suprimido la frase 'y del Santo Concilio de T rento, admitidas como Leyes 
del Reino'. por resultar anacrónica la alusión al régimen tridentino y para limpiar el pre-
cepto de resabios regalistas. La nueva fórmula -'se rige por las disposiciones de la Iglesia 
católica'- comprende tanto el Derecho en vigor en 1958 como el Derecho canónico ulte-
rior -es decir, el vigente en cada momento- y no condiciona su observancia a ningún 
control por parte del Estado» (A. DE FUENMAYOR, Artículo 75, en AA. VV., Comentarios 
al Código civil y ComPilaciones forales, Il, Jaén 1978, p. 217). 
14. Art. 76 C. c.: <,El matrimonio canónico producirá todos los efectos civiles respecto 
de las personas y bienes de los cónyuges y sus descendientes». 
Art. 76. 1 C. c. (1958): .El matrimonio celebrado según las normas del Derecho canóni-
co produce desde su celebración plenos efectos civiles». 
15. "Sólo se advierte una diferencia entre los dos textos: mientras el Concordato habla 
del reconocimiento de efectos civiles, el artículo 76 del Código afirma que el matrimonio canó-
nico produce esos efectos. La razón de la diferencia es clara: el Concordato expresa el com-
promiso del Estado de reconocer; el Código afirma que esos efectos proceden del matrimo-
nio celebrado según las normas del Derecho canónico» (A. DE FUENMA YOR, Artículo 76, 
en AA. VV., Comentarios al Código civil y ComPilaciones forales, cit., p. 226). 
16. Art. 80 C. c.: .El conocimiento de los pleitos sobre nulidad y divorcio [rectius, sepa-
ración) de los matrimonios canónicos corresponde a los Tribunales eclesiásticos». 
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y el segundo se refería a la ejecuclOn de las sentencias canónicas y 
a la correspondiente inscripción en el Registro civil 17 • 
En 1958 estos preceptos adecúan su formulación al arto 24 del 
Concordato de 1953 18. El arto 80 lo hace de tal manera que no só~ 
lo amplía el ámbito material de su precedente codicial, sino que in~ 
cluso aventaja en precisión al texto concordado del que trae causa, 
cuando establece que «el conocimiento de las causas sobre nulidad 
y separación de los matrimonios canónicos, sobre dispensa del ma~ 
trimonio rato y no consumado y sobre uso y aplicación del privile~ 
gio paulino, corresponde exclusivamente a la jurisdicción eclesiásti~ 
ca, conforme al procedimiento canónico, y sus sentencias y 
resoluciones firmes tendrán eficacia en el orden civil, a tenor del 
artículo 82» 19. Este último determina que la jurisdicción civil, ade~ 
más de promover su inscripción en el Registro, debe limitarse a eje~ 
17. Art. 82 C. c.: «La sentencia firme de nulidad o divorcio [rectius, separación] del ma-
trimonio canónico se inscribirá en el Registro c¡¡.,il y se presentará al Tribunal ordinario 
para solicitar su ejecución en la parte relativa a los efectos civiles». 
18. Art; 24 del Concordato: 
-1. El Estado español reconoce la competencia exclusiva de los Tribunales y Dicaste-
rios eclesiásticos en las causas referentes a la nulidad del matrimonio canónico y a la sepa-
ración de los cónyuges, en la dispensa del matrimonio rato y no consumado y en el proce-
dimiento relativo al privilegio paulino. 
-2. Incoada y admitida ante el Tribunal eclesiástico una demanda de separación o de 
nulidad, corresponde al Tribunal civil dictar, a instancia de la parte interesada, las normas 
y medidas precautorias que regulen los efectos civiles relacionados con el procedimiento 
pendiente. 
-3. Las sentencias y resoluciones de que se trate, cuando sean firmes y ejecutivas, serán 
comunicadas por el Tribunal eclesiástico al Tribunal civil competente, el cual decretará lo 
necesario para su ejecución en cuanto a efectos civiles y ordenará -cuando se trate de nuli-
dad, de dispensa super rato o aplicación del privilegio paulino- que sean anotadas en el 
Registro del estado civil al margen del acta de matrimonio. 
-4. En general, todas las sentencias, decisiones y decretos emanados de las Autoridades 
eclesiásticas en cualquier materia dentro del ámbito de su competencia, tendrán también 
efecto en el orden civil cuando hubieren sido comunicados a las competentes Autoridades 
del Estado, las cuales prestarán, además, el apoyo necesario para su ejecución». 
19. En efecto, el nuevo precepto amplía el reconocimiento civil de la competencia de 
la jurisdicción eclesiástica a las causas de disolución de rato y no consumado y -lo que 
es más significativo- a matrimonios no canónicos, por cuanto reconoce también la disolu-
ción en virtud del privilegio paulino. Lo hace en términos de exclusividad, nota ésta que 
aparece reforzada -más incluso que en el Concordato- con su remisión al procedimiento 
canónico. En el mismo sentido, amplía el tenor del texto bilateral cuando atribuye la com-
petencia a la «jurisdicción eclesiástica», y no simplemente a «los Tribunales y Dicasterios 
eclesiásticos». Vid., para una exposición de detalle, A . DE FUENMAYOR, El matrimonio y 
el Concordato español, en «Ius Canonicum», 1963, pp. 364-365. 
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cutar dichas decisiones en virtud de comunicación canónica o a ins, 
tancia de parte, sin entrar a pronunciarse sobre la cuestión de 
fondo 20. 
Por esta vía, la simulación canónica fue reconocida civilmente 
sin ningún tipo de reserva, en contraste con la suerte que corrió esta 
figura respecto al matrimonio civil, a causa del silencio del arto 102 
C.c. y de la poca atención que, como vamos a ver, le prestó la doctri, 
na y, todavía menos, la jurisprudencia. 
De todos modos conviene advertir que, antes de la modificación 
del Código civil en materia de matrimonio llevada a cabo por la Ley 
30/1981 de 7 de julio, la entrada en vigor del Acuerdo sobre asuntos 
jurídicos de 1979 plantea algunos problemas a la recepción civil de la 
simulación canónica. En efecto, como sustituye parcialmente al Con, 
cordato de 1953 y sólo reconoce efectos civiles a las decisiones eclesiás, 
ticas de nulidad -y disolución de rato y no consumado-, «si se decla, 
ran ajustadas al Derecho del Estado en resolución dictada por el Tri, 
bunal civil competente» -arto 6.2-, la admisión o el rechazo en el or, 
den civil de las causas canónicas falladas por simulación pasa a depen, 
der del significado que se atribuya al ajuste 21. 
Además, por lo que se refiere al período comprendido entre 
1979 y 1981, surge una cuestión adicional: la de precisar si el art~ 
20. Art. 82 C. c.: «La jurisdicción civil promoverá la inscripción y ejecutará, en todo 
lo demás relativo a efectos civiles, las sentencias y resoluciones firmes dictadas por la juris-
dicción eclesiástica sobre nulidad o separación de matrimonio canónico y sobre dispensa 
de matrimonio rato no consumado o aplicación del privilegio paulino. La ejecución se lle-
vará a cabo en virtud de comunicación canónica de las sentencias o resoluciones, o a ins-
tancia de quien tenga interés legítimo y presente el oportuno testimonio». 
El precepto recoge casi literalmente el contenido del arto 24. 3 del Concordato y añade 
un párrafo final sobre el modo concreto de iniciarse la ejecución por los tribunales del or-
den civil. Como precisan De Diego-Lora y Fuenmayor, los ámbitos de competencia y de 
colaboración de ambas jurisdicciones aparecen nítidos: la jurisdicción canónica decide acer-
ca de lo que es suyo, de aquello para lo que está legitimada, del matrimonio mismo; mien-
tras la jurisdicción civil, partiendo de ese prius -presupuesto procesal-, actúa a continua-
ción, en el ámbito que le es propio, determinando y regulando las consecuencias 
meramente civiles de las causas canónicas (cfr. C. DE DIEGO-LORA Ámbito de las jurisdic-
ciones eclesiástica y civil en el Concordato español de 1953, en «Ius Canonicum», 1963, pp. 
654-655; y A. DE FUENMAYOR, Artículo 82, en AA. VV., Comentarios al Código civil y 
Compilaciones forales, cit., p. 273). 
21. Sobre el alcance de esta expresión en el Acuerdo sobre asuntos jurídicos, cfr. J. FE· 
RRER ORTIZ, Artículo 80, en AA. VV., Matrimonio y divorcio, 28 ed., Madrid 1993, pp. 
10-15 del texto original (en prensa). 
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6.2 es directamente aplicable -self executing- o, al contrario, si pre-
cisa de normas de desarrollo para ser operativo 22>; y todo ello con 
independencia de la fecha de entrada en vigor del Acuerdo y del ré-
gimen previsto por su disposición transitoria 2 a para los procesos in-
coados antes de ese momento 23. En buena técnica jurídica -y he 
aquí el porqué he fijado el término ad quem de este período en 1981 
y no en 1979-, la indeterminación del «ajuste» convierte el párrafo 
20 del arto 6 en una cláusula precisada de ulterior desarrollo -not 
self executing- y, por tanto, no directamente aplicable. A mi juicio, 
los principios de jerarquía normativa y competencia -eficaces res-
pecto al párrafo 10 del mismo artículo y al Protocolo final del 
Acuerdo 24_ no pudieron innovar el ordenamiento en relación a 
22. En este punto la doctrina es clara: "El concordato, una vez que forma parte del or-
denamiento interno, tiene plena eficacia legal. - Tal efecto, sin embargo, no se produce 
por la mera publicación, en relación con la totalidad de las cláusulas normativas de un 
acuerdo concordatario; para ello es necesario que sean normas directa e inmediatamente apli-
cables; es decir, que por su tenor resulte claro a quien tiene que aplicar la norma, tanto 
su supuesto de hecho, como el preciso alcance de la solución que para él prevé la norma 
concordataria. Si concurren estos requisitos, la disposición contenida en el concordato pre-
valece sobre las normas de Derecho interno dictadas con anterioridad. - Frecuentemente, 
sin embargo, no concurren estos requisitos de plena inteligibilidad de la norma, que permi-
ten su inmediata aplicación. En los concordatos se establecen muchas veces criterios de ca-
rácter general, para cuya ejecución es necesario que sean desarrollados y adaptados por le-
yes u otras disposiciones de carácter general, dictadas por el Estado, para hacer aplicable 
en los casos concretos lo que por vía concordataria se ha establecido en términos genera-
les» (P. LOMBARDÍA [+) y J. FORNÉS, Fuentes del Derecho eclesiástico español, en AA. 
VV., Derecho eclesiástico del Estado español, Pamplona 1993, pp. 132-133). 
23. Sobre estos extremos, vid. las sentencias 93/ 83, de 8 de noviembre, y 265/88, de 
22 de diciembre, yel auto 359/1987, de 24 de junio, del Tribunal Constitucional. Cfr. tam-
bién R. RODRÍGUEZ CHACÓN, Ejecución de sentencias matrimoniales canónicas · en España, 
Constitución y Tribunal Constitucional, en .Revista de Derecho Privado», 1984, pp. 26-56 y 
149-203 (en especial pp. 162-166); 10., En tomo a la disposición transitoria segunda del Acuer-
do sobre asuntos jurídicos suscrito entre España y la Santa Sede (Consideraciones sobre el auto 
del Tribunal Constitucional 359/1987, de 24 de junio), en "Anuario de Derecho Eclesiástico 
del Estado», 1988, pp. 563-579. 
De todos modos, ni la jurisprudencia ni la doctrina se han planteado, en absoluto o en 
los términos en que nosotros lo hacemos, la relevancia de la distinción entre normas direc-
ta e indirectamente aplicables, que nos parece fundamental para resolver certeramente la 
cuestión de la plena eficacia del arto 6. 2 del Acuerdo sobre asuntos jurídicos. 
24. A propósito de estos preceptos del Acuerdo, la Circular de la DGRN, de 15 de fe-
brero de 1980, afirma con rotundidad que "han supuesto una importante modificación del 
régimen hasta ahora vigente sobre la inscripción de los matrimonios canónicos en el Regis-
tro civil, derogando en este punto, conforme al artículo 96 de la Constitución y al artículo 
1. 5 del Código civil, los artículos 77 y 78 de este mismo Cuerpo legal, así como los precep-
tos correspondientes que los desarrollan de la legislación del Registro civi\... A diferencia 
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las causas canomcas de nulidad y de disolución de rato y no consu, 
mad0 25 j y, de hecho, hasta 1981 no se produjo la derogación for, 
mal de los arts. 80 y 82 C.c. 
2. Doctrina 
Así como la admisión de la simulación del matrimonio canó' 
nico en el ordenamiento jurídico español es -con las salvedades 
indicadas- una cuestión pacífica desde 1875 hasta 1981, la aplica, 
ción de la simulación al matrimonio civil no lo es, aunque durante 
bastante tiempo se mantuviera, al menos, como una cuestión la, 
tente 26. 
Con esto quiero aludir al hecho de que, salvo algunos casos 
aislados, el tema apenas suscita el interés de los autores hasta la se' 
gunda mitad del siglo XX. La razón principal -pero no la única-
que sirve para explicarlo es el carácter residual del matrimonio civil 
en un país de mayoría católica cualificada y donde sólo «se autoriza 
el matrimonio civil cuando se pruebe que ninguno de los contra yen' 
tes profesa la religión católica» -arto 42 C.c.- Siendo poquísimos 
los matrimonios civiles, todavía eran menos -como es lógico- los 
casos en que se planteaba su nulidad 27. 
del párrafo 2° del mismo arto 6 del texto concordado, aquí nos encontramos con unas nor-
mas directamente aplicables, pues están redactadas con tal minuciosidad que no precisan 
de desarrollo estatal para ser operativas (cfr. J. FERRER ORTlZ, El matrimonio canónico en el 
ordenamiento español, Pamplona 1986, pp. SO-54). 
25. ' Por razones idénticas a las ya apuntadas, consideramos que el silencio del Acuerdo 
respecto a la separación canónica y a la disolución en aplicación del privilegio paulino 
muestra inequívocamente que, a partir de entonces y sin necesidad de dictar norma alguna 
de desarrollo, no tendrán eficacia en el orden civil. 
26. Para una exposición de detalle de las distintas posiciones de los autores sobre la si-
mulación en el matrimonio civil, con abundantes referencias a la bibliografía nacional y 
extranjera, nos remitimos a S. CARRIÓN, En tomo a la simulación de matrimonio civil, en 
«Revista de Derecho Privado», 1981, pp. 35-64 y 128-152; y a L. ARECHEDERRA, La simu-
lación en el matrimonio civil, en «Revista Jurídica de Cataluña., 1980, pp. 179-220. 
27. En cierto sentido, esta situación se mantiene en nuestros días. La diferencia radica 
en que entonces, implantado un sistema de matrimonio civil subsidiario, éste era residual 
de derecho y, consecuentemente, también de hecho; mientras que hoy, vigente un sistema 
facultativo, el matrimonio civil es residual sólo de hecho, como resultado de que son pocos 
los contrayentes que lo eligen. 
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En otro plano, conviene tener presente que el problema de la 
simulación surgió con cierta frecuencia y gravedad en los países 
europeos participantes en las dos guerras mundiales (sobre todo en 
la segunda), donde las circunstancias propiciaron la proliferación de 
los matrimonios simulados para huir del internamiento, de la depor-
tación o de la muerte, evitar la incorporación a filas, obtener licen-
cia de emigración o inmigración, etc. Pues bien, un recorrido por el 
Derecho extranjero -italiano y francés, principalmente- permite 
observar un giro en el tratamiento que recibe la simulación por par-
te de la doctrina a partir de entonces. La opinión mayoritaria -casi 
unánime- por la irrelevancia de esta figura en el ámbito civil, em-
pieza a hacer crisis con la aparición de sentencias en las que se de-
clara la nulidad por simulación de algunos de estos matrimonios 
contraídos en circunstancias especiales, en los que la carencia abso-
luta de consentimiento matrimonial era manifiesta. Los cambios ex-
perimentados en los ordenamientos de estos países -en especial en 
Italia- y los argumentos que los sustentaron, influirán decisivamen-
te en la doctrina española, que flexibilizará su posición inicial de re-
chazo a la admisión de la simulación en el matrimonio civil; yeso 
que la neutralidad de España en las dos conflagraciones mundiales 
la mantuvo lejos del caldo de cultivo de los matrimoniso simu-
lados 28. 
En nuestro país la mayor parte de los autores había venido 
sosteniendo que la simulación no era causa de nulidad del matrimo-
nio civil. El legislador español de 1870 y el de 1889 no ignoraban 
la normativa canónica en la materia -los autores y comentaristas 
de la Ley (1870) y del Código (1889) no dudarán en afirmar la iden-
tidad sustancial entre el instituto matrimonial canónico y el dvil-
28. Cfr. s. CARRIÓN, En tomo a la simulación del matrimonio civil, cit., p. 37. No obs-
tante, los matrimonios simulados no fueron desconocidos en España: los hubo durante la 
na República para eludir la prohibición de trabajar fuera del lugar de la residencia de los 
cónyuges, establecida en la Ley de términos municipales; y luego, durante la guerra civil, 
para lograr la evacuación a Francia (cfr. G. GARCÍA CANTERO, El vínculo de matrimonio 
civil en el Derecho español, Roma-Madrid 1959, p. 173). Más tarde, en época de escasez y 
carestía de viviendas, aparecieron matrimonios simulados con inquilinos de edad avanzada 
con el único objeto de subrogarse en la vivienda a su muerte, presumiblemente próxima 
(cfr. L. BELTRÁN FUSTERO, Un estimulante del matrimonio: El artículo 58 de la Ley de Arren-
damientos Urbanos, en «Anuario de Derecho Civih" 1956, pp. 1305-1324). 
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y, sin embargo, el arto 92 de la primera y el arto 101 del segundo 
nada decían al respecto. La omisión -concluían- tenía que ser 
consciente, y obedecería al propósito deliberado de hacer prevalecer 
el principio de seguridad jurídica 29. 
El Tribunal Supremo, por su parte, contribuirá a reforzar esta 
posición con su sentencia de 12 de mayo de 1945, cuando declara 
que la enumeración de supuestos del arto 101 es taxativa, de tal ma, 
nera que no hay nulidad sin norma expresa 30. Finalmente, la doc, 
trina refuerza su tesis argumentando que el contenido de la relación 
matrimonial está sustraído a la libre configuración de las partes y 
que no es aplicable al matrimonio la doctrina de la causa de los con, 
tratos, tal y como la regulan los arts. 1274,1277 C .c. y concluye, 
en definitiva, que el matrimonio civil es válido cualquiera que sea 
la finalidad especial que se propusiesen las partes al contraerlo, por' 
que el Derecho desconoce la intención particular de los contrayentes 
y sólo se producen los efectos establecidos legalmente 31. 
Con todo, no faltaron voces discrepantes, que se fueron ha, 
ciendo sentir con más intensidad a medida que fue pasando el tiem, 
po. Una buena síntesis de este panorama lo ofrece Sancho Rebullida 
en sus comentarios al Código civil cuando escribe: «Muchos autores 
entienden que no afectan a la validez del matrimonio civil la simula, 
ción, la reserva mental, ni el dolo; se fundan en una razón legal: 
el silencio del Código, que no establece otras causas de nulidad que 
las del artículo 101; en una razón moral: la preferencia de los intere, 
ses generales y que no puede dejarse la validez de un acto tan tras' 
cendental al capricho de las partes (para la reserva mental, además, 
la salvaguarda de los intereses de la parte inocente); y en una razón 
técnica: el carácter constitutivo de la forma. Mas, al primer argu' 
mento, contesta García Cantero que la regla pas de nullité sans texte 
no es absolutamente válida, ni siquiera en Francia; la ley ,al hablar 
de vicios de la voluntad, está presuponiendo que existe voluntad; y 
sin salirnos del propio articulado del Código en materia de matrimo' 
29. Ibidem, p. 36. 
30. Cfr. Repertorio Aranzadi de Jurisprudencia (RAJ), 1945, n. 577. 
31. Cfr. J. BLASCOS SERRA, Simulación y dolo en el matrimonio civil, en AA. VV., Cur-
so de Derecho matrimonial y procesal canónico para profesionales del foro, V, Salamanca 
1982, p . 237. 
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nio, encontramos casos de invalidez que no figuran en la enumera~ 
ción del artículo 101 (apoderamiento general o verbal, revocación 
del poder); al segundo argumento, responde el mismo autor que nin~ 
gún interés general puede imponer una convivencia en virtud de un 
vínculo matrimonial no querido realmente por las partes; al tercer 
argumento, en fin, opone la imposibilidad de que el Estado pueda 
suplir un inexistente consentimiento. En definitiva, García Cantero 
sostiene que, excluido el dolo, la simulación y la reserva mental im~ 
plican falta de consentimiento y son, por tanto, causas de inexisten~ 
cia del matrimonio» 32. 
A. Terminología civil 
El texto que les acabo de leer me da pie para hacerles notar 
una cuestión importante. Con independencia de que -tal y como 
como plantean Díez~Picazo y Gullón- la nulidad sea una aplicación 
concreta al instituto matrimonial de una categoría más amplia, que 
encuentra su asiento en la teoría general del negocio jurídico 33 o, 
más bien, suceda lo contrario y las primeras teorías sobre las nulida~ 
des fueran elaboradas por los canonistas para resolver algunos pro~ 
blemas matrimoniales concretos, pasando después a la teoría general 
del negocio jurídico, lo cierto es que la terminología civil en materia 
de simulación no coincide con la canónica. 
Los civilistas afrontan la nulidad del matrimonio con las cate~ 
gorías que les proporciona la teoría general del negocio jurídico y 
de los contratos. Así pues, distinguen entre simulación y reserva 
mental, que no son exactamente la réplica de las categorías canóni~ 
cas de la simulación total y de la parcial, sino tan sólo de las figuras 
que -con algunos matices- podríamos denominar, respectivamente, 
. simulación bilateral y unilatera1 34, subdividiéndolas -a su vez y 
32. F. A. SANCHO REBULLIDA, Artículo 100, en AA. VV., Comentarios al Código civil 
y Compilaciones forales, cit., pp. 313-314. 
33. Cfr. L. DiEZ PICAZO y A. GULLóN, Sistema de Derecho civil, IV, Madrid 1983, p. 
115. 
34. En el ámbito civil el rasgo que sirve para distinguir la simulación de la reserva mental 
es la existencia de pacto simulatorio entre las partes (al que se equipara la reserva men-
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con reservas- en hipótesis de simulación total y parcial, según que 
se excluya el matrimonio mismo o sólo parte de su contenido esen, 
cia1 3s • 
En Derecho civil 36, la simulación implica una contradicción 
consciente y querida por ambas partes entre la voluntad interna y 
la voluntad declarada, es decir, entre lo que internamente quieren 
y lo que externamente dicen querer. De esta contradicción nace un 
negocio jurídico, que se califica de aparente. Sus características -se' 
gún Ferrara- son las siguientes: 1 a) una divergencia querida y deli, 
beradamente producida entre la voluntad y su manifestación (a dife, 
rencia del error obstativo); 2a) un acuerdo simulatorio entre las par' 
tes (a diferencia de la reserva mental) en el que establecen, de modo 
vinculante, que en realidad no quieren lo que manifiestan; y 3a ) un 
fin de engañar a terceros extraños al acto. 
En cuanto a sus clases, la simulación puede ser absoluta o re' 
lativa. La primera supone haber creado la apariencia de un negocio 
y, en verdad, resulta que no se quiso dar vida a tal negocio, sino 
tan sólo a su apariencia engañosa. Así, por ejemplo, A y B compa' 
recen ante notario, y en escritura pública A vende a B un inmueble, 
confesando A haber recibido el precio y B el inmueble, pero sin que 
haya sucedido ni lo uno ni lo otro . 
. La simulación relativa en cambio es un disfraz: en ella se reali, 
za aparentemente un negocio jurídico, queriendo y llevando a cabo 
tal cuando la realizan ambas, cada una por su cuenta -bilateral- o sólo una de ellas 
-unilateral- pero, en cualquier caso, conociendo al menos una la restricción de la otra); 
mientras que lo característico de la reserva mental propiamente dicha es la existencia de 
una discordancia unilateral -de una de las partes- entre lo querido y lo manifestado por 
ella, ignorándolo la otra. En definitiva, si entre las partes existe acuerdo o conocimiento 
de la discordancia hay simulación y en caso contrario reserva mental. 
35. Por lo que se refiere a la posibilidad de trasladar al ámbito civil lo que en terminolo-
gía canónica se conoce como simulación parcial, en la que el objeto susceptible de ser ex-
cluido por la simulación o la reserva mental civiles no sería sólo el matrimonio, sino tam-
bién alguno o algunos de sus elementos esenciales, los autores disputan -tanto en esta 
primera etapa como en la actual- y, por lo general, se muestran renuentes a admitir su 
relevancia, como tendremos ocasión de comprobar más adelante. 
36. Para una exposición de detalle de la simulación en el ámbito civil, cfr. F. FERRARA, 
La simulación de los negocios jurídicos, Madrid 1961; y F. DE CASTRO, El negocio jurídico, 
Madrid 1985, pp. 333-368. Aquí seguiremos la síntesis de L. DiEz-PICAZO yA. GULLóN, 
Sistema de Derecho civil, l, Madrid 1990, pp. 547-553. 
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en realidad otro distinto. Siguiendo el ejemplo anterior, A y B simu~ 
lan una compraventa para encubrir una donación: A entrega el in~ 
mueble a B, sin que éste pague el precio, no obstante lo cual Ama~ 
nifiesta haberlo recibido. 
Como el Código civil trata la cuestión fragmentariamente -a 
propósito de las donaciones (art. 628) y de las disposiciones testa~ 
mentarias (art. 755)-, se hace necesario reconducir el problema de 
la simulación al marco de la causa de los contratos -arts. 1275 y 
1276-. La simulación será absoluta si el negocio jurídico carece por 
completo de causa o ésta es ilícita 37; y relativa si, expresándose 
una causa falsa, se prueba que existe otra causa verdadera y lícita, 
en cuyo caso el negocio querido (disimulado) es el que subsistirá 38. 
Respecto a la reserva mental 39 , el Derecho civil la concibe 
como una divergencia consciente entre el querer interno y la mani~ 
festación externa del mismo. Pero, como la voluntad interna de res~ 
tringir o anular la eficacia de lo declarado permanece secreta para 
el destinatario de la declaración, la reserva mental será inoponible 
a él (si conociera la verdadera voluntad del declarante entonces esta~ 
ríamos ante una simulación). En este ámbito la regla general es que 
la reserva mental no afecta a la validez de la declaración. 
Sin embargo, la doctrina se divide a la hora de aplicar estos 
conceptos al matrimonio civil. Por eso, en aras de la máxima clarifi~ 
cación, trataré separadamente estas dos figuras que la terminología 
civil denomina simulación y reserva mental. 
B. Simulación 
«Puede afirmarse -siguiendo a Carrión- que existe simula~ 
ción de matrimonio en aquellos supuestos en que la celebración del 
mismo nó pasa de ser para las partes contratantes un mero dato 
37. Art. 1275 C. c.: «Los contratos sin causa, o con causa ilícita, no producen efecto 
alguno. Es ilícita la causa cuando se opone a las leyes o a la moraJ". 
38. Art. 1276 C. c.: «La expresión de una causa falsa en los contratos dará lugar a la 
nulidad, si no se probase que estaban fundados en otra verdadera y lícita». 
39. Cfr. F. DE CASTRO, El negocio jurídico, cit., pp. 96-100; y L. DÍEZ-PICAZO Y A. Gu-
LLÓN, Sistema de Derec/w civil, 1, cit., p. 522. 
658 jAVIER FERRER ORTIZ 
anagráfico al ir acompañada de la exclusión de la convivencia y de 
los derechos y obligaciones recíprocas y utilizada como simple medio 
para la obtención de alguno o algunos derechos que el ordenamien, 
to vincula a la celebración de la unión» 40. 
Como ha puesto de relieve el autor citado respecto a Italia 
-aunque sus afirmaciones son perfectamente trasladables a España-, 
en una primera etapa se rechaza mayoritariamente la virtualidad de 
la simulación en el matrimonio. Con independencia de cuál sea la 
postura adoptada respecto a la naturaleza jurídica de éste, ((la tesis 
de la irrelevancia se apoyará sobre dos pilares fundamentales respec' 
to a los cuales el resto de los argumentos constituirán mero comple' 
mento: el principio de certeza y estabilidad del estado civil de las per, 
sonas y la rigurosa identificación del consentimiento matrimonial con 
el manifestado en sede de celebración. Todo lo anterior completado 
con la imposibilidad de dar acogida a los criterios canónicos» 41. 
No obstante, esta solución hace crisis ante la existencia de ca' 
sos palmarios en los que la celebración del matrimonio había sido 
querida con el único propósito de crear su apariencia con objeto de 
que uno de los presuntos contrayentes recobrara o preservara su li, 
bertad -y aún salvara su vida-, grave e injustamente amenazadas. 
En estas circunstancias parecía evidente que el mantenimiento del prin, 
cipio según el cual la observancia de la forma prescrita encierra siempre 
un matrimonio verdaderamente querido por las partes, suponía a su 
vez una clara violación de los más elementales criterios de justicia, 
y no podía prevalecer frente a éstos 42. Pero, admitida la nulidad de 
esos matrimonios por simulación, ya se comprende que su amplia, 
ción a otros supuestos en los que igualmente faltaba la voluntad de 
quedar unido en verdadero matrimonio, era cuestión de tiempo. 
Por eso, no es de extrañar que la respuesta del Derecho civil 
a la simulación matrimonial experimentara un cambio radical en Ita, 
40. S. CARRIÓN, En tomo a la simulación del matrimonio civil, cit., p. 39. 
4r. Ibidem, pp. 43-45. La afirmación final nos parece desafortunada. La presunción en 
virtud de la cual prevalece la voluntad interna sobre las palabras o signos empleados para 
declararla, en caso de discordancia -c. llar. 1 (antiguo c. 1086. 1)-, puede fundamentarse 
en razones de estricta justicia y no sólo-como se apunta- en la consecución de fines reli-
giosos, ajenos al Derecho, y en el carácter sacramental del matrimonio entre bautizados. 
42. Cfr. Ibidem, p. 47. 
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lia 43 Y en Francia 44 y, a resultas de lo ocurrido en estos países ve~ 
cinos, también en España. El sector doctrinal que venía defendiendo 
desde tiempo atrás la relevancia de esta figura -a mi juicio con me~ 
jores argumentos que sus contrarios-, fue en aumento. Si, como su~ 
cedía en todos los negocios jurídicos, el consentimiento también po~ 
día simularse en el matrimonio, no se acertaba a comprender por 
qué la consecuencia jurídica era radicalmente distinta en éste respec~ 
to a los demás. 
Por lo que se refiere a la doctrina española, un claro exponen~ 
te de esta postura lo encontramos en García Cantero: «Sin consenti~ 
miento matrimonial, sin el concurso de las respuestas afirmativas de 
ambos contrayentes a la pregunta del Juez, sin que estas declaracio~ 
nes coincidan totalmente con el interno querer de las partes no pue~ 
de decirse que exista el matrimonio; habrá una apariencia de matri~ 
monio, y hasta es posible que un título de estado inscrito en el 
Registro Civil, pero una vez que se pruebe debidamente el acuerdo 
simulatorio, la apariencia debe ser borrada del mundo jurídico ( ... ). 
Mejor que recurrir a construcciones jurídicas anómalas y poco com~ 
patibles con la naturaleza del matrimonio [se refiere al matrimonio 
contraído en estado de necesidad, al matrimonio fiduciario, etc.], pa~ 
rece más conveniente restablecer el significado verdadero del consen~ 
timiento matrimonial y admitir claramente que el matrimonio simu~ 
lado es un matrimonio inexistente. No debe temerse el resquebrajar 
la solidez del vínculo abriendo un portillo a fáciles nulidades matri~ 
moniales, pues ( ... ) la Iglesia católica, que es la defensora más celosa 
del principio de la indisolubilidad, no ha temido nunca debilitarlo 
43. En el · caso de Italia, la simulación cuenta actualmente no sólo con el apoyo de la 
doctrina y de la jurisprudencia, sino también con el de la Ley de 19 de mayo de 1975, 
que introdujo la simulación del matrimonio en el Código civil, al redactar el nuevo arto 
123 en los siguiente términos: .H matrimonio puó essere impugnato da ciascuno dei coniugi 
quando gli sposi abbiano convenuto di non adempiere agli obblighi e di non esercitare i 
diritti da esso discendenti. - L'azione non puó essere proposta decorso un anno dalla cele-
brazione del matrimonio ovvero nel caso in cui i contraenti abbiano convissuto come co-
niugi successivamente alla celebrazione medesima:». 
44. A diferencia de Italia, el Código civil francés no reconoce expresamente la simula-
ción como causa de nulidad del matrimonio, aunque sí implícitamente en el arto 146, don-
de declara que no hay matrimonio sin consentimiento: .H n'y a pas de mariage lorsqu'il 
n'y a point de consentement». Este texto ha posibilitado la elaboración jurisprudencial del 
matrimonio simulado, como hipótesis de nulidad. 
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concediendo todo su valor al conSentImlento. Si se juzga necesario 
-termina diciendo- sanciónese penalmente al que ha contraído un 
matrimonio simulado, pero no se mantenga la validez de un vínculo 
en realidad inexistente» 45. 
En el matrimonio civil «la simulación es absoluta cuando no 
existe ningún otro negocio jurídico querido por las partes y relativa 
cuando se oculta uno, total o parcialmente distinto, verdaderamente 
querido y disimulado. Los contrayentes, normalmente, sólo desean 
obtener un determinado efecto jurídico del matrimonio, por ejem~ 
plo, la cualidad de cónyuge, la adquisición de una nacionalidad por 
la mujer; pero estos casos, en realidad, no lo son de simulación rela~ 
tiva, sino absoluta» 46. 
En el mismo sentido, Arechederra considera que «en el matri~ 
monio, no en el negocio jurídico de familia, no cabe la simulación 
relativa al modo civil, porque no existe un negocio que ofrezca sime~ 
tría estructural como para permitir que la apariencia matrimonial lo 
encubra. Tampoco socialmente es concebible el interés práctico que 
potenciase, por razones de ius vivens, semejante intento» 47. No obs~ 
tante -advierte García Cantero-, «pudiera pensarse, en hipótesis, 
en un supuesto en que las partes sólo desean celebrar unos esponsa~ 
les, pero simulan un matrimonio; parece que en tal caso los esponsa~ 
les serían válidos de cumplirse los requisitos del arto 44» 48. 
c. Reserva mental 
En Derecho matrimonial español se dice que hay reserva men~ 
tal, «cuando uno de los contrayentes o ambos separadamente reser~ 
van para sí su verdadera voluntad, declarando otra, de forma que 
ante la declaración ni siquiera el destinatario tiene motivo para pen~ 
sar que no coincide con la voluntad interna» 49. 
45. G. GARCÍA CANTERO, El vínculo de matrimonio civil en el Derecho español, cit., pp. 
173 Y 175. 
46. Ibidem, p. 175. 
47. L. ARECHEDERRA, La simulación en el matrimonio civil, cit., p. 212. 
48. G . GARCÍA CANTERO, El vínculo de matrimonio civil en el Derecho español, cit., pp. 
175-176. 
49. Ibidem, p. 176. 
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Así entendida, la reserva mental englobaría los supuestos ca~ 
nónicos de exclusión de una propiedad o de un elemento esenciales 
del matrimonio -simulación parcial-, siempre y cuando que ésta 
fuera unilateral -de una de las partes ignorándolo la otra- o bilate~ 
ral -de las dos partes sin conocer ninguna de la exclusión de la 
otra-; pero también incluiría, en las mismas circunstancias, las hi~ 
pótesis canónicas de simulación total, en la que uno o los dos con~ 
trayentes -cada uno por su cuenta- excluyen el matrimonio mismo 
mediante un acto positivo de voluntad. 
De todos modos, conviene advertir que la doctrina civilista de 
este período es unánime al rechazar la relevancia de la reserva men~ 
tal en el matrimonio, como también en el negocio jurídico en gene~ 
ral 50• «Se da, por tanto -como concluye García Cantero-, abso~ 
luta preferencia a la voluntad declarada, en razón de que el Derecho 
no tiene medios de comprobar la falta de consentimiento, ( ... ). Sin 
embargo -continúa diciendo- en el caso de que se haya manifesta~ 
do la reserva mental llegando a conocimiento de la otra parte ( ... ) 
no puede afirmarse que ésta actúa con seriedad si se presta a cele~ 
brar el proyectado matrimonio, pareciendo que entonces la solución 
debe ser análoga a la de la simulación, y, en consecuencia, debe de~ 
clararse la inexistencia del matrimonio» 51. 
Por lo tanto, en estas condiciones, los supuestos canónicos de 
simulación parcial no serían subsumibles en rigor dentro de la reser~ 
va mental civil, sino dentro del concepto -también civil- de simu~ 
lación, recibiendo el trato correspondiente a ésta; y aquí, como es 
sabido, los defensores de la relevancia de esta figura como causa de 
nulidad del matrimonio se apoyaban en poderosas razones. 
SO. Cfr. F. DE CASTRO, El negocio jurídico, cit., p. 96. 
SI. G. GARCíA CANTERO, El vínculo de matrimonio civil en el Derecha español, cit., p. 
176. Este autor describe, además, la tipología del sujeto que reserva mentalmente su verda-
dera voluntad en los siguientes términos: «Se dice que quien contrae matrimonio negando 
interiormente que quiere contraerlo, o habiendo declarado a tiempo que falta una corres-
pondencia entre su voluntad y los actos que va a realizar, o es un enfermo mental (yen 
tal caso es incapaz de casarse), o es una persona que está bajo una amenaza o un temor 
(y entonces la causa de nulidad radica en el arto 101. 2), o, simplemente, es una persona 
que quiere dejarse un camino abierto para la anulación en el caso de que el matrimonio 
no tenga un éxito favorable» (Ibidem). 
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Firme lo anterior, Carrión parece admitir la simulación parcial 
del matrimonio civil como categoría autónoma distinta de la simula' 
ción absoluta y de la reserva mental, aunque la concibe en términos 
no coincidentes con el Derecho canónico. «Sólo es posible -escri, 
be-, desde una perspectiva estrictamente técnica, hablar de simula' 
ción parcial en el matrimonio civil en la medida en que se la conci, 
ba como un acuerdo entre los que van a contraer tendente a modifi, 
car la reglamentación jurídica de la unión matrimonial. Es decir, si 
no se la concibe así, lo que en realidad ocurre es que no existe tal 
simulación parcial, sino tan sólo una hipótesis de reserva mental, del 
todo inoperante jurídicamente. Las hipótesis de simulación absoluta 
y parcial coinciden, pues, en la existencia en ambas del acuerdo si, 
mulatorio y difieren en el contenido del mismo (del acuerdo). En la 
primera, el contenido vendrá dado por la exclusión de los efectos típi, 
cos de la relación jurídico'matrimonial. En la segunda, por la exclu, 
sión, igualmente concordada entre los que contraen, de una propiedad 
esencial del matrimonio o, en el supuesto de que el matrimonio que 
quiera celebrarse sea el civil, de determinados efectos del mismo» 52. 
Arechederra, por su parte, se pregunta si cabe en Derecho ci, 
vil la simulación parcial al modo canónico, pero termina por rechazar' 
la por diversas razones técnicas y de política legislativa 53. 
52. S. CARRIÓN, En tomo a la simulación del matrimonio civil, cit., p. 137. 
53. ..Al modo canónico, la simulación plantea un problema de contenido matrimonial ex-
cluido y de política legislativa. No parece que la indisolubilidad y la procreación pertenez-
can al tipo de negocio jurídico que es el matrimonio. Queda como contenido ético-jurídico 
positivizado la fidelidad al otro cónyuge. La fidelidad conyugal despenalizada es una proble-
mática estrictamente privada, estrictamente civil. Aquí hay que distinguir el quebrantamiento 
de este deber que tiene su tratamiento como causa de separación y potencialmente de di-
vorcio, amén de otras consecuencias civiles, de la relevancia en orden a la simulación rela-
tiva de la fidelidad que provendría de la actitud a priori hacia ella: es decir, un acto positi-
vo de exclusión de la misma en el momento de su celebración. - Como es obvio, este 
tipo de exclusión debe ser unilateral. Si es bilateral se trata de un acuerdo tendente a mo-
dificar el contenido jurídico del tipo negocial y en ese caso el acuerdo es nulo e irrelevante. 
Con todo esto plantea un problema de política legislativa: en primer lugar, si semejante 
apreciación es propiamente jurídica y no más bien moral; en segundo lugar, aunque presen-
tase relieve jurídico, si el derecho debe invadir la esfera privada en esas medidas; en tercer 
lugar, un problema de prueba y, en cuarto, un problema de legitimación» (L. ARECHEDE-
RRA, La simulación en el matrimonio civil, cit., p. 212). 
Aunque todavía no sea el momento de abordar con detalle la exclusión parcial del conteni-
do esencial del matrimonio, no albergamos duda alguna --en contra de la opinión de Areche-
derra- de que un acuerdo bilateral sobre esta materia es un supuesto de simulación y, por 
tanto, de nulidad del matrimonio por ausencia de consentimiento propiamente matrimonial. 
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Lacruz y Albaladejo, a partir de la exigencia del consentimien-
to para el matrimonio, consideran nulo el contraído mediando reser-
va' mental (y simulación). Sin embargo, dejan constancia de la difi-
cultad -si no imposibilidad- de llevar a la práctica esta solución 
porque, ¿cómo puede penetrar el Derecho civil en el fuero interno 
de las partes y exigirles un consentimiento absolutamente ordenado 
a la esencia y contenido de la unión matrimonial? 54. 
Como síntesis de todo lo anterior -por lo tanto respecto al 
período comprendido entre 1870 y 1981 (el paréntesis de la na Re-
pública lo doy por supuesto)- podemos afirmar lo siguiente: 
En primer lugar, en relación a la terminología empleada, el 
Derecho civil y el canónico no coinciden. Para el primero la simula-
ción matrimonial propiamente dicha es siempre absoluta y tiene lugar 
cuando se produce la exclusión total del matrimonio o, lo que es lo 
mismo, de sus efectos jurídicos mediante acuerdo -simulatorio- de 
las partes. Esta categoría se contrapone a la simulación relativa, ca-
tegoría admitida para los negocios jurídicos patrimoniales, que con-
siste en la realización de un negocio jurídico concreto bajo la apa-
riencia de otro -en realidad inexistente y no querido-¡ y, en 
cambio, se equipara a la reserva mental bilateral -efectuada por los 
dos contrayentes, cada uno por su cuenta- y a la unilateral -efec-
tuada sólo por uno de ellos- pero en ambos casos conociendo al me-
nos uno la restricción del otro. Continuando con el Derecho civil, la 
reserva mental en sentido estricto supone la existencia de una discor-
dancia unilateral -de una de las partes- y desconocida para la 
otra, entre lo que quiere y lo que manifiesta. 
A diferenfia del anterior, el Derecho canónico distingue entre 
la simulación total y la parcial. El denominador común a ambas es 
la existencia de un acto positivo de voluntad de excluir en uno o 
en los dos contrayentes, mientras que la diferencia radica en el obje-
to de dicha exclusión: el matrimonio mismo en la simulación total 
y una propiedad o elemento esenciales del matrimonio en la simula-
ción parcial. En cambio, la existencia o no entre las partes de pacto 
54. Cfr. J. L. LACRUZ y M. ALBADALE}O, Derecho de familia . El matrimonio y su econo-
mía, Barcelona 1963, p. 93. 
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o de conocimiento -mutuo, de una o de ninguna de ellas- acerca 
de la exclusión no cambia la categoría de la simulación. 
En definitiva, estamos ante clasificaciones y categorías diferen~ 
tes. La del Derecho matrimonial civil se fundamenta en la existencia 
o no de acuerdo o conocimiento de la discordancia entre lo querido 
y lo manifestado: en el primer caso habrá simulación y en el segun~ 
do reserva mental. Conceptualmente el objeto de la exclusión pasa 
a un segundo plano. En cambio, en Derecho matrimonial canónico 
lo fundamental es este último, que da lugar a las figuras de la simu~ 
lación total y de la parcial, según que lo excluido sea el matrimonio 
o parte del mismo. 
Así pues, no es de extrañar que se produzca un limitado sola~ 
pamiento entre estas categorías que contribuye más a confundirlas 
que a clarificarlas. En efecto, de los ' supuestos de simulación total 
(canónica) unos son subsumibles -dentro de la simulación absoluta 
(civil): cuando las partes excluyen el matrimonio ' mediante pacto o' 
cuando lo excluye una de ellas con conocimiento de la otra; y los 
demás dentro la reserva mental (civil): cuando uno de los contrayen~ 
tes excluye .el matrimonio sin que el otro lo sepa. Lo mismo sucede 
con la simulación parcial (canónica): unos casos son reconducibles 
a la simulación absoluta (civil): cuando las partes excluyen parte del 
contenido esencial del matrimonio mediante pacto o cuando lo ex~ 
cluye una de ellas con conocimiento de la otra- y otros a la reserva 
mental (civil): cuando esa misma exclusión parcial la realiza uno de 
los contrayentes ignorándola el otro. 
En segundo lugar, por lo que respecta a la relevancia o no de 
la simulación y de la reserva mental en el matrimonio civil, se va , 
abriendo camino en la doctrina la tesis favorable a la nulidad del 
matrimonio en los casos de simulación absoluta -en esta materia el 
Derecho civil no admite la simulación relativa- y la tesis de la vali~ 
dez del matrimonio en los casos de reserva mental unilateral o bila~ 
teral, siempre que ninguno de los contrayentes conozca la reserva 
del otro. Sin embargo, cuando el objeto excluido no es el matrimo~ 
nio sino sólo una parte de su contenido esencial, mediante simula~ 
ción o reserva mental, la doctrina sigue manteniendo mayoritaria~ 
mente la tesis de la irrelevancia en Orden a declarar la nulidad del 
matrimonio así contraído. 
LA SIMULACIÓN EN EL DERECHO MATRIMONIAL ESPAÑOL 665 
No obstante, a la vista de los argumentos esgrimidos, pienso 
que es más correcta la tesis de la nulidad, para todos los casos no 
sólo de simulación, sino también de reserva mental, por ser más 
acorde con la naturaleza jurídica del matrimonio. ((Otra cosa es que 
-como escribe Sancho Rebullida-, en la práctica, tales defectos de 
consentimiento tengan difícil exteriorización y sean, por tanto, de 
muy difícil prueba; pero cuando sea posible demostrar objetivamente 
su existencia, habrá que pronunciarse por la invalidez del matri-
monio» 55. 
3 . ] urisprudencia 
Lamentablemente, durante este período la jurisprudencia espa-
ñola sobre la simulación y la reserva mental en el matrimonio civil 
es casi inexistente. Las razones que explican esta falta de pronuncia~ 
mientos del Tribunal Supremo es clara: el supuesto contrario hubie-
ra exigido la producción de una serie' de coincidencias en cascada. El 
matrimonio civil era excepcional; de los contraídos la mayoría serían 
válidos; de los que ocasionalmente pudieran declarararse nulos, po-
cos lo serían invocando una causa extracodicial, de elaboración doc-
trinal; y, en el caso de que se obtuviera la nulidad por el capítulo 
de simulación o por el todavía más improbable de reserva mental, 
la sentencia no llegaría al Tribunal Supremo de no ser recurrida 
hasta esta última instancia. 
De todos modos, espigando las sentencias dictadas por el Alto 
Tribunal en causas de nulidad de matrimonios civiles celebrados du-
rante la vigencia de la Ley de 28 de junio de 1932, es posible encon-
trar algunos pronunciamientos, siquiera indirectos. Restablecido el 
sistema de matrimonio civil subsidiario y la indisolubilidad 56, en al-
gunos casos se impugnaba la validez del matrimonio civil, alegando 
la catolicidad de uno al menos de los contrayentes o la exclusión 
de la indisolubilidad. Sin tiempo para detenerme en una cuestión re-
55. Cfr. F. A. SANCHO REBULLIDA, Artículo 100, cit., p. 314. 
56. Cfr., respectivamente, la Ley de 12 de marzo de 1938, derogatoria de la del matri-
monio civil, y la Ley de 23 de septiembre de 1939, derogatoria de la de divorcio. 
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lativamente compleja y discutida, como es el régimen jurídico de es~ 
tos matrimonios 5i, me limitaré a mencionar el contenido de algu~ 
nas de estas sentencias. 
Así, por ejemplo, en la sentencia de 12 de mayo de 1945 -ya 
mencionada-, el Tribunal Supremo afirma que la enumeración de 
las causas de nulidad del arto 101 e.c. es exhaustiva 58. 
Mucho más interesante en nuestra materia es la sentencia de 
25 de enero de 1956. El recurrente pretendía la nulidad de su rriatri~ 
monio civil, contraído bajo el régimen de la legislación republicana. 
Aducía, en primer lugar, que ninguno de los dos cónyuges había 
realizado la declaración previa de no profesar la religión católica del 
antiguo arto 42 e.c.; y, en segundo lugar, que el matrimonio había 
sido celebrado, conforme a la legalidad entonces vigente, bajo la 
condición de disolubilidad. La Sala desestima el primer motivo en 
su considerando del mismo número, entre otras razones por el ca~ 
rácter cerrado de las causas de nulidad, con lo que viene a abundar 
en lo afirmado por la sentencia anterior S9. Sin embargo, es en el 
segundo considerando donde se acerca al problema de la simulación, 
aunque casi imperceptiblemente, cuando rechaza el otro motivo: «Es 
de notar -afirma- que ni bajo el régimen de la Ley de Matrimonio 
civil, ni de la de Divorcio, implantados por la segunda República, 
constituyó la ilegítima disolubilidad del vínculo, supuesto de la cele~ 
bración del matrimonio civil, sino mera posibilidad que la inmensa 
57. Vid., entre otros, L. DEL AMO, Los matrimonios civiles durante la República, Madrid 
1954; E. SEGURA EUZMENDI, El matrimonio rojo. Validez y nulidad canónica de! matrimonio 
civil en la guerra y en la postguerra de España, Pamplona 1954; J. M. REYES MONTERREAL, 
Problemas matrimoniales (A propósito de la validez actual de! matrimonio civil y sus requisitos), 
separata de "Revista General de Legislación y Jurisprudencia", Madrid 1957; y M. HER· 
NÁNDEZ Aseó, Problemas latentes en e! sistema matrimonial español, Valladolid 1964. 
58. "Al reconocer como una de las formas de matrimonio el celebrado civilmente, el 
C ódigo civil, con fijación de su indisolubilidad durante la vida de los cónyuges enumeró 
de manera taxativa, en los artículos 101 y 105, las causas determinantes de su nulidad y de di-o 
vorcio, sin conceder a éste otro alcance que el de la suspensión de la vida común de los 
casados" (RAJ, 1945, n . 577). 
59. "Aparte de que a la fecha en que el matrimonio civil se contrajo no se .exigía el 
cumplimiento de ese requisito, tampoco su infracción constituía una causa determinante de 
nulidad solo posible, aun durante la vigencia del Código, por las causas que exhaustivamente esta-
blecía y establece e! artículo 101 y que por su carácter específico, no puede ser ampliado por ana-
logía a otras situaciones, en tanto que una norma del mismo rango lo determinara con fuerza obli-
gatoria; sin que a esa consideración pueda obstar la legislación derogativa de la Ley de 
Divorcio ni las demás reguladoras de sus consecuencias" (RAJ, 1956, n. 662). 
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mayoría de los españoles no tuvieron en cuenta» 60 • . A la vista de 
los términos en los que se planteó el recurso 61, el Tribunal Supre' 
mo no se vio precisado a entrar en el problema más espinoso y que 
-a mi juicio- constituye el fondo de la cuestión: determinar si, en 
el caso de que uno o los dos contrayentes hubiera celebrado el ma, 
trimonio contemplando la disolubilidad del vínculo no como mera 
posibilidad sino como parte principal del objeto de su voluntad, 
queriendo un matrimonio pOSItivamente disoluble -y no de otra 
manera-, éste sería válido o nulo. 
En defecto de pronunciamientos más explícitos del Alto Tri, 
bunal, podríamos recurrir a órganos judiciales inferiores -como, por 
ejemplo, los Juzgados de 1 a Instancia- en búsqueda de sentencias, 
que no jurisprudencia, sobre la materia. Pero es evidente que esta 
60. Ibidem. 
61. El actor adujo -que este matrimonio [civil) , contrato según criterio de la legislación 
y jurisprudencia, fue celebrado bajo la condición de disolubilidad, dimanante de las leyes que 
sobre el divorcio en el matrimonio había dictado la República (. .. ); que la situación creada por 
tal unión in facie Ecclesiae es totalmente irregular, puesto que no reconociendo validez la 
Religión católica mas que al matrimonio canónico, constituye un contubernio o concubina-
to no sólo no tolerado, sino expresamente condenado por la Iglesia en el seno de la cual 
ha querido vivir siempre el que demanda, que ha profesado constantemente la Religión Católi-
ca, Apostólica, Romana, sin haber abjurado nunca de la misma, y siendo así, para tranquilizar 
su conciencia de creyente, no se le ofrece más que dos caminos: el de elevar el simple nexo civil 
que actualmente le liga con la demandada a la dignidad de Sacramento contrayendo con 
ella matrimonio con arreglo a la legislación canónica, o impetrar el auxilio de la Autoridad 
judicial civil para dejar sin efecto aquel nexo civilj. pero en realidad esta disyuntiva no es tal, 
pues el primer camino lo descarta el actor, ya que el conocimiento que de la señora S. ha adquiri-
do durante los pocos años que con ella convivió, le imPiden contraer vínculo tan sagrado e indis-
pensable como es el matrimonio canónico; esto aparte de que tal vez tampoco la demandada esta-
ría dispuesta a celebrarlo, no sólo por el medio de la ya truncada convivencia con el actor, 
sino por la ideología de la misma, no muy religiosa ( .. . ). Terminó suplicando se dictara sen-
tencia, resuelto y sin efecto alguno el matrimonio civil celebrado, o subsidiariamente la nu-
lidad del mismo ( ... )>> (Ibidem). Aquí, y en el texto siguiente, las cursivas son nuestras. 
Por su parte, "la demandada contestó alegando que el actor debía saber que el matrimo-
nio para un católico no es un contrato sino un Sacramentoj que nada le ha impedido al 
actor contraer matrimonio canónico con la que contesta; la demandada no ha opuesto impedimento 
alguno a que su unión civil se elevara a la dignidad de Sacramento; el actor confiesa que desea 
tranquilizar su conciencia de creyente y no se le ocurre otro camino que el de la resolución de 
su unión civil, y de otra parte le parece asimismo inconveniente el hecho de que exista incompati-
bilidad de orden confesional y el de una separación que nadie más que él ha provocado abando-
nando el hogar conyugal para vivir con su concubina, lo que revela es su pretensión de obtener 
la libertad para consumar el abandono de la demandada y continuar sus compromisos en 
el público adulterio en que está viviendo» (Ibidem). 
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tarea, por demás de ardua, resulta un tanto estéril. Téngase en cuen~ 
ta, además, que el criterio de un juez aislado no es significativo y 
para que la investigación tuviera cierto valor sería necesario realizar 
un amplio recorrido por esos Juzgados, a lo largo de todo el territo~ 
rio nacional. 
Sin embargo, como prueba de estas afirmaciones -para mues~ 
tra bien vale un botón-, citaré una sentencia del Juzgado de 1 o Ins~ 
tancia n. 6 de Barcelona, de 11 de noviembre de 1977. «Declaró nu~ 
lo por falta de consentimiento (exclusión de la indisolubilidad) un 
matrimonio celebrado vigente la Ley de divorcio de la na República, 
argumentando para ello que el consentimiento que se otorgó era pa~ 
ra un matrimonio disoluble (el derecho al divorcio -sostiene la 
sentencia- nacía en la legislación republicana, con el mismo matri~ 
monio) y no para uno indisoluble; y que el contrayente, aunque pu~ 
diera imaginar que una futura Ley derogara el divorcio, nunca hu~ 
biera podido imaginarlo con efectos sobre el suyo, dado el principio 
general de irretroactividad de las leyes que con la derogación del di~ 
vorcio no se respetó» 62. 
La solución es más que discutible. El caso es similar al con~ 
templado por la sentencia anterior -del Tribunal Supremo- y la 
solución, diametralmente contraria. Por otro lado, sigue sin probarse 
en ningún momento la existencia de una voluntad de los contrayen~ 
tes dirigida a excluir la indisolubilidad, sino que simplemente se pre~ 
sume, como si fuera una consecuencia ineludible de la legislación di~ 
vorcista entonces vigente 63. Por todo ello, parece que no debe 
dársele a esta sentencia un valor que no tiene. 
En definitiva, para dar por cerrado este período, conviene su~ 
brayar 'que no hay jurisprudencia sobre la simulación del matrimo~ 
62. V. REINA y J. M. MARTINELL, Lecciones de Dereclw matrimonial, ll, Barcelona 1983, 
p. 37. 
63. "Como se puede comprobar -escribe MARTINELL en su comentario-, la sentencia 
acoge como causa de nulidad, de forma un tanto sorprendente, el capítulo de simulación 
parcial que en Derecho canónico se conoce por exclusión de la indisolubilidad. Y como 
también es de ver, poco tiene que ver eso con lo que se entiende en Derecho civil por 
simulación, pues el fingimiento no aparece por ninguna parte. Independientemente de esto, 
llevando la argumentación de la sentencia hasta sus últimas consecuencias deberían haberse 
considerado nulos todos los matrimonios civiles celebrados al amparo de la legislación de 
la II República (divorcista)>> (lbidem). 
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nio civil. No obstante, el Tribunal Supremo mantiene una línea 
muy clara, en el sentido de que el simple hecho de que en tiempos 
de la República los matrimonios civiles se celebraran en el marco de 
un sistema de matrimonio civil obligatorio y disoluble mediante di~ 
vorcio, no permite suponer que, una vez restablecido el sistema ins~ 
taurado inicialmente por el Código civil, todos ellos fueran suscepti~ 
bIes de ser declarados nulos por exclusión de la indisolublilidad. 
Como dejó sentado el Alto Tribunal en diversas ocasiones, ninguna 
de las dos Leyes, de 2 y 28 de marzo de 1932, prohibía contraer el 
matrimonio bajo las dos formas -canónica y civil-, si bien la Igle~ 
sia hacía obligatoria para sus miembros la forma canónica. Y así lo 
declara en su sentencia de 16 de mayo de 1959: «Demuestra esa 
compatibilidad que es público y notorio que en ese período. de tiem~ 
po los que tenían verdaderamente arraigadas sus convicciones católi~ 
cas contraían su matrimonio observando las formalidades de ambas 
legislaciones, sin el menor obstáculo ni dificultad para ello, y tampo~ 
co existía tal contradicción respecto a los efectos civiles». 
lII. LA SIMULACIÓN MATRIMONIAL EN EL DERECHO ESPAÑOL 
(1981) 
1. Génesis parlamentaria de los artículos 45, 73 y 77 del Código Civil 
El Proyecto de ley remitido inicialmente por el Gobierno al 
Congreso se refería a la simulación en los arts. 73.5 y 77. El primero 
la incluía entre las causas de nulidad 64 y el segundo preveía un ré~ 
gimen especial para el ejercicio de la acción de nulidad 65 en caso 
de simulación, limitado a los contrayentes y al Ministerio Fiscal, 
64. RAj, 1959, n. 2902. 
65. Art. 73 del Proyecto de 1980: . Son nulos: ( ... ) 5°. El [matrimonio) simulado» (cfr. 
CORTES GENERALES, Código civil [Reformas 1978-1983). Trabajos parlamentarios, Il, Madrid 
1985, p. 1178 
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siempre que no hubiera tenido lugar la convalidación por conviven~ 
cia post nupcial 66. 
El arto 77 recibió varias enmiendas. Dos de ellas pidieron la 
supresión de su segundo inciso, relativo a la convalidación: la n. 
10 1, del Grupo Comunista, por entender que «en el matrimonio si~ 
mulado existe siempre una intención de fraude a un interés públi~ 
co» 67 y la n. 225, del Grupo Andalucista, porque como no existe 
matrimonio sin consentimiento no cabe la convalidación por el 
transcurso del tiempo 68. Una tercera enmienda, la n. 354, del Gru~ 
po Vasco, propuso la ampliación del plazo de convivencia convali~ 
dante de los cónyuges a dos años y a que hubieran tenido hijos 69. 
Otras enmiendas incidieron en la simulación indirectamente, 
a través del arto 45 -«No hay matrimonio sin consentimiento matri~ 
monial»-. Así la n. 215 del Grupo Andalucista que proponía la su~ 
presión de este precepto, por considerarlo innecesario, a la vista de 
los arts. 1254 y 1261 relativos a los contratos en general 70; las en~ 
miendas nn. 250 y 291 de los Grupos Socialistes de Catalunya y So~ 
cialista, respectivamente, redactadas en los mismos términos y que 
abogaban por limitar las causas de nulidad matrimonial a las del ne~ 
gocio jurídico, porque no se puede convertir la nulidad prevista para 
los contratos en general en una cuasi copia de la nulidad canó~ 
nica 71. 
Volviendo sobre la simulación, es preciso dejar constancia de 
los términos en que aparece redactado el Informe de la Ponencia, 
momento a partir del cual desaparece del texto: «El artículo 77 que~ 
da suprimido por coherencia con la redacción propuesta para el 73, 
1 ° y 50. Resultan así esencialmente aceptadas las enmiendas 101 
(Grupo Comunista) y 225 (Grupo Andalucista), mientras que la 354 
66. Art. 77 del Proyecto de 1980: .En el caso de simulación sólo estarán legitimados 
los contrayentes y, para evitar el fraude a un interés público, el Ministerio Fiscal. Unos 
y otros carecerán de acción si los cónyuges hubieren vivido juntos durante más de seis me-
ses» (Ibidem). 
67. Ibidem, p. 1265. 
68. Cfr. ibidem, pp. 1311-1312. 
69. Cfr. ibidem, p. 1375. 
70. Cfr. ibidem, p. 1309. 
71. Cfr. ibidem, pp. 1330 y ])51-1352. 
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(Grupo Vasco) fue retirada» 72. Pero comoquiera que ninguna de las 
enmiendas aprobadas para el arto 73 proponía la supresión de la simu' 
lación 73, no puede decirse que ésta fuera directamente rechazada si, 
no subsumida dentro de su primer párrafo, en conexión con el arto 45. 
Más adelante, en el debate del Congreso sobre el Dictamen de 
la Comisión de Justicia que mantenía las modificaciones introduci, 
das por la Ponencia, el Grupo Andalucista defendió la supresión del 
arto 45 por innecesaria -según el Código civil, no existe ningún 
contrato sin consentimiento-, pero no prosperó 74. Sí lo hizo, la 
propuesta del Grupo Socialista -parcialmente coincidente con la 
enmienda n. 55 del Grupo Centrista-, de añadir al arto 45 un se' 
gundo párrafo, afirmando que la condición, término o modo del 
consentimiento se tendrá por no puesta 75. 
«Si comparamos este artículo 45 con el 73.1 -argumentó Soti, 
no Martí en su defensa-, podría dar a entender que nuestro Código 
sancionaba con la nulidad este tipo de matrimonios, cOn lo cual ve' 
níamos a consagrar una jurisprudencia que extendía desmesurada' 
mente los supuestos de nulidad y por cuyo cauce han entrado multi, 
tud de nulidades que no lo eran estrictamente en un puro principio 
o con criterios civiles de los términos jurídicos. ( ... ) Con un proyec' 
to de ley que permite la separación, que tasa los supuestos de nuli, 
dad y que permite el divorcio, no tiene sentido mantener como su' 
puestos de nulidad lo que venían siendo, no nos engañemos, en la 
intención de las partes, supuestos de divorcio que se remitían a pro' 
blemas de nulidad» 76. 
De mayor interés todavía para nuestro objeto de estudio es el 
debate sobre el arto 73, en el que Zapatero Gómez -también del 
Grupo Socialista- se refirió expresamente a la simulación en estos 
términos: 
«Evidentemente se ha suprimido la simulación que figuraba 
en el primer texto del señor Cavero, aceptando una enmienda, entre 
72. Cfr. ibidem, p. 140l. 
73. Cfr. ibidem, p. 1400 . 
. 74. Cfr. ibidem, pp. 1309 y 1523-1526. 
75. Cfr. ibidem, pp. 1238-1239 y 1525-1526. 
76. Ibidem, p. 1525. 
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otras del Grupo Socialista, que proponía la supresión de la simula~ 
ción. 
»Ahora bien, la simulación (que ha sido, por cierto, el auténti, 
co coladero de las nulidades eclesiásticas) ¿es un vicio del consenti, 
miento que podría anular el matrimonio? Esta es la cuestión que no' 
sotros planteamos, porque si fuera así -y mucho nos tememos que 
así sea- no habremos adelantado nada. La hemos suprimido en el 
número 5 del primitivo texto, pero la metemos · subrepticiamente en 
el número 1 del artículo 73. Es decir, que cuando antes los Tribuna' 
les eclesiásticos, por ejemplo, dictaban una sentencia de nulidad por 
simulación, ahora ya no lo van a hacer, porque esa sentencia no se' 
ría ejecutable en el orden civil, porque esa causa no está recogida 
en la legislación civil; pero entonces tienen la solución muy fácil con 
no dictar la sentencia de nulidad por simulación; la dictan sencilla, 
mente por el número 1 del artículo 73. Esto es, por vicio de consen, 
timiento, porque no existía consentimiento. Es decir, que las senten, 
cias que antes se pronunciaban por simulación, muy posiblemente 
ahora los Tribunales eclesiásticos se pronuncien por falta de consen, 
timiento, en aplicación del número 1 del artículo 73 ( ... ). 
»Hemos recogido en este artículo todas las causas de nulidad 
del Derecho Canónico y yo creo que no queda ninguna ( ... ). Y ¿qué 
es lo que falta que no hayamos recogido explícitamente? Pues falta 
la simulación y la reserva mental, que son dos causas de nulidad ca' 
nónica que no vienen recogidas explícitamente aquí. 
«Ahora bien, esas causas de nulidad canónica, que no vienen 
recogidas explícitamente aquí, pueden penetrar por la vía del del nú, 
. mero 1 del artículo 73» 77. 
A estas palabras contestó Moscoso del Prado, portavoz de la 
Ponencia, diciendo, entre otras cosas, lo siguiente: «Se obsesiona el 
señor Zapatero pensando que aquí vamos a traer la jurisprudencia 
canónica. No es así. Ocurre que en el artículo 45 hemos dicho antes 
que no hay matrimonio sin consentimiento matrimonial, y ocurre 
igualmente que toda la teoría general del negocio jurídico es aplica, 
ble lo mismo al ámbito del Derecho Canónico, que a lo que podría, 
77. Ibídem, p. 1607. 
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mos llamar el Derecho Civil. En el artículo 45 estamos diciendo que 
no hay matrimonio sin consentimiento, y si se tiene en cuenta que 
la inexistencia es lo mismo que la nulidad, habremos de concluir 
que la causa de nulidad que en estos momentos se está citando [la 
simulación] es absolutamente correcta» 78. 
La enmienda fue rechazada; y el arto 73.1, aprobado por el 
Congreso en los términos propuestos por el Informe de la Ponencia 
y el DiCtamen de la Comisión, pasó al Senado. En esta Cámara no 
prosperó ninguna de las enmiendas que incidían de un modo u otro 
sobre la simulación. Me refiero a la enmienda n. 1 -a la totalidad 
con texto alternativo- de Pinilla Turiño (Grupo Mixto), que devol, 
vía a los arts. 73.5 y 77 la redacción originaria del Proyecto 79; y a 
la n . 80 de Rosón Pérez (Grupo Centrista), que abogaba por la su' 
presión del arto 73.1, por ser más correcto y suficiente el arto 4580. 
Las dos fueron rechazadas por el Informe de la Ponencia, esta última 
«porque en el 73.1 se contemplan incluso las apariencias de consen, 
timiento» 81. 
Los arts. 45 y 73.1 no experimentan más variaciones y se pu, 
blican en los términos ya conocidos en la Ley 30/1981, de 7 de julio 
(BOE, de 20 de julio). 
Con independencia de algunas de las opiniones vertidas en el 
transcurso del debate parlamentario, lo cierto es que las afirmacio, 
nesdel arto 45.1 y del arto 73.1 son muy claras, porque confirman 
el primado del principio consensual en el matrimonio y, en conse, 
cuencia, niegan fuerza constitutiva a la forma. Al decir que (mo hay 
matrimonio sin consentimiento matrimonial» (art. 45.1) y que ((es 
nulo, cualquiera que sea la forma de su celebración, el matrimonio 
celebrado sin consentimiento matrimonial» (art. 73.1), se está admi, 
tiendo que cabe una declaración aparente, una discordancia entre la 
voluntad interna -de uno o de los dos contrayentes- y su declara, 
ción. Igualmente, el término ((matrimonial» con el que se adjetiva al 
consentimiento es significativo de que se exige un contenido. Por 
78. , Ibídem, p. 1608. 
79. Ibídem, pp. 1746-1747. 
80. Ibídem, pp. 1795-1796. 
81. Ibídem, p. 1827. 
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eso, haciendo mías las palabras de Arechederra, «he de reconocer 
que si el legislador hubiese pretendido prevenir la simulación matri, 
monial no habría podido hacerlo mejor. Porque frente a la expresivi, 
dad que, por tradición técnica, supone la utilización del término si, 
mulación, nos ha proporcionado una descripción del fenómeno 
mismo inmejorable. Es más, ha mejorado el proyecto» 82. 
En mi opinión, buena parte de los razonamientos expuestos 
sirven también para la reserva mental, tanto si se la concibe como 
figura equiparable a la simulación como si no. En puridad, en todos 
los casos en los que una de las partes celebra el matrimonio con una 
voluntad reservada, contraria a lo declarado, no puede decirse que 
haya consentimiento matrimonial y, si llegara a demostrarlo a través 
de alguno de los medios de prueba admitidos en Derecho, debería 
declararse nulo el matrimonio, sin perjuicio de las responsabilidades 
en que hubiera podido incurrir. 
A propósito de esta figura y del iter parlamentario de la Ley 
30/1981 entiende Valladares que «en el Proyecto del Gobierno, ca, 
bía entender que se la excluía de las causas de nulidad, ya que su 
artículo 73 no contenía ninguna cláusula amplia como la del actual 
en el apartado primero ( ... ). Pero al cambiar la Ponencia la redac, 
ción de este artículo, sustituyendo la mención del matrimonio simu' 
lado por la fórmula más amplia del celebrado sin consentimiento 
matrimonial, cabe pensar que se incluyen en el apartado primero los 
supuestos de reserva mental» 83. Y, de hecho, así lo entendió Zapa' 
82. L. ARECHEDERRA, Artículo 45, en AA. VV., Matrimonio y divorcio, Madrid 1982, 
p. 91. En efecto -siguiendo a este autor-, encontramos que el texto definitivo áventaja 
al original por dos razones: . Primero, introducir la palabra simulación en el Código civil 
-que sólo la utiliza esporádicamente- hubiese quebrantado cierta coherencia semántica. 
El apoyo de negocio simulado lo ha encontrado tanto la doctrina como la jurisprudencia 
en el arto 1275, donde se aborda un problema de veracidad en la expresión de causa. Se-
gundo, con la desaparición en el arto 73 de la mención de la simulación como causa de 
nulidad ha sido preciso dar por suprimido el arto 77, donde se establecía el régimen de la 
correspondiente acción; hay que reencontrarlo en el arto 74, que tiene un carácter genérico 
y prevé unas excepciones para cada causa de nulidad. Una de ellas era la contenida en 
el arto 77, que daba a dicha acción un tratamiento restrictivo> (Ibídem). 
83. E. VALLADARES, Nulidad, separación, divorcio. Comentarios a la Ley de reforma del 
matrimonio, Madrid 1982, p. 137. A pesar de ello, la autora termina pronunciándose por 
la irrelevancia de la reserva mental desconocida por el otro contrayente porque, alegando 
la imposibilidad de precisar cuál fue la intención que presidió el cambio operado en el pro-
ceso parlamentario, se limita a aplicar la doctrina anterior a la reforma apartándose del 
tenor del arto 45. 1 C . c. (cfr. ibidem, pp. 137-138). 
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tero Gómez, del Grupo Socialista, en el transcurso del debate sobre 
el arto 73, como he tenido ocasión de recordar 84. 
2. Doctrina 
En contraste con lo ocurrido en el período histórico anterior, 
lo que más llama la atención del momento presente es que, en un 
sentido u otro, todos los comentaristas de la reforma se han ocupa~ 
do de la simulación y de la reserva mental. 
La postura de quienes niegan relevancia a la simulación ha pasa~ 
do a ser minoritaria, mientras que los autores que la admiten son 
legión. En concreto, de una muestra superior a la veintena de autores 
-muestra más que suficiente por estar representadas las distintas orien~ 
taciones-, sólo dos niegan su eficacia y lo hacen con argumentos 
poco convincentes. En cambio, por lo que se refiere a la relevancia 
de la reserva mental los autores están divididos; y, desde luego, son 
mayoría quienes rechazan que en el Derecho matrimonial civil tenga 
cabida la simulación parcial, como categoría específica conceptualmente 
similar a la que conoce el Derecho canónico con ese mismo nombre. 
A. Simulación 
« Un matrimonio es simulado -afirman Díez~Picazo y Gullón-
cuando las partes excluyen deliberadamente la producción de los 
efectos que el ordenamiento jurídico le atribuye, por lo que no pue~ 
de exigirse el cumplimiento de los deberes anejos al status de cón~ 
yuge. Este acuerdo simulatorio deja desprovisto de todo sentido al 
consentimiento prestado, que en rigor no puede llamarse 'consenti~ 
miento matrimonial'; es una mera apariencia» 85. Por eso, como di~ 
84. Vid. la transcripción de su parlamento supra, en el apartado IlI. A, y la referencia 
correspondiente en la nota 77. 
85. .Cuestión distinta -precisan los autores citados- es la del consentimiento matri-
monial prestado para alcanzar una finalidad empírica ( .. . ), pero sin la exclusión de los efec-
tos del matrimonio. Las razones que han llevado a darlo entran en la zona de los móviles 
irrelevantes para el Derecho .. (L. DIEz-PIcAza y A. GULLóN, Sistema de Derecho civil, IV, 
Madrid 1989, p. 84). 
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ce Gete,Alonso, «la simulación matrimonial afecta al consentimiento 
y, en concreto, a su contenido. Simula el matrimonio quien median, 
te pacto -acuerdo simulatorio- excluye los efectos (cfr. arto 67 ss. C.c.) 
esenciales de éste, o los modifica, tan sustancialmente, que se que' 
dan en el puro nombre» 86. 
Así pues, el eje central de la simulación civil sigue siendo la exis, 
tencia de un convenio previo entre las partes y no, como sucede en 
Derecho canónico, el objeto excluido. Por eso mismo, y por los moti, 
vos que vengo exponiendo, es incorrecto decir -como hace la autora 
en el lugar citado- que la simulación parcial canónica es, en realidad, 
una reserva mental desde el punto de vista civil y que la simulación to, 
tal canónica se corresponde con el concepto civil de sim.ulación. 
Tampoco resulta fácilmente aplicable a esta figura la clasifica' 
ción, propia de la teoría general del negocio jurídico, en virtud de 
la cual se distingue, junto a la simulación absoluta, la relativa. «La 
diferencia estriba -advierte Arechederra- en que en un caso se da 
una exclusión absoluta del negocio, mientras que en la otra se plan, 
tea un problema de veracidad en la causa, viendo cuándo es reali, 
dad o no. Este esquema no parece fácilmente repetible en el matri, 
monio; contraigo matrimonio cuando en realidad.. . Carecem.os de un 
supuesto que cubra negocialmente la simetría de dicho esquema» 87. 
En el mismo sentido se pronuncia Gete,Alonso: «En el matri, 
. monio la simulación es siempre absoluta y no relativa porque no coe, 
xisten, simultáneamente, dos negocios, sino que a lo más lo que se 
produce es la utilización del matrimonio como medio para · alcanzar 
un efecto que se deriva de éste (matrimonio simulado,negocio indi, 
recto o en fraude, según los casos)) 88. 
86. M. C . GETE-ALONSO y CALERA, Artículo 73, en AA. VV., Comentarios a las refor-
mas del Derecho de familia, 1, Madrid 1984, p. 375. 
87. «La razón es clara -continúa diciendo-: en el mundo patrimonial la negociabilidad 
para transmitir, por ejemplo, la propiedad, ofrece varias opciones: cual sea la concretamen-
te utilizada, plantea un problema causal. El matrimonio no se sitúa en un plano parecido; 
el mismo agota la idoneidad causal para lograr el propósito perseguido. Por así decir, no 
hay alternativa válida. (L. ARECHEDERRA, Artículo 45, cit. , p. 93). Sobre este punto, nos 
remitimos a un texto mencionado anteriormente, donde se admite una única hipótesis posi-
ble de simulación relativa del matrimonio civil (cfr. G. GARcfA CANTERO, El vínculo de 
matrimonio civil en el Derecho español, cit., pp. 175-176). 
88. M. C. GETE-ALONSO Y CALERA, Artículo 73, en AA. VV., Comentario del Código 
Civil , 1, Madrid 1991 , pp. 325-326. 
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Bernárdez Cantón 89, por su parte, plantea la simulación rela, 
tiva en otros términos, haciéndola coincidir con la simulación par' 
cial canónica. Pero de ella me ocuparé más adelante. 
Dejando atrás la cuestión conceptual, y entrando en el tema 
relativo a la relevancia de la simulación en el matrimonio, hay dos 
autores para los que esta figura no tiene cabida en el Código civil: 
Alvarez Caperochipi y O'Callaghan. Entiende el primero, desde una 
una interpretación de la ley de reforma en su conjunto y del arto 
45 en particular, que el consentimiento es propiamente una declara' 
ción y no un acto de voluntad 90. 
O'Callaghan, por su parte, se limita a repetir los argumentos 
del siglo pasado y comienzos del presente: la seguridad del estado ci, 
vil, el interés de la parte inocente y de terceros 91. A mi juicio, ca' 
rece de interés. 
Respecto al resto de los autores consultados, el tiempo de que 
dispongo sólo me permite mencionar, entre otros, a Albaladejo, 
89. Cfr. A. BERNÁRDEZ CANTÓN, Elementos definidores del matrimonio implícitos en las 
causas de nulidad y separación, en AA. VV., Libertades fundamentales y sistema matrimonial. 
V Congreso internacional de Derecho eclesiástico del Estado, Pamplona 1990, pp. 27-30. 
90. «El consentimiento matrimonial (art. 45) es una consecuencia de la significación y 
no de la voluntad de las partes ( .. . ). El consentimiento matrimonial ha dejado de ser un 
acto libre de voluntad (sí, quiero), para convertirse en una declaración ritual (me entego 
o sí estoy entregado), reconocedora y declarativa de una relación significativa. Por su carác-
ter significativo el contenido del matrimonio (y aun la voluntad de contraerlo) queda ex-
cluido de la determinación de las partes. 
«( ... ) La afirmación 'se tendrán por no paestas' se explica porque las investigaciones pro-
fundas de la voluntad del consentimiento no tienen sentido en un sistema que permite la 
separación por voluntad unilateral. Lo constitutivo del status es el carácter significativo de 
la relación; el consentimiento es sólo un rito (declaración) para preconstitutir la publicidad. 
El consentimiento no se considera desde la perspectiva de la tutela de la libertad indivi-
dual, sino desde la perspectiva de la certidumbre del estado civil. 
«El arto 77 [su supresión] (y la no mención de la simulación en el arto 73. 1) está en 
la misma línea que el 45. 2: el consentimiento es propiamente una declaración y no un 
acto de voluntad. A mi juicio, la reserva mental, la falsa representación o incluso la exclu-
sión voluntaria de los fines del matrimonio no tienen trascendencia jurídica si existe entre 
los cónyuges una relación significativa ( ... ). Si las partes simulan el consentimiento, pero 
viven una relación significativa, el matrimonio es válido y eficaz; la nulidad existe, aunque 
las partes no simulen el consentimiento, si no hay significación matrimonial» O. A. ALVA. 
REZ CAPEROCHIPI, Curso de Derecho de familia, 1, Madrid 1988, pp. 119-123). 
91. Al término de la enumeración concluye: «No pueden permitir que el consentimiento 
externo, libre, voluntario y consciente, pueda quedar eliminado porque el sujeto diga o incluso 
pruebe que conscientemente no estaba de acuerdo con su voluntad interna. (X. O'CALLAGHAN, 
Compendio de Derecho civil, IV, Madrid 1991, pp. 34 y 163). Las cursivas son nuestras. 
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Arechederra, Bernárdez Cantón, Díez,Picazo y Gullón, Díezdel Co, 
rral, García Cantero, Gete,Alonso, Gordillo Cañas, Jordano Barea, 
López Alarcón, Luna Serrano, Peña Bernaldo de Quirós, Pérez, 
Llantada, Puig Brutau, Reina y Martinell, Roca i Trías, Salvador 
Coderch, Valladares, y Sancho Rebullida 92. A continuación inten, 
taré ofrecer una breve síntesis integradora de sus posturas. 
Comenzaré diciendo que la mens legis y la mens legislatoris de 
1981 han buscado directamente regular el matrimonio civil de modo 
autónomo respecto al canónico. Con independencia de que en el 
matrimonio civil sigan estando presentes conceptos y normas de ori, 
gen canónico, es clara la voluntad de reconducir la nulidad del ma, 
trimonio a la teoría general del negocio jurídico y de los contratos. 
En este sentido, los reparos que el Grupo Socialista mostrara respec' 
to a la simulación matrimonial, no pueden causar sino extrañeza, 
cuando es una categoría que cuenta con absoluto reconocimiento en 
el Derecho civil. 
92. Cfr. M. ALBADALEjO, Curso de Derecho civil, IV, Zaragoza 1991, pp. 92-95; L. ARE· 
CHEDERRA, Artículo 45, cit., pp. 89-93; ID., El consentimiento matrimonial (Comentario al 
artículo 45 del Código Civil), Pamplona 1989, pp. 51-60; A. BERNÁRDEZ CANTÓN, Elementos 
definidores del matrimonio implícitos en. las causas de nulidad y separación, cit., pp. 24-30; L. 
DIEZ-PICAZO y A. GULLóN, Sistema de Derecho civil, IV, Madrid 1989, pp. 84-85; J. DIEZ 
DEL CORRAL, La nueva regulación del matrimonio en el Código Civil, en AA. VV., Las refor-
mas del Código Civil por Leyes de 13 de mayo y 7 de julio de 1981, Madrid 1983, pp. 12-13; 
G. GARCIA CANTERO, Artículo 73, en AA. VV., Comentarios al Código civil y ComPilacio-
nes forales, n, Madrid 1982, pp. 217-218; M. C. GETE-ALONSO y CALERA, Artículo 73, en 
AA. VV., Comentarios a las reformas del Derecho de familia, cit., pp. 369-377; lo., Artículo 
73, en AA. VV., Comentario del Código Civil, cit., pp. 325-326; J. B. JORDANO BAREA, El 
nuevo sistema matrimonial español, en .Anuario de Derecho Civil», 1981, pp. 921-924;M. 
LÓPEZ ALARCÓN, El nuevo sistema matrimonial español, Madrid 1983, pp. 73-74; A. LUNA 
SERRANO, Matrimonio y divorcio, en AA. VV., El nuevo régimen de la familia, Madrid 1982, 
pp. 76-82; M. PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, Derecho de familia, Madrid 1989, pp. 59-61; 
J. PÉREZ -LLANTADA y C. MAOAZ, Derecho canónico matrimonial para juristas, Madrid 1987, 
pp. 363-364; J. PulO BRUTAU, Fundamentos de Derecho Civil, IV, Barcelona 1985, p. 48; V. 
REINA yJ. M. MARTINELL, Lecciones de Derecho matrimonial, cit., pp. 33-38; ID., Propuesta 
de reforma de la legislación matrimonial, Barcelona 1987, pp. 56-61; A. GORDILLO CAÑAS, 
La simulación matrimonial: un punto de contraste de la proyectada reforma, en AA. VV., La 
reforma del Derecho de familia, Sevilla 1982, pp. 65-70; E. ROCA i TRíAS, Lecciones 1 a 6, 
en AA. VV., Derecho de familia, Valencia 1991, pp. 56-57; P. SALVADOR COOERCH, 
Artículo 45, en AA. VV., Comentarios a las reformas del Derecho de familia, cit., p. 137; lo., 
Artículo 45, en AA. VV., Comentario del Código Civil, cit., p. 266; E. VALLADARES, Nuli-
dad, separación, divorcio, cit., pp. 135-137; Y F. A. SANCHO REBULLIDA, Elementos de Dere-
cho civil, IV, 10, Zaragoza 1990, pp. 110-112: 
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Denominador común de lo expuesto por los autores citados es 
que destacan, sobre todo, la importancia del principio de consensua, 
lidad -arts. 45.1 y 73.1-, relativizando en igual medida la supre' 
Sion de las referencias explícitas a la simulación contenidas en los 
arts. 73.5 y 77 del Proyecto 93. En el mismo sentido, algunos ad, 
vierten la necesidad inexcusable de interpretar el segundo párrafo 
del atto 45 sin menoscabo del primero, como veremos al tratar de 
la exclusión parcial. 
93. Del conjunto de sus afirmaciones entresacamos las siguientes, por su interés: 
18 ) «El consentimiento que la ley pide para la validez del matrimonio es un consenti-
miento real, no una pura declaración externa de querer que no coincida con lo verdadera-
mente deseado por el contrayente que sea» (M. ALBALADEjO, Curso de Derecho civil, cit., 
p. 93). En términos similares se expresan, por ejemplo, A. LUNA SERRANO, Matrimonio y 
divorcio, cit., p. 79; M. PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, Derecho de familia, cit., p. 59; y ]. 
PÉREz-LLANTADA Y C. MAGAZ, Derecho canónico matrimonial para juristas, cit., p. 363. 
28 ) «La celebración no tiene forma constitutiva ni aun con una forma íntegra y una apa-
riencia regular de consentimiento» (L. ARECHEDERRA, Artículo 45, cit., p. 91). 
38 ) «La importancia del arto 45, en cuanto proclama que no hay matrimonio sin consen-
timiento matrimonial, obliga a tomar en consideración la simulación como causa de nuli-
dad, lo que se refuerza con el artículo 73 [lO)>> (L. DÍEZ-PICAZO y A. GULLóN, Sistema de 
Derecho civil, IV, Madrid 1989. p. 85). 
48 ) «La eliminación de la simulaci6n como causa específica de nulidad matrimonial (oo.) 
tiene su explicación én que se incluyó una causa de carácter general (la falta de consenti-
miento), por lo cual no era necesario especificarla, ni tampoco dictar un régimen especial 
para su actuación procesal en el derogado artículo 77» (G. GARCÍA CANTERO, Artículo 73, 
cit., p. 218). 
58) .El camino [para discriminar validez y nulidad) es la averiguación de si hubo o no 
-con un fin u otro- verdadero consentimiento matrimonial o no lo hubo; es válido, casi 
siempre, el matrimonio contraído por interés; y puede ser nula por simulación una unión 
aparentemente normal pero en la que, por motivos personalísimos, la declaración de volun-
tad emitida no se corresponde con una real voluntad interna. Cosa distinta es la dificultad 
de prueba, y la relevancia que tiene el juego de las presunciones basadas en hechos exter-
nos o circunstancias objetivas (diferencia de edad; nacionalidad de los contrayentes; conse-
cuencias administrativas de la unión, etc.)>> (F. A. SANCHO REBULLIDA, Elementos de Dere-
cho civil, cit., pp. 111-112). . . 
68 ) «Si el matrimonio es mi. contrato -y, cabalmente, lo es (oo.)- los contratos, como 
es bien sabido se pueden declarar nulos por simulación -según reiterada y conocidísima 
jurisprudencia del Tribunal Supremo- cuando les falta el elemento esencial del consenti-
miento o de la causa (arg. ex. arts. 1254, 1258, 1261. 1 y 3, 1262. 1, 1275, 1276 y 1278 
C. c.). O. B. ]ORDANO BAREA, El nuevo sistema matrimonial español, cit., p. 922). «Por otro 
lado (.oo), la argumentación contraria a la relevancia de la simulación es poco realista, por-
que dicha relevancia viene impuesta por consideraciones de orden práctico (justicia de los 
casos concretos, que ha movido a la más reciente jurisprudencia, doctrina y legislación 
europeas a apartarse de la tradicional solución negativa al problema de la admisibilidad de 
la simulación matrimonial)>> (Ibidem). 
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En definitiva, si partimos de la base de que «no hay matrimo, 
nio sin consentimiento matrimonial» -arto 45.1- y de que «es nulo 
el matrimonio ~elebrado sin consentimiento matrimonial» -arto 73.1-, 
la conclusión lógica para el matrimonio simulado no puede ser otra 
que la nulidad. Cualquiera que sea el contenido atribuido por ley 
al matrimonio y, en consecuencia, el margen de disponibilidad per, 
mitido sobre el mismo -lo veremos de inmediato-, en su inicio 
siempre y necesariamente ha de haber un acto de voluntad: querer 
el matrimonio. Si los dos contrayentes de común acuerdo excluyen 
el matrimonio por completo, no hay consentimiento; y, sin él, no 
puede haber matrimonio 94. En el mismo sentido, por el principio 
de equiparación de la reserva mental a la simulación -cuando es bi, .. 
lateral y conocida por los dos contrayentes o unilateral pero conoci, 
da por el otro-, tanto si se excluye el matrimonio, todos sus efectos 
jurídicos o parte de ellos, también faltará el consentimiento matri, 
monial y, consecuentemente, tampoco habrá matrimonio. 
Mención aparte merece el problema de la prueba de la simula' 
ción que recaerá naturalmente -se trata de una presuncion iuris 
tantum- sobre quien niegue la correspondencia entre lo internamen, 
te querido y lo manifestado. A mi juicio, la dificultad de demostrar 
esa discordancia es tan grande que -salvo si los Tribunales impusie' 
ran una interpretación laxa de esta causa de nulidad, sin garantías 
jurídicas- quienes rechazan la relevancia de la simulación deberían 
encontraren esa onerosidad de la prueba una garantía suficiente de 
que la figura quedará reducida a sus justos términos, e incluso un 
serio motivo para replantearse su postura de fondo 95. 
94. «Entendida como ausencia o ficción del consentimiento, se presenta como la más 
rotunda contradicción con el principio consensual. Cuando la simulación es pactada o bila-
teral (aunque no haya sido deducida a la forma de celebración, lo que por otra parte sería 
punto menos que imposible dados los términos en que se produce el acto de celebración 
a tenor del arto 58) la voluntad de los contrayentes se constriñe a asentir a una declaración 
externa de la que puede seguirse algún provecho apetecido o bien puede estar dirigida a 
un interés distinto a la finalidad o causa típica amparada por el ordenamiento. Por tratarse 
de un negocio jurídico causal y porque aquel posible negocio que pudiera simularse o cobi-
jarse bajo la apariencia de una declaración fingida sería atípico y no tutelado por el ordena-
miento: el matrimonio así simulado es nulo» (A. BERNÁROEZ CANTÓN, Elementos definido-
res del matrimonio implícitos en las causas de nulú1u1 y separación, cit., pp. 25-26). 
95. «La prueba de la simulación presenta serias dificultades, como la de todo acto inter-
no contradictorio con su manifestación. Incluso cuando los que van a contraer matrimonio 
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Por último, siempre que se demuestre la simulación, el Estado 
debería castigar, incluso penalmente, a los simuladores 96. 
B. Reserva mental 
En esta materia el panorama doctrinal es más complicado que 
el de la simulación. Como hemos visto, el Derecho civil engloba 
dentro de ella los supuestos en los que uno o los dos contrayen, 
tes, sin que sobre el particular medie pacto o conocimiento en' 
tre ellos, excluye el matrimonio o, lo que es lo mismo, sus efectos 
jurídicos 97. 
En palabras de Peña «hay reserva mental cuando se emite la 
declaración de querer casarse con la reserva interna de no querer ca, 
pactan y documentan la simulación -advierte López Alarcón con agudeza-, cabe la sospe-
cha de que e! acuerdo simulatorio sea, a su vez, simulado para facilitar una futura nulidad 
de! matrimonio. Por esto se parte de la presunción de que la voluntad interna coincide 
con la declarada y quien alegue la simulación tendrá que probarla aportando los medios 
admitidos por e! Derecho y principalmente e! comportamiento de los cónyuges que pusiera 
de relieve su repugnancia a celebrar tal matrimonio y la aversión manifestada después de 
contraído. Incidencia muy acusada tiene en la prueba la causa simulandi, como puede ser 
e! miedo de que haya sido víctima uno de los contrayentes o e! negocio indirecto que se 
pretende realizar, como e! cambio de nacionalidad, evasión de impuestos, subrogación en 
e! arrendamiento de vivienda, legitimación de la prole, etcétera» (M. LÓPEZ ALARCÓN, El 
nuevo sistema matrimonial español, cit., p. 74). 
96. La posibilidad no parece totalmente alejada de la realidad cuando e! Anteproyecto 
de nuevo Código penal de 1992 establece en su arto 215: «1. El que, para perjudicar al 
otro cónyuge, contrajere matrimonio inválido será castigado con la pena de prisión de seis 
meses a dos años. 2. El responsable quedará exento de pena si e! matrimonio fuese poste-
riormente convalidado». Naturalemente que, tal y como está redactado, en este tipo no se 
incluye la simulación matrimonial civil, aunque sí cabría la reserva mental. A nuestro pro-
pósito es indiferente, porque lo que pretendemos destacar es la viabilidad de considerar que 
en los casos de simulación existe un atentado contra e! estado civil de las personas y, por 
tanto, si e! legislador lo contempla expresamente no hay por qué excluir la imposición de 
penas. Por supuesto, todo ello sin descartar la aplicación de sanciones administrativas, en 
defecto de aquéllas. 
97. Como afirma Gete-Alonso, la reserva mental es -al igual que la simulación- un 
supuesto de falta de consentimiento, caracterizado por «la exclusión, modificación o reser-
va, en general, de! contenido de! consentimiento matrimonial, que efectúa una de las par-
tes (unilateral) [con desconocimiento de la otra, porque si no sería simulación]» (M. C. 
GETE-ALONSO y CALERA, Artículo 73, en AA. VV., Comentarios a las reformas del Derecho 
de familia, cit., p. 376). 
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sarse (o con la reserva interna de que el resultado social pretendido 
sea otro que la especial comunidad de vida que la Ley tipifica). ( ... ) 
Puede haber -añade- una doble reserva mental (la que, por separa, 
do, haga cada contrayente)>> 98. 
Así concebida, no es de extrañar que algunos autores la deno, 
minen simulación unilateral tota1 99 aunque, como es evidente, eso 
supone dejar fuera de su ámbito aquellas hipótesis en las que el ob, 
jeto retenido en la mente por uno sólo de los contrayentes no es 
el matrimonio ni sus efectos, sino parte de su contenido. 
Aunque en el terreno de los principios su valoración jurídica 
debería ser la misma que la de la simulación, lo cierto es que viene 
encontrando una gran resistencia a ser admitida como causa de nu-
lidad del matrimonio civil. Algunos autores -como Gete,Alonso, 
Peña, Valladares y O'Callaghan-, aunque reconocen que en la re' 
serva mental falta el consentimiento, defie~den que no sea tratada 
como tal y no comporte la nulidad. Aducen en su favor, entre otros 
argumentos, el propio alcance de la exigencia del consentimiento ma-
trimonial -arts. 45.1 y 73.1 C.c.- y negocial -arto 1261 C.c.- IOO; 
el principio de que no se puede dejar al arbitrio de uno de los con-
98. M. PEÑA BERNALDO DE QUIR6S, Derecho de familia, cit., p. 59. 
99. Cfr. A . CASTRO JOVER, La simulación unilateral en el sistema matrimonial español, 
Valladolid 1987; D. LLAMAZARES, Prólogo, en Ibidem, p. 11; y A. BERNÁRDEZ CANTÓN, 
Elementos definidores del matrimonio implícitos en las causas de nulidad y separación, cit., p.26. 
Al margen de los autores que califican explícitamente a la reserva mental como simulación 
unilateral total, hay muchos otros que lo hacen de modo implícito, a tenor de cómo conci-
ben la simulación y la reserva mental, y de que no admiten la relevancia jurídica ' de la 
exclusión parcial. 
100. .Es cierto -escribe Valladares- que de los artículos 45 y 73, apartado prime-
ro, se deriva que es nulo el matrimonio cuando falta el consentimiento; pero también el 
artículo 1261 del Código civil nos dice que no hay contrato sino cuando concurre, en-
tre otros requisitos, el consentimiento de los contratántes. Y, a pesar de ello, la doc-
trina estima que la reserva mental no anula el contrato; pues el declarante ha obrado 
de mala fe al declarar algo distinto a lo querido. No cabe aducir que esto es así en el 
negocio jurídico para proteger la seguridad del tráfico, así como al contratante. que, de 
buena fe, resulta engañado por la manifestación de voluntad de la otra parte, mientras 
que en el matrimonio, al constitutir un acto especialmente importante, deben primar otras 
consideraciones. Por el contrario, su especial repercusión en la vida de las personas im-
plica que debe protegerse especialmente a quien lo contrae de buena fe» (E. VALLADARES, 
Nulidad, separación, divorcio, cit., p. 138). Cfr. M. PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, Derecho de 
familia, cit., pp. 59-60. 
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trayentes el mantenimiento y la certeza del vfnculo matrimonial 
-cfr. arto 1256 C.C._ IOI ; la obligáción del o~denamiento de prote~ 
ger especialmente al contrayente de buena fe -cfr. art.
0
78 C.c.- 10l; 
la seguridad del estado civil de las personas 103. 
Otros, en cambio, admitiendo que no carecen de peso los mo~ 
tivos esgrimidos para negar la eficacia invalidante de la reserva men~ 
tal, se inclinan por la solución contraria. Es el caso de Bernárdez 
Cantón, para quien «la inexcusable necesidad del consentimiento bi~ 
lateral ('respondiendo ambos afirmativamente' dice el arto 58) no de~ 
be ceder ante razones de esta naturaleza que pueden tener cumplida 
satisfacción a través de otros mecanismos jurídicos como la legitima~ 
ción para impugnar el matrimonio o la declaración de la mala fe del 
contrayente simulador a los oportunos efectos. La falta de voluntad 
augura por sí misma el incumplimiento del contenido negocial y le~ 
101. "La reserva mental -afirma Gete-Alonso- supone ambas cosas, de ahí la ex-
clusión de este marco. Cierto que e! que actúa con reserva mental no presta un con-
sentimeinto verdadero, cierto que los principios de responsabilidad, confianza y buena 
fe que se aplican a los contratos al hablar de este vicio no son totalmente trasladables 
al matrimonio. Pero no ha de perderse de vista que una cosa es la falta de consenti-
miento porque así ha sido querido por ambas partes y otra que la validez de! matri-
monio penda de una de las partes ad infinitum. - Es verdad, de otra parte, que no se 
contiene una declaración expresa en tal sentido y que existen supuestos en los que la 
validez del matrimonio pende de la actividad de uno de los cónyuges (error, coacción, 
cfr. arto 76 C. c.). No obstante, esto sólo se admite en e! caso de 'vicio de consentimiento' 
al que es ajeno -en su existencia- e! que lo pad~e (\0 que no sucede en la reserva men-
tal). (M. C . GETE-ALONSO y CALERA, Artículo 73, en AA. VV., Comentarios a las refor-
mas del Derecho de familia, cit., p. 376). Cfr. M. PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, Derecho de 
familia, cit., p, 60. , 
102. La eficacia convalidante de la buena fe de al menos uno de los contrayentes en 
e! matrimonio nulo por defecto de forma -arto 78 C. c. - «establece ( ... ) una regla inversa 
a la que rige para e! negocio jurídico, donde el defecto de forma, cuando ésta se exige co-
mo requisito ad solernnitatem, provoca la nulidad del mismo. Si la protección de! contrayen· 
te de buena fe hace que aquí se establezca una regla contraria a la general, habrá que en-
tender que rige esta regla general cuando no se establece nada en contra y la finalidad de 
la misma es la de proteger también la buena fe» (E. VALLADARES, NulicUu1, separación, di-
vorcio, cit. ; p. 139). 
103. El matrimonio "sin voluntad de contraer matrimonio se dará en los casos de simula-
ción y reserva mental que una gran parte de la doctrina estima que producen la nulidad, 
pero (entiendo ... ) no cabe la declaración de nulidad por tales causas, divergencias conscien· 
tes entre voluntad y declaración, en aras a la seguridad del estado civil creado por e! matri-
monio, estado civil que está fuera de la autonomía de la voluntad» (X. Ü'CALLAGHAN, 
Compendio de Derecho civil, cit., p. 163). 
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siona el interés del contrayente de buena fe 104. A la misma conclu-
sión de fondo llega Roca i Trías 105. 
Sin ninguna duda, me parece mucho más ajustada a la reali-
dad del matrimonio estas últimas posturas proclives al reconocimien-
to de la trascendencia de la reserva mental como causa de nulidad 
del matrimonio. En cambio, las tesis negadoras ofrecen bastantes 
puntos débiles. La naturaleza personal del matrimonio, en contraste 
con la patrimonial de los demás negocios jurídicos, introduce una 
variable muy importante que no permite aplicarle automáticamente 
todo lo previsto para éstos. Por otro lado, la afirmación de que la 
validez del matrimonio no puede quedar al arbitrio de una de las 
partes y que nadie puede invocar con éxito su propia acción torpe 
e ilícita 106 debe ser entendida en su justos términos, pues tanto la 
doctrina como la jurisprudencia, incluso en materia contractual, le 
dan un alcance bien distinto al que se desprende del escueto enun-
ciado que de él ofrecen quienes rechazan la reserva mental 107 • 
Sin perjuicio de volver más adelante sobre estos particulares, 
entiendo que el argumento decisivo en pro de su eficacia es, como 
104. A. BERNARDEZ CANTÓN, Elementos definidores del matrimonio implícitos en las causas 
de nulidad y separación, cit., pp. 26-27. Y, en clara alusión a alguno de los razonamientos 
empleados en el debate parlamentario de la Ley 30/1981, concluye diciendo en el lugar de 
referencia: «Relegar la solución de este defecto radical del negocio al expediente del divor-
cio sería no ver claro lo que debe ser causa de nulidad y lo que debe ser causa de divorcio». 
105. «En la reserva mental, el contrayente quiere emitir la declaración de voluntad, pe-
ro pretende excluir los efectos jurídicos del matrimonio. Afecta sólo a uno de los contra-
yentes. Puede afirmarse que aquí existe también [como en la simulación] un defecto del 
consentimiento matrimonial, que si puede ser probado, causa la nulidad del matrimonio 
por la misma razón que la simulaciónj en este caso, el que ha provocado la nulidad con 
la reserva mental es, evidentemente, un contrayente de mala fe» (E. ROCA i TRíAs, Leccio-
nes 1 a 6, en AA. VV., Derecho de familia, cit., p. 57). 
106. Cfr. M. PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, Derecho de familia, cit., p. 60. 
107. Arechederra lo explica a propósito de la simulación, pero entendemos que la argu-
mentación es trasladable a la reserva mental: .Es conocida la doctrina jurisprudencial se-
gún la cual la nulidad absoluta no es obstáculo para el ejercicio de la acción por parte 
de los que intervinieron en el acto. Si con carácter general se admite que uno vaya en 
contra de sus propios actos cuando no se trata de un acto nulo, tratándose precisamente 
del matrimonio, debe facilitarse, a pesar de que la motivación de la impugnación sea torci-
da, el dejar sin efectos tales situaciones que son ocasión de desdoro para dicha institución» 
(L. ARECHEDERRA, La simulación en el matrimonio civil, cit., p. 192). En apoyo de sus afir-
maciones cita las sentencias del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1946 (RA] , 1946, 
n . 132) y 30 de mayo de 1958 (RA], 1958, n. 2114). También se remite a la exposición 
doctrinal de L. DíEZ-PICAZO, La doctrina de los proPios actos, Barcelona 1963. 
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en la simulación, la falta de consentimiento matrimonial; de ahí que 
resulte aplicable congrua congruis referendo lo que hemos visto a pro-
pósito de ésta. 
c. Exclusión parcial del matrimonio 
En el momento presente, el horizonte que ofrece el Derecho 
matrimonial civil ha experimentado cambios importantes, de tal ma-
nera que la mayoría de los autores incluyen la simulación entre 
las causas de nulidad del matrimonio civil y otros muchos hacen 
lo mismo con la reserva mental. La situación parece propicia para 
prestar una particular atención a una categoría que en la situación 
anterior ha venido ocupando, cuando más, un segundo plano: me 
refiero a las hipótesis de simulación o de reserva mental parciales en 
las que el objeto excluido no es el matrimonio sino sólo una parte 
del mismo. Como tuvimos ocasión de comprobar, dejando a salvo 
contadas excepciones, la mayor parte de la doctrina ignorába esta 
figura o, en el mejor de los casos, se limitaba a negar su trascenden-
cia en el matrimonio civil. Ahora, en cambio, conviene analizar sus 
posibilidades a la luz de la regulación que recibe el matrimonio en 
el Código civil redactado de conformidad con la Ley 30/1981, de 7 
de julio. 
Ya vimos que la clásica división canónica de la simulación en 
total y parcial no puede trasladarse, sin más, al matrimonio civil; y 
es una lástima porque esta terminología canónica es mucho más pre-
cisa y, por tanto, más clarificadora que la civil. En el Derecho de 
la Iglesia el eje de la simulación es el objeto excluido: el matrimonio 
mismo en la total o una propiedad o un elemento . esenciales en la 
parcial. En la primera falta el consentimiento por completo, mien-
tras que en la segunda existe un cierto consentimiento. Sucede, sin 
embargo, que como no es íntegro -el matrimonio es en parte querido 
y en parte excluido- el objeto de la voluntad no es el matrimonio 
propiamente dicho -sino lo que antes denominé matrimonio light o 
matrimonio sin unidad, sin indisolubilidad, sin prole, etc.-, por lo que, 
faltando parte de su esencia, lo querido no es el matrimonio por 
mucho que se le parezca. 
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En buena lógica, cuando se pretende aplicar esta categoría al 
Derecho civil es inexcusable preguntarse, en primer lugar, qué es el 
matrimonio o, lo que a nuestros efectos viene a ser lo mismo, cuál 
es el contenido del consentimiento matrimonial. 
Los autores que niegan la virtualidad de la simulación parcial en 
orden a declarar la nulidad del matrimonio civil aducen, de un modo 
u otro, el vaciamiento institucional del matrimonio. De todos ellos el 
más crítico, sin duda, es Alvarez Caperochipi: «El matrimonio -llega 
a decir- se nos presenta, en el texto del Código, como un apriorismo 
formal sin fines jurídicos determinados» 108. En un tono más modera' 
do pero sustancialmente coincidente con él se expresa Gordillo Cañas: 
«La imagen que del matrimonio arroja [el Código civil] no permite des, 
tacar en él fines o propiedades de tal modo esenciales que, al ser ex' 
cluidos, aún queriendo el matrimonio in globo, deba considerarse tal 
voluntad como distinta de la de contraer real y efectivamente» 109. 
Arechederra, por su parte, desestima la simulación relativa al 
modo canónico por dos motivos: la falta de un contenido matrimo, 
nial amplio, asumido por el ordenamiento civil, que pueda ser obje, 
to de exclusión y su relevancia en un esquema de ius cogens llO. 
En apoyo de este rechazo de la simulación pardal, y entrando 
en un examen pormenorizado de cuál sea el contenido del matrimo, 
108. J. A. ÁLVAREZ CAPEROCHIPl, Artículo 69, en AA. VV., Matrimonio y divorcio, 
Madrid 1982, p. 403. Tan categórica afirmación viene a ser el corolario del texto preceden-
te: «La entrega mutua de los cónyuges no está juridificada, y el concepto de convivencia 
es un concepto estricto y nada desarrollado. Piénsese que la entrega mutua de los cuerpos 
o el fin de la procreación, ni siquiera es posible incorporarlo al consentimiento matrimonial 
como modo o condición, puesto que las condiciones se tienen por no puestas (art. 45). -
En níngún sitio del Código se concreta qué es el matrimonio y cuáles son los fines. del 
matrimonio. El matrimonio civil no es, para el Código, una entrega mutua de los cuerpos, 
con ánimo de permanencia y con fines de mutua ayuda y procreación •. Cfr., ID., En 'torno 
al origen y significado del matrimonio civil, en .La Ley», 27. 8. 84, Buenos Aires, 'pp .. 1-3. 
109. A. GORDILLO CAÑAS, La simulación matrimonial: un punto de contraste de la proyec-
tada reforma, cit., p. 68. 
110. . Respecto de lo primero, parece difícil aislar un contenido típico -en todo caso, 
los arts. 67 y 68- como objeto de exclusión y aun excluidos, dado el carácter periférico 
-la capacidad de incidir en la realidad personal por la norma civil-, parece difícil que 
llegue a dar lugar a un pacto con trascendencia jurídica. En segundo lugar ,y aun supuesto 
esto, parece difícil -dada la índole civil del matrimonio, frente a la profundiad moral y 
sacramental del matrimonio canónico- que dicho pacto o intención unilateral conlleve la 
nulidad del negocio entero, además de su específica nulidad, por ser opuesto a una norma 
imperativa» (L. ARECHEDERRA, Artículo 45, cit., p. 93). 
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nio, los autores invocan la disociación entre matrimonio y procreación 
amparándose en la desaparición del impedimento de impotencia; la ad~ 
misión de la violación entre cónyuges que pone en entredicho el carác~ 
ter esencial de la entrega mutua 111; el valor relativo de la obligación 
conyugal de vivir juntos 112; la introducción del divorcio que impide 
conectar la noción de matrimonio con la indisolubilidad; etc. 113. 
A mi modo de ver, estos argumentos prueban menos de lo 
que pretenden quienes los invocan. Sin ánimo de ser exhaustivo 
conviene advertir que la supresión de la impotencia como impedi~ 
mento es ciertamente indicativa pero no concluyente, si se tiene en 
cuenta que ahora puede entrar a través del error en cualidad perso~ 
nalque por su entidad, hubiere sido determinante de la prestación 
del consentimiento -cfr. arto 73.4-. Por otro lado el que los pro~ 
pios cónyuges puedan ser sujetos activo y pasivo del delito de viola~ 
ción no pone en entredicho la entrega mutua como parte del conte~ 
nido del matrimonio, pues ya se comprende que quien realiza la 
cópula mediando fuerza o violencia o de modo irracional no lleva 
a cabo un acto humano -que exige el ejercicio de la inteligencia y 
de la voluntad- y, en consecuencia, esa unión sexual no puede ser 
calificada de conyugal por cuanto el sujeto paciente no actúa ni si~ 
quiera como persona, mucho menos como cónyuge 114. Tampoco la 
111. Vid. la sentencia de 14 de febrero de 1990, del Tribunal Supremo (RAj, 1990, n. 
1501). 
112. Téngase en cuenta que el arto 68 C. C. impone a los cónyuges el deber de vivir 
juntos y, a renglón seguido, el arto 69 estableciendo una presunción iuris tantum de convi-
vencia admite que no es tanto un deber sino una cuestión de hecho (cfr. j . A. ALVAREZ 
CAPEROCHIPI, Artículo 69, cit., p. 399). 
113. Cfr., por todos, A. GORDILLO CAÑAS, La simulación matrimonial: un punto de con-
traste de Za proyectada reforma, cit., p. 68; y j . A. ALVAREZ CAPEROCHIPI, En tomo al origen 
y .significado del matrimonio civil, cit., p. 2. 
114. En este sentido es significativo que el Derecho canónico sólo entiende consumado 
el matrimonio «si los cónyuges han realizado de modo humano el acto conyugal apto de 
por sí para engendrar la prole al que el matrimonio se ordena por su misma naturaleza 
y mediante el cual los cónyuges se hacen una sola carne» (c. 1061. 1 ClC 1983). En conse-
cuencia, se puede concluir que sólo es conyugal la cópula realizada en forma voluntaria 
y . consciente; y no cuando uno de los cónyuges la impone al otro por la fuerza -física 
o moral- o estando privado de razón, como sería el caso de la violación (cfr. arto 429 Có-
digo penal y arto 178 Anteproyecto de nuevo Código penal). Vid. A. MOLlNA MELlÁ, Re-
flexiones en tomo al (<modo humano» en la consumación del matrimonio, en AA. VV., Dimensio-
nes jurídicas del factor religioso. Estudios en homenaje al Profesor López AZarcón, Murcia 1987, 
pp. 339-353. 
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introducción del divorcio permite concluir que la indisolubilidad ha, 
ya sido sustituida por la disolubilidad sin más, pues es evidente que 
el matrimonio sigue caracterizado por una nota de estabilidad y per, 
manencia y, de hecho, no se puede contraer válidamente un matri, 
monio ad tempus. 
En resumen, las razones alegadas no carecen de cierto apoyo le' 
gal, pero del hecho de que los derechos y deberes conyugales no sean 
exigibles jurídicamente por la fuerza ni en el ámbito estatal ni en el ca, 
nónico, no significa que no existan, ni que carezcan de naturaleza jurí, 
dica y, de hecho, producen diversas consecuencias jurídicas, por ejem, 
plo en materia de separación y disolución 115. Por todo ello, podemos 
concluir con García Cantero que «no parecen decisivas ciertas peculia, 
ridades de la reforma para pronunciarse sobre una supuesta alteración 
del objeto y causa del negocio jurídico matrimonial» 116. 
Con todo, entiendo que el argumento en apariencia más sóli, 
do para excluir la simulación parcial del Derecho matrimonial civil 
es el que se apoya en el arto 45.2 C.c.: ((La condición, término o 
modo del consentimiento se tendrá por no puesta» 117. 
115. Puede citarse, por vía de ejemplo, el arto 82. 1 C. C. que establece como causa de 
separación «el abandono injustificado del hogar, la infidelidad conyugal, la conducta inju-
riosa o vejatoria y cualquier otra violación grave o reiterada de los deberes conyugales 
( ••• )>>; y, en conexión con el anterior, el arto 86. 3. b C. c., que considera esas mismas cir-
cunstancias como causas de divorcio si han transcurrido dos años desde el cese efectivo 
de la convivencia conyugal. 
116. G. GARCÍA CANTERO, Artículo 45, en AA. VV., Comentarios al Código civil y 
Compilaciones forales, lI, Madrid 1982, p. 62. Cfr., en el mismo sentido, A. BERNÁRDEZ 
CANTÓN Elementos definidores del matrimonio implícitos en las causas de nulidad y separación, 
cit., p. 27. 
117. En Derecho canónico el régimen jurídico de la condición ha experimentado una 
interesante evolución. El c. 1092 CIC 1917 (derogado) la regulaba en los siguientes térmi-
nos: .La condición una vez puesta y no revocada: l°. Si versa acerca de un hecho futuro 
y es necesaria, imposible o torpe, pero no contra la sustancia del matrimonio, se ha de 
tener por no puesta. 2°. Si se refiere a un hecho futuro contra la sustancia del matrimonio, 
la condición lo hace inválido. 3°. Si versa acerca de un hecho futuro y es lícita, deja en 
suspenso el valor del matrimonio. 4°. Si acerca de un hecho pasado o presente, el matri-
monio será válido o inválido según que exista o no lo que es objeto de la condición». 
El c. 1102 CIC 1983 sólo admite la condición de pasado o de presente: .§ 1. No puede 
contraerse válidamente matrimonio bajo condición de futuro. § 2. El matrimonio contraído 
bajo condición de pasado o de presente es válido o no, según que se verifique o no aquelJo 
que es objeto de la condición ( ... )>>. 
Y, finalmente, el c. 826 CCEO 1990 no la admite en absoluto: .No puede contraerse 
válidamente matrimonio bajo condición». 
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Consideran sus valedores que las hipótesis que el Derecho ca~ 
nónico denomina simulación parcial no son muy distintas de la con~ 
dición o del término, en cuanto por medio de ellas se excluye sólo 
alguno o algunos de los efectos esenciales del matrimonio. De la 
irrelevancia de éstas concluyen la de aquella. El razonamiento em~ 
pleado es el mismo que les sirve para justificar el párrafo segundo 
del arto 45. Por mínimo que sea, el contenido del matrimonio objeto 
del consentimiento es el que se deduce de las normas del ordena~ 
miento jurídico español y, señaladamente, del Código civil. Ese con~ 
tenido está sustraído a la autonomía de la voluntad de las partes. 
Ninguna de ellas puede modelar el matrimonio a su antojo y tampo~ 
co puede dejarse a su arbitrio el mantenimiento y certeza del 
vínculo 118. 
Díez~Picazo y Gullón, critican esta solución y abogan por apli~ 
car el criterio legal previsto para los negocios inter vivos: declarar la 
nulidad del consentimiento -arto 1116 119_. «Claro está -advier~ 
ten- que mantener la nulidad del consentimiento supondría dar a 
los contrayentes un arma para destruir el matrimonio celebrado en 
el momento en que quisiera. Pero eso no debe ser ningún obstáculo 
para un legislador que ha 'privatizado' en gran medida el matrimo~ 
nio y sus efectos ( ... ), y sobre todo, para un legislador que permite 
divorcios por mero consentimiento bajo otros ropajes técnicos» 120. 
En el fondo, se trata de resolver si el arto 45.2 contradice, ex~ 
cepciona o, simplemente, completa el principio consensual de los 
arts. 45.1 y 73.1; y para ello es inexcusable precisar el significado de 
estas tres figuras -condición, término y modo- y situarlas en el lu~ 
gar que les corresponde. 
«El modo -en expresión de Bernárdez Cantón- es el que me~ 
nos modifica (valga la paradoja) la voluntad negocial. Su irrelevan~ 
cia como carga añadida a la conclusión del negocio no plantea espe~ 
ciales dificultades y el mandato legal debería interpretarse en el 
sentido de que no es la celebración del matrimonio el momento en 
118. Cfr. M. PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, Derecho de familia, cit., pp. 62-64. 
119. Art. 1116 C. c.: . Las condiciones imposibles, las contrarias a las buenas costum-
bres y las prohibidas por la ley anularán la obligación que de ellas dependa ... ». 
120. L. DiEZ-PICAZO y A. GULLóN, Sistema de Derecho civil, IV, Madrid 1989, pp. 
81-82. Cfr. ID., Sistema de Derecho civil, 1, Madrid 1982, p. 589. 
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que puedan pactarse este tipo de acuerdos» 121. Sin ánimo de entrar 
en la discusión doctrinal sobre si la referencia del arto 45.2 al modo es 
correcta o no, por cuanto en Derecho civil se entiende como una de' 
terminación accesoria agregada a un acto de liberalidad por la cual 
queda obligado el adquirente a realizar una prestación en favor del dis, 
ponente o de un tercero, del precepto podemos concluir que el cansen, 
timiento no admite modalizaciones y que no puede imponerse a ningu, 
no de los contrayentes obligaciones o prestaciones especiales 122. 
Más dificultades plantea el término. Precisa en el tiempo el 
momento, futuro pero cierto, en que se inician o finalizan los efectos 
del negocio jurídico -en nuestro caso, el matrimonio- 123. Para 
Bernárdez Cantón, la respuesta del Código civil de «tener por no 
puestos» tanto el término inicial o suspensivo como el final o resolu, 
torio también es correcta: el primero no contradice la voluntad de 
contraer, simplemente indica la suspensión de los efectos; y el segun, 
do, admitido el divorcio, no puede considerarse contra la sustancia 
del matrimonio sino conforme a ella 124. 
A juicio de Peña, el tratamiento no puede ser el mismo para 
los dos supuestos. En el término suspensivo -lo mismo que en la 
121. A. BERNÁRDEZ CANTÓN, Elementos definidores del matrimonio implícitos en las causas 
de nulidad y separación, cit., p. 32. 
122. Cfr. L. DIEz-PIcAza y A. GULLóN, Sistema de Derecho civil, IV, Madrid 1982, p. 
93. En Derecho matrimonial canónico el modo consiste en la intención de asumir o impo-
ner una determinada obligación o carga que se ha de cumplir una vez celebrado el matri-
monio; presupone el consentimiento y, de suyo, no afecta a la validez del consentimiento. 
Cuando se refiere a una conducta posible y lícita da lugar a responsabilidad de la parte 
obligada, pero su incumplir~1iento no puede alegarse como causa de nulidad. No obstante, 
si implica la exclusión de algún elemento esencial del matrimonio éste será nulo pero no 
tanto por el modo sino por la simulación, de la que éste habrá sido instrumento (cfr. A. 
BERNÁRDEZ CANTÓN, Compendio de Derecho matrimonial canónico, Madrid 1989, p. 191). 
123. En Derecho canónico el término consiste en la intención explícita de limitar tem-
poralmente la eficacia del consentimiento, bien en el sentido de aplazar el establecimiento 
de la vida conyugal (dies a qua), bien en el sentido de señalar un momento para la extin-
. ción de los efectos (dies ad quem). En este caso el matrimonio es nulo por exclusión de la 
indisolubilidad, mientras que en el primero si el término a qua se considera asimilado al 
modo el matrimonio es válido y nulo si se reconduce a la condición de futuro (cfr. M. 
LÓPEZ ALARCÓN Y R. NAVARRO VALLS, Curso de Derecho matrimonial canónico y concorda· 
do, Madrid 1984, p. 224; y A. BERNÁRDEZ CANTÓN, Compendio de Derecho matrimonial ca-
nónico, Madrid 1989, p. 192). 
124. Cfr. A. BERNÁRDEZ CANTÓN, Elementos definidores del matrimonio implícitos en las 
causas de nulidad y separación, cit., pp. 32-33. 
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condición de este nombre- «no hay realmente consentimiento ma-
trimonial, porque es evidente que los declarantes no quieren todavía 
la comunidad de vida típica del matrimonio y sería inconcebible -y 
contrario a la libertad de la persona- que la Ley, no obstante, im-
pusiera, de presente e incondicionadamente, un matrimonio no que-
rido. El matrimonio es nulo» 125. En cambio comparte la solución 
del Código para el término [y la condición] resolutorios «porque no 
excluyen ese propósito práctico exigido como mínimo esencial, pues-
to que hoy . legalmente no se estima propiedad esencial del matrimo-
nio el que sea indisoluble. El matrimonio vale, y el término o condi-
ción se estiman como no puestos porque el régimen del divorcio no 
constituye materia sujeta a la autonomía de la voluntad» 126. 
Desde luego, que no suscribo en su totalidad las · afirmaciones 
de estos dos autores. En el término suspensivo existe una voluntad 
más propia de los esponsales que del matrhnonio: no hay consenti-
miento actual y, por. consiguiente, cabe la revocación en cualquiera 
de sus formas -incluido el matrimonio con un tercero- 127. Por 
otro lado, en cuanto a la indisolubilidad conviene no generalizar: el 
ordenamiento contempla el divorcio entre las causas de disolución 
del matrimonio -y lo hace con cierta amplitud-, pero eso no signi-
fica que haya admitido formalmente el matrimonio a plazo o por 
tiempo determinado. Entiendo que si las partes de modo premedita-
do lo someten a término su voluntad no es matrimonial y, por lo 
tanto, carece de sentido que el ordenamiento les considere unidos 
en un matrimonio no querido por ellos. 
Como acabamos de ver, el término conecta en buena medida 
con la condición y hace tránsito a esta figura, sin lugar a dudas, la 
más conflictiva de las tres que venimos coñsiderando. 
125. M. PEÑA BERNALDO DE QUIR6s, Derec/w de familia, cit., p. 63 .• Y -termina 
diciendo- si al celebrarse el matrimonio se oculta el pacto sobre la condición suspensiva 
estamos ante un caso de simulación» (Ibídem). Recordamos que para este autor no hay si-
mulación sin pacto previo, etc. 
126. Ibídem, pp. 63-64. 
127. La doctrina canónica ha estudiado con detalle los problemas e inconvenientes a 
los que conducen la condición y el término suspensivos. El Derecho de la Iglesia latina, 
encontraste con el de las Iglesias orientales, ha admitido estas figuras hasta el Código de 
1983 que declara inválido el consentimiento matrimonial así prestado. 
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En Derecho civil la condición es una limitación añadida a una 
declaración de voluntad en virtud de la cual un efecto jurídico o su 
cesación se hace depender de un suceso futuro e incierto o de un 
suceso pasado que los interesados ignoran 128. 
A propósito de! matrimonio, e! arto 45.2 C.c. ha adoptado e! 
criterio de que la condición se vicia a sí misma pero no afecta al 
consentimiento -«se tendrá por no puesta»-. Esta solución «condu~ 
ce a la irresoluble contradicción de tener por existente un consenti~ 
miento que no existe en tanto se cumpla la condición o que no exis~ 
tirá en modo alguno desde e! punto y hora en que hubiese dejado 
de cumplirse e! evento condicionante» 129. «Una persona que presta 
su consentimiento matrimonial bajo condición -escribe Arza-- pue~ 
de no prestar un consentimiento matrimonial. Y si se considera co~ 
mo no puesta esa condición, tenemos que hay matrimonio sin con~ 
sentimiento propiamente matrimonial» 130. 
Así pues, exceptuado el modo, e! régimen matrimonial civil 
del término y e! de la condición presentan serios problemas de inter~ 
pretación. En un intento de evitar la colisión entre los arts. 45.1 y 
73.1 con el 45.2, Salvador Coderch ha reconducido lo preceptuado 
por este último exclusivamente al momento mismo de la celebra~ 
ción. Si los contrayentes acceden al matrimonio después de que e! 
juez o funcionario autorizante les haga notar que no pueden some~ 
ter e! consentimiento a condición término o modo y que si lo hacen 
se tendrán por no puestos, prestan un consentimiento puro 131. Pe~ 
128. Art. 11I3 C. c.: .Será exigible desde luego toda obligación cuyo cumplimiento no 
dependa de un suceso futuro o incierto, o de un suceso pasado, que los interesados igno-
ren. - También será exigible toda obligación que contenga condición resolutoria, sin per-
juicio de los efectos de la resolución •. 
129. A. BERNARDEZ CANTÓN, Elementos definidores del matrimonio implícitos en las causas 
de nulidad y separación, cit., p. 33. Es contradictorio decir 'no hay matrimonio sin consenti-
miento matrimonial' y si 'hay matrimonio cuando una condición está excluyendo e! con-
sentimiento matrimonial'. También existe una contradicción entre la consecuencia que es-
tablece e! legislador para e! error en cualidad de la persona, que por su entidad, hubiere 
sido determinante de! consentimiento -el matrimonio es nulo- y lo previsto para la con-
dición, cuando estamos ante dos figuras conceptualmente muy próximas (cfr. ibidem, pp. 
33-34). 
I30. A. ARZA, Remedios jurídicos a los matrimonios rotos, Bilbao 1982, p. 42. 
I31. Cfr. P. SALVADOR CODERCH, Artículo 45, en AA. VV., Comentarios a las reformas 
del Derecho de familia, cit., pp. I37-I38. 
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ro si el matrimonio se celebra sin más por inadvertencia, negligencia 
o mala fe de quien lo autoriza, «entonces, si las determinaciones ac, 
cesorias de la voluntad de que se trate afectan realmente al conteni~ 
do esencial del negocio y no a aspectos secundarios del mismo, ca, 
brá concluir que no hay matrimonio porque no era ese el negocio 
que las partes pretendieron celebrar; no fue asumido el tipo le' 
gal» 132. Y, al contrario, «siempre que la condición no afecte a los 
principios genéricos que definen la relación matrimonial, cabrá tener' 
la por no puesta. Y lo propio procederá con el término y el modo. 
El Código civil califica como matrimonial el consentimiento dirigido 
a alguna de las posibles concreciones de la relación que genéricamente 
se configuran en el arto 66 ss. del mismo pero no garantiza ni tutela 
ninguna de .las múltiples formas específicas de convivencia qUe cabe 
subsumir en los preceptos citados. El derecho matrimonial -termina 
diciendo- ampara un proyecto genérico pero serio de convivencia mas 
no está dado para satisfacer el capricho concreto de cada cual» 133. 
El mismo autor, afrontando el problema desde otra perspecti, 
va, ha hecho notar que el único consentimiento matrimonial rele, 
vante es el prestado en el marco de una forma de celebración previs, 
ta por la Ley; de tal manera que las determinaciones accesorias de 
la voluntad, en cuanto tales, carecen de relevancia jurídica: «Como 
condición, término o modo se tienen por no puestos y no vinculan a 
las partes (art. 45.2 C.c). Pero como contradeclaración que se confron, 
ta luego con la formulada frente al Juez y los testigos puede constituir 
un supuesto de simulación y con ello un caso de ausencia de consenti, 
miento que es causa de nulidad del matrimonio (art. 73.1 C.c.). El 
Código civil -concluye- lo que hace con la regla del arto 45.2 es 
reconducir la problemática de las limitaciones accesorias de la volun, 
tad en este caso -que será el ususal- cal de la simulación» 134. 
132. Ibidem, p. 138. 
133. Ibidem. 
134. Ibidem, p. 137. En el mismo sentido se expresa Roca i Trías: .Estas modalizaciones 
se tendrán por no puestas y, por tanto, el matrimonio es válido, aunque sin las cláusulas 
introducidas por los contrayentes. Ahora bien, si se demuestra que existía una auténtica 
falta de consentimiento matrimonial, puede declararse la nulidad del matrimono, pero por 
esta causa» (E. ROCA i TRÍAS, Lecciones 1 a 6, cit., p. 57). Y Gete-Alonso también coinci-
de en este parecer: .La imposición de condición, término o modo, según como se hayan 
delineado, en ocasiones pueden llegar a constituir falta de contenido del consentimiento 
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Después de este obligado excursus, es preciso volver sobre la si, 
mulación o exclusión parcial del matrimonio; aunque a estas alturas 
de la exposición me parece que la afirmación de su relevancia como 
causa de nulidad del matrimonio civil por defecto de consentimiento 
está sobradamente demostrada. 
No ignoro que la cuestión no es pacíficamente admitida y que 
un buen número de autores siguen sin reconocerla. A los que de un 
modo u otro he ido mencionando al hilo del discurso sin ánimo de 
exhaustividad, añado ahora a López Alarcón y a Castro Jover.En, 
tiende el primero que el Derecho civil español no ha recibido esta 
modalidad de la simulación porque ha optado por privatizarla - ma~ 
yor parte de los comportamientos conyugales, de modo que una an, 
ticipada programación de esas conductas excluyendo derechos ' y de' 
beres establecidos por la ley no alteraría el modelo legal de 
matrimonio, aunque podría dar lugar a la separación y al divorcio, 
pero no por la exclusión sino por el comportamiento posterior. No 
obstante, admite que «la valoración puntual de estas exclusiones 
pondrá de relieve se se extravasan del ámbito de la simulación par' 
cial y constituyen supuesto de simulación parcial» m, 
El razonamiento de Castro Jover es bien distinto. ' Parte de que 
la simulación parcial no es .un supuesto de falta de consentimiento 
y de ahí deduce su irrelevancia a efectos del arto 73.1 C.c., conclu, 
sión que también extrae del tenor literal del arto 45 C.C. 136• 
Esta argumentación -a mi juicio equivocada desde su 
origen- me lleva a recordar -una vez más- que en la simulación 
parcial el sujeto -sea o no consciente de ello- no quiere el matri, 
matrimonia\.. (M. C. GETE-ALONSO y CALERA, Artículo 73, en AA. VV., Comentario ·del 
Código Civil, cit., p. 326). 
135. M. LÓPEZ ALARCÓN, El nuevo sistema matrimonial español, cit., p. 75. Vid., en re-
lación a la última afrimación, M. C. GETE-ALONSO y CALERA, Artículo 73, en AA. VV., 
Comentarios a las reformas del Derecho de familia, cit., p. 375; y Artículó 73, en AA. VV., 
Comentario del Código Civil, 1, Madrid 1991, p. 326. 
136. .La falta de consentimiento como elemento esencial del tipo excluye sin más la po-
sibilidad de aceptar en el matrimonio civil español, la simulación parcial, ya que, como es 
sabido, ésta supone la existencia de consentimiento matrimonial, dicho de otra manera, en 
la simulación parcial el sujeto que simula quiere el matrimonio pero excluye alguno de sus 
elementos esenciales. Argumento al que hay que sumar el' que nos aporta el arto 45 C. C. 
(oo.), (A. CASTRO JOVER, La simulación unilateral en el sistema matrimonial español, cit., p. 
142). 
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monio -todo el matrimonio- sino sólo parte de él; con la peculiari, 
dad de que lo excluido forma parte de su sustancia y así resulta que 
lo querido no es exactamente el matrimonio aunque sí algo parecido 
a él. Esto permite afirmar que la simulación parcial es una causa de 
nulidad por falta de consentimiento matrimonial 137• 
En el campo doctrinal el número de los autores que postulan 
la admisión de la categoría de la exclusión parcial en el Derecho ma, 
trimonial civil va en aumento. Como hemos visto, en algunos casos 
se refieren genéricamente a la simulación sin entrar en clasificacio, 
nes, pero la conciben con tal amplitud que comprende todos los su' 
puestos posibles de simulación, reserva mental y exclusión parcial 
del matrimonio. En ocasiones resulta tanto o más interesante anali, 
zar sus comentarios sobre la condición y el término, que muchas ve' 
ces actúan como instrumento de la simulación 138. Finalmente, tam, 
poco faltan autores que abordan in recto la cuestión. En cualquier 
caso, la razón última que está en todos ellos, de una manera u otra, 
para admitir la simulación parcial es que constituye un supuesto de 
falta de consentimiento y, sin él, no hay matrimonio, pues el orde, 
narriiento en ningún caso puede suplir la voluntad de las partes. 
Por todos ellos, citaré ahora tan sólo a Bernárdez Cantón, a 
Díez del Corral y a Sancho Rebullida. 
Este último, primero describe genéricamente el matrimonio si, 
mulado como «aquel cuyo consentimiento se emite -por una o por 
ambas partes- en forma legal pero mediante simulación, sin corres' 
pondencia con un consentimiento interior, es decir, sin una volun, 
tad efectiva de contraer matrimonio» 139. A continuación se refiere 
137. Cfr. LÓPEZ ALARCÓN y R. NAVARRO VALLS, Curso de Derecho matrimonial canóni-
co y concordado, cit., pp. 145 y 166; A. BERNARDEZ CANTÓN, Compendio de Derecho matri-
monial canónico, cit., pp. 166-167; y J. M. GONzALEZ DEL VALLE, Derecho matrimonial canó-
nico, cit., pp. 69-70). 
138. Un · buen exponente de cuanto decimos lo encontramos en Díez del Corral: «En 
mi opinión -escribe-, para resolver con acierto las hipótesis contempladas por este segun-
do párrafo [del arto 45] -y que la doctrina, con cierta impropiedad, viene denominando 
de simulación parcial," en cuanto que, a través de la condición o del plazo, se quieren ex-
cluir sólo alguno de los efectos esenciales del matrimonio- habrá que valorar adecuada-
mente la importancia del efecto matrimonial excluido» O. 8ÍEZ CORRAL, La nueva regula-
ción del matrimonio en el Código Civil, cit., p. 13). 
139. F. A. SANCHO REBULLIDA, Elementos de Derecho civil, cit., p. 111. 
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de modo específico al canónico y luego al civil, del que literalmente 
afirma que «también sería inválido ( ... ); por el arto 45, § 1 0, y por el 
73, § 1°, que declara nulo 'cualquiera que sea la forma de su celebra~ 
ción el matrimonio celebrado sin consentimiento matrimonial'; y es cla-
TO que el precepto se refiere al consentimiento interno y al matrimonio con 
sus elementos y proPiedades esenciales)) 140 (las cursivas son mías). 
En este punto incide también Díez del Corral en su comenta~ 
rio al arto 45.2 C.c. A su juicio es lógico que el matrimonio sea teni~ 
do por válido cuando el efecto matrimonial excluido, por su escasa 
importancia, no trascienda al consentimiento matrimonial; y, .al 
contrario, si llega a afectar a las líneas esenciales de la institución 
matrimonial -como la condición de no consumar el matrimonio, de 
no tener hijos, o de que cese la unión al cabo de un cierto tiempo, 
etc.-, la solución justa ha de ser la nulidad del matrimonio así con~ 
traído 141. Y concluye: «Nótese, en fin, que la expresión literal del 
artículo ['se tendrán por no puestas'] no es decisiva, de modo que 
una jurisprudencia progresiva podría, llegado el caso, declarar la nu-
lidad del matrimonio por aplicación directa del primer párrafo de es~ 
te artículo 45, en relación con el 73, primero, es decir, por falta de 
verdadero 'consentimiento matrimonial'» 142. 
En último lugar me referiré a Bernárdez Cantón 143. Entiende 
esta figura, a la que califica de simulación relativa, como la exclusión 
de elementos esenciales del matrimonio (intención de no obligarse). 
Después de subestimar algunas razones de sus negadores 144 y dete~ 
nerse a refutar el argumento que surge ex arto 45.2 145, termina ex~ 
140. Ibidem. 
141. Cfr. J. DiEZ DEL CORRAL, La nueva regulación del matrimonio en el Código Civil, 
cit., pp. 13-14. 
142. Ibídem, p. 14. 
143. Cfr. A. BERNÁRDEZ CANTÓN, Elementos definidores del matrimonio implícitos en las 
causas de nulidad y separación, cit., pp. 27-30. 
144. La simulación relativa -explica- "ha encontrado análogas dificultades [a la abso-
luta) de parte de la doctrina de los civilistas para admitir su relevancia jurídica: el que en 
la práctica pueda reconducirse a la simulación absoluta, el que su traducción a los compor-
tamientos durante la vida matrimonial permite su resolución jurídica por los cauces de la 
separación y del divorcio, etc. Sin embargo no son argumentos definitivos en cuanto a la 
inadmisión de la simulación relativa» (Ibídem, p. 27). 
145. "Se ha pretendido ver un argumento decisivo en la prohibición de toda suerte de 
modalizaciones del consentimiento contenida en la propia ley (art. 45. 2). Sin embargo esta 
equiparación debe ser revisada puesto que estas figuras (la condición, el término y el modo) 
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plicando por qué debe admitirse su trascendencia en el Derecho ma~ 
trimonial civil, tanto si la exclusión tiene lugar mediante pacto co~ 
mo si se trata de una exclusión unilateral. 
En relación al primero, considera básico el arto 58 146, por 
cuanto supone una actualización del contenido negocial del consen~ 
timiento y concretamente de su causa típica: «Un pacto adverso al 
cumplimiento de estas obligaciones deducido a la forma (nos intere~ 
sa especialmente el pacto adverso a la convivencia matrimonial, a la 
fidelidad o a la ayuda recíproca) daría lugar a la suspensión del rito 
por parte del oficial autorizante, pues 'ambos [contrayentes] han de 
responder afirmativamente' para poder proseguir. Pero surge el pro~ 
blema de valorar jurídicamente el caso de que el juez o funcionario 
(aplicando la equiparación entre simulación parcial y condición 
-equiparación a mi entender errónea-) tuviese el pacto por no 
puesto o bien el de que la reserva no se hubiera manifestado exter~ 
namente. En nuestra consideración la irrelevancia del pacto simula~ 
torio en lo concerniente a las obligaciones dimanantes del matrimó~ 
nio choca abiertamente con los principios que venimos examinando 
y muy señaladamente contra la insustituibilidad del consentimiento 
típica y específicamente matrimonial» 147. Y, más adelante, añade: 
no forman parte de la estructura del negocio sino que, como los designa la dogmática tra-
dicional, son elementos accidentales. Ni siquiera la condición que sería la figura más próxi-
ma a la simulación parcial puede equiparársele salvo que se entienda por condición cosas 
que no son exactamente condición» (Ibidem, pp. 27-28). 
146. Art. 58 C. c.: «El Juez o funcionario, después de leídos los artículos 66, 67 Y 68, 
preguntará a cada uno de los contrayentes si consienten en contraer matrimonio con el 
otro y si efectivamente lo contraen en dicho acto y, respondiendo ambos afirmativamente, 
declarará que los mismos quedan unidos en matrimonio y extenderá la inscripción o el acta 
correspondiente» . 
147. A. BERNARDEZ CANTÓN, Elementos definidores del matrimonio implícitos en las causas 
de nulidad y separación, cit., pp. 28-29. «En efecto -sigue diciendo-: 1 o. Se trataría de un 
negocio sin causa o con causa ilícita que albergaría una modalidad negocial distinta de la 
prevista por el ordenamiento y ajena al fin o interés social que éste pretende amparar. 20 • 
El matrimonio dejaría de ser un negocio jurídico causal o con causa incorporada y la forma 
se erigiría en factor dominante siendo así que una de las funciones de la forma es precisa-
mente la verficación o control de los elementos identificadores del instituto (función que 
toma cuerpo precisamente en el mandato legal de que se lean los preceptos referentes a 
ese contenido). 30. La privatización del instituto matrimonial alcanzaría extremos más allá 
de los previstos por el ordenamiento difuminando todo límite entre derecho dispositivo y 
derecho imperativo o necesario siendo así que el legislador ha establecido estos contenidos 
mediante preceptos, en mi consideración, de carácter imperativo» (Ibidem, pp. 29-30). 
698 JAVIER FERRER ORTIZ 
«En cuanto al núcleo de derechos y obligaciones cuya deformación 
o exclusión mediante pacto simulatorio daría lugar a la nulidad · del 
matrimonio, ( ... ) sólo los derechos y obligaciones contenidos en el 
arto 68 constituyen el objeto específico del consentimiento matrimo-
nial o causa del contrato: es decir, la convivencia, la fidelidad y la 
ayuda mutua» 148; 
Por último, respecto a la simulación parcial unilateral, hay que 
estar a las exigencias del principio consensual, sin que claudique a 
causa de otras consideraciones: «Dar por no puesta .la reserva mental 
unilateral -afirma tajante Bernárdez Cantón- equivale a romper la 
coherencia del sistema matrimonial y otorgar una relevancia incon-
gruente a elementos que pueden tener un tratamiento jurídico di-
verso» 149. 
En resumen, admitida la exclusión parcial como causa de nuli-
dad civil del matrimonio -además de la simulación y la ,reserva 
mental-, el problema se desplaza en la práctica a la inexcusable ne-
cesidad de probarla ad casum, a través de los medios admitidos en 
Derecho, y a fijar las responsabilidades en que haya podido incurrir 
el autor de la exclusión. 
3. Jurisprudencia 
Una vez analizada la simulación del matrimonio civil en el De-
recho español desde la perspectiva doctrinal, es obligado ocuparse de 
la jurisprudencia que a través de sus decisiones aplica la ley al caso 
concreto, conviertiéndose así en instancia crítica de las distintas in-
terpretaciones y propuestas de los autores. Sin olvidar sus naturales 
limitaciones, es innegable que los jueces, actuando en el nivel pru-
dencial que les es propio, se encuentran en unas condiciones inme-
jorables para poder contrastar de modo inmediato el grado de ido-
neidad de las normas y de las construcciones técnico-jurídicas de la 
doctrina que las acompañan para captar, estudiar y resolver E:onfor-
me a justicia los problemas reales que surgen de la vida en sociedad. 
148. Ibídem, p. 30. 
149. Ibídem, p. 31. 
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Pues bien, si antes tuvimos que lamentar la falta de senten, 
cias sobre la simulación en el período comprendido entre 1870 
y 1981, no puede decirse que el panorama haya experimentado 
cambios importantes en los últimos años. Aunque el número de 
matrimonios civiles ha crecido en relación a la etapa anterior, en 
términos absolutos están muy por debajo de los matrimonios ca' 
nónicos. Si a esto se añade que cuando el matrimonio civil hace 
crisis se impone el recurso al divorcio por encima de la separa' 
ción -muchas veces antesala de aquél- y de la nulidad -más 
difícil de probar-, podemos explicarnos esta falta de jurispruden, 
cia. Nos encontramos de nuevo' ante el carácter verdaderamente 
excepcional de las circunstancias que deben producirse en cascada 
-celebración de matrimonio civil, declarado nulo por simulación, 
e impugnación de la sentencia al -Tribunal Supremo o al Tribu, 
nal Constitucional- para hacerla posible; y todo ello con el agra' 
vante de que, admitido el divorcio con gran amplitud de causales, 
éste se presenta como un resultado relativamente fácil de alcanzar, 
mientras que resulta mucho más complicado e incierto en cuanto al 
resultado adentrarse en un proceso de nulidad donde deberá demos' 
trarse la existencia de un impedimento, de un defecto o vicio de 
consentimiento o de un defecto de forma, en cualquier caso referido 
al momento de la celebración y no, como en el divorcio, donde la 
mayor parte de sus causas se construyen sobre el hecho de que se 
haya producido el cese efectivo de la convivencia conyugal -cfr. 
arto 86 C.c.-. 
En suma, el material de que disponemos es muy escaso. Só, 
lo contamos con una sentencia del Tribunal Supremo, mientras 
que el Tribunal Constitucional no se ha pronunicado sobre el parti, 
cular. Así las cosas, se comprende que haya tenido que ampliar la 
búsqueda a las sentencias dictadas por instancias inferiores, cons, 
ciente de que no sientan jurisprudencia, e incluso aquí las causas re, 
lativas a la nulidad civil del matrimonio por causa de simulación si, 
guen siendo una rara avis. No obstante, como vamos a tener 
ocasión de comprobar de inmediato, su unanimidad -modesta si se 
quiere, pero real- me permite adelantar a modo de conclusión que 
en el foro se admite la trascendencia de la simulación civil del matri-
monio. 
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La primera sentencia en orden de importancia es la de 26 de 
noviembre de 1985, del Tribunal Supremo IS0. La cito porque con, 
tiene un pronunciamiento tajante sobre qué entiende el Alto Tribu, 
nal por reserva mental, aunque podría discutirse la oportunidad de 
incluirla en este apartado si consideramos, de una parte, que el obje, 
to principal de la controversia es la indemnización por daños y per, 
juicios a que fue condenado el aquí demandante por haber contraf, 
do dolosamente un matrimonio canónico inválido y, de otra, que no 
se invoca en absoluto la Ley 30/1981, de 7 de julio. 
En el fundamento jurídico n. 2 se hace eco del escrito de la 
demanda canónica: «El demandante de nulidad manifiesta que como 
antes del matrimonio no había podido tener acceso carnal con su 
novia veía en dicha ceremonia la única posibilidad para obtener de 
XX el que ésta aceptase el yacimineto carnal, que el contrato matri, 
monial era para él un medio de vencer la resistencia de XX y así 
lograr su apetencia carnal; una vez decidido a contraer matrimonio, 
éste se celebró, pero manifiesta que 'mantendría su unión con XX 
mientras que la atracción física que por la misma sentía perdure, o 
al menos mientras que se encontrase a gusto con ella, pero sin con, 
siderarse atado permanentemente'» I5I. 
Más adelante, en el fundamento jurídico n. 3, la sentencia 
afirma que «los hechos expuestos y los demás probados revelan una 
conducta del recurrente que ha de ser calificada de dolosamente gra, 
ve, ( ... ) puesto que el recurrente se sirvió indudablemente de la astu, 
cia de celebrar un matrimonio para lograr sus apetencias sexuales 
exclusivamente, circunstancia que de haber sido conocida por la 
contrayente recurrida hubiera impedido la celebración de la boda. 
150. En síntesis, los hechos jurídicamente relevantes son los siguientes: 1°) Las partes 
celebran matrimonio canónico el 16 de octubre de 1971; 2°) El 4 de marzo de 1976 la espo-
sa presenta demanda de separación contra su marido por adulterio y abandono de hogar; 
3°) Éste, a su vez, demanda la nulidad ante el Tribunal eclesiástico el 12 de junio de 1976 
y obtiene sentencia favorable el 8 de julio de 1978, confirmada posteriormente por el Tri-
bunal de la Rota española; 4°) La nulidad se basa en la falta deliberada de consentimiento 
por parte del esposo (simulación), que celebró matrimonio con el doble propósito de poseer 
carnalmente a la mujer y de abandonarla cuando se cansase físicamente de ella; 5°) La es-
posa reclama al marido una indemnización por los daños morales y materiales que le ha 
ocasionado (cfr. sentencia de 26 de noviembre de 1985, del Tribunal Supremo IRA], 1990, 
n. 5901)). 
151. Ibidem. 
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Como variedad dentro de la conducta dolosa seguida por el recu, 
rrente, puede considerarse que aquélla incidió en clara reserva mental 
como vicio de la declaración de voluntad al contraer matrimonio, pues hu, 
bo una manifiesta discordancia consciente entre voluntad y declaración, 
discordancia ocultada a la otra parte al silenciar, que se expresaba en for, 
ma deliberadamente disconforme con lo que derivaba de sus términos y 
de su verdadera voluntad» 152 (las cursivas son mías). 
A lo largo de su argumentación se observa que el Tribunal 
Supremo reconduce este supuesto de ' reserva mental al consenti, 
miento como requisito esencial para la validez de los contratos y, 
más específicamente, al dolo como causa de nulidad -cfr. arts. 1269 
y 1270 C.C. 153_, lo que es tanto como decir que aprecia una in, 
tención de simular por parte del varón 154. La fórmula es ciertamen, 
te original y al mismo tiempo explicable porque el dolo, como tal, 
no se encuentra entre las causas de nulidad del matrimonio admiti, 
das por el Código civil 155 y lo mismo sucede con la simulación y la 
reserva mental. De todos modos, parece claro que estamos ante una 
ingeniosa fórmula jurídica pero -como hemos visto-, la misma sen' 
tencia reconoce que en realidad es un caso de reserva mental unila, 
teral. En cuanto a si se trata de una exclusión absoluta o parcial del 
matrimonio, los datos consignados no permiten llegar a conclusiones 
definitivas. En efecto, las expresiones que se ponen en boca del recu, 
rrente no son inequívocas: declara que «fingió casarse» e «hizo una 
comedia de matrimonio eclesiástico» y, al mismo tiempo, manifiesta 
que, «sin considerarse atado permanentemente», mantendrá la unión 
152. Ibídem. 
153. Art. 1269 C. c.: .Hay dolo cuando, con palabras o maquinaciones insidiosas de 
parte de uno de los contratantes, es inducido el otro a celebrar un contrato que, sin ellas, 
no hubiera hecho». . 
Art. 1270 C. c.: .Para que el dolo produzca la nulidad de los contratos, deberá ser grave 
y no haber sido empleado por las dos partes contratantes. - El dolo incidental sólo obliga 
al que lo empleó a indemnizar los daños y perjuicios». 
154. La propia sentencia, en su fundamento jurídico n. 3, 'después de afirmar que el 
varón obró de mala fe, y su conducta resultó un lazo tendido a la buena fe de la otra 
parte, admite que «aún sin intención de dañar, cabe incluirla en la descripción que hace 
a estos efectos el artículo 1269 del Código civih (RAJ, 1990, n. 5901). 
155. Antes de la reforma de 1981 sólo se admitía el error en la persona (art. 101. 2) 
y, después de ella, se añade el error en aquellas cualidades personales que, por su identi-
dad, hubieren sido determinantes de la prestación del consentimiento (art. 73. 4). 
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con la mujer durante un plazo indeterminado, dependiendo de lo 
que le dure «la atracción física» o «el encontrarse a gusto con ella». 
De estas últimas expresiones no se deduce, en rigor, que el varón 
rechace el matrimonio por completo, más bien parece que existe 
cierto consentimiento -si bien imperfecto- en el que el matrimonio 
es querido como instrumento sometido al imperio de su voluntad, 
reservándose la posibilidad de disolverlo en cualquier momento. 
La siguiente sentencia en orden de importancia es la de 8 de 
junio de 1989, de la Audiencia Provincial de Pamplona 156. El 16 de 
marzo de 1988 el actor demanda civilmente la nulidad de su matri-
monio, contraído veinticinco años atrás, por simulación. Invoca el 
arto 73.1 C.c., en relación con el arto 45, indicativo de que no hay 
matrimonio sin consentimiento matrimonial. Se apoya «en que si-
muló un matrimonio, sin querer en realidad celebrarlo, con el fin 
de que la demandada quedara socialmente cubierta como madre le-
gal, ante un embarazo producido extramatrimonialmente como con-
secuencia de relaciones íntimas habidas entre las partes. A tal efecto 
se alega por el actor que se suscribió un documento privado, en cu-
ya virtud la demandada le permitía hacer vida de soltero, respetán-
dole aquél a ésta sus convicciones religiosas» 157. 
La Sala no se pronuncia en abstracto sobre la relevancia de 
la simulación; se limita a rebatir los argumentos invocados por el de-
mandante y concluye que no consta la nulidad por falta de consen~ 
timiento. 
La sentencia admite la existencia del documento -reconocido 
por la propia demandada- y, aunque cuestiona marginalmente la 
calificación jurídica de la voluntad en él contenida 158, invoca el 
156. La sentencia ha sido publicada parcialmente en .Revista General de Derecho», 
1990, pp. 1970-1971. 
157. Ibidem, p. 1971. Llamamos la atención de que la revista de referencia no transcribe 
más que los fundamentos jurídicos nn. 3 y 4, sin que conste si se trata en realidad de un 
matrimonio civil o canónico. Por el tiempo en que se celebró -años 60- y por la alusión 
al respeto de las creencias religiosas de la demandada bien podría resultar que fuera canóni-
(O, aunque esto no cambia el interés de la sentencia en cuanto aplica la normativa civil 
hoy vigente. 
158. "No puede deducirse -leemos en el fundamento jurídico n. 3- la inexistencia del 
consentimiento, dado que tales circunstancias más bien aparecían como condición o modo, 
que no sólo no invalidaban aquél, sino que se debían tener por no puestos, conforme al 
artículo 45 del Código Civih (lbidem). 
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arto 1282 C.C. 159 para demostrar que las partes, con una conducta 
inequívoca y prolongada en el tiempo, no le dieron ningún valor 160. 
Así pues, la sentencia no deja de ser sorprendente: para resolver el pro' 
blema planteado recurre, como la anterior, al subterfugio de aplicar un 
precepto previsto para los contratos en general y no para el matrimo, 
nio, cuando es evidente que, con independencia de la seriedad del pac, 
to prenupcial, en el fondo lo que se demuestra es la revocación de la 
voluntad simuladora de los contrayentes o, si se prefiere, la existencia 
-sin admitirlo expresamente- de una suerte de convalidación. 
En tercer lugar, citaré la sentencia de 17 de noviembre de 
1982, del Juzgado de 1 a Instancia n. 16 de Barcelona, la primera dic, . 
tada en esta ciudad después de la entrada en vigor de la Ley 
30/1981 y que declara la nulidad de un matrimonio civil por simula, 
ción absoluta 161. 
El Juez considera en primer lugar como cuestión general la di, 
ficultad de la prueba de tan esencial requisito en todo negocio jurí, 
159. .Para juzgar de la intención de los contratantes, deberá atenderse principalmente 
a los actos de éstos, coetáneos y posteriores al contrato». . 
160. .Efectivamente -afirma el fundamento jurídico n. 4- la intrascendencia dada por 
las partes a tal documento se pone de manifiesto en virtud de lo siguiente: a) porque el 
actor rompió el documento, según reconoce en este proceso, así como en el juicio anterior 
de separación promovido por la esposa, lo que denota la nula trascendencia que dio a lo 
que ahora parece darle tanta, contradiciendo sus propios actos; b) porque la forma de refe-
rirse ambos esposos al documento en ese proceso anterior, pone de manifiesto la nula im-
portancia que las partes dieron al mismo; e) porque el mismo actor de ahora dijo como 
demandado eri el proceso de separación promovida por su esposa, frases que no sólo dejan 
inoperante e ineficaz el repetido documento, sino que vacían de contenido su actual com-
portamiento procesal, cuales son esencialmente las siguientes: 'pese a la conflictividad ma-
trimonial, el esposo no desea separarse, quiere a su esposa y está enamorado de la misma, 
la considera necesaria para la familia y para sí mismo, y le parece que la separación no 
puede traer más , que males para todos' ( ... ); d) porque en ese mismo proceso anterior el 
ahora actor alegó, que no existían razones para la separación, suplicando en dicho escrito 
el íntegro rechazo de la demarida formulada por su esposa, por lo que ni para tal finalidad 
daba trascendencia alguna al documento; e) porque el matrimonio, y ello parece dato fun-
damental, se ha venido desarrollando normalmente al margen del reiterado documento que 
el mismo esposo rompió, según se expuso antes, sin conflicitividad de trascendencia judicial 
durante unos veinticinco años, habiendo procreado el matrimonio además de la hija pre-
viamente concebida otros · tres hijos más, de modo que es · de todo punto rechazable que, 
después de la realidad de tales circunstancias, se presente demanda ( ... ) pretendiendo la nu-
lidad del matrimonio por simulación» (Sentencia de 8 de junio de 1989, de la Audiencia 
Provincial de Pamplona, en .Revista General de Derecho», 1990, p. 1971). 
161. La sentencia ha sido publicada parcialmente en .Revista Jurídica de Cataluña», 
1983, 1, pp. 267-269. 
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dico, «y que tanto faltará el consentimiento por ausencia total al no 
haberse ni querido internamente, como cuando no se manifiesta ade, 
cuadamente lo querido o, y es el caso que ahora interesa, no existe 
concordancia y absoluta adecuación entre lo manifestado y lo real, 
mente querido, disfunción con diversos grados o vicios que puede 
llegar incluso a la antedicha falta o ausencia total de consentimiento 
por simulación absoluta entre lo manifestado por los contrayentes ante 
el Sr. Juez Encargado del Registro Civil que les requirió tal manifes' 
tación en el transcurso de la celebración de . un contrato matrimo, 
nial, y lo realmente sentido y querido por dichos contrayentes en 
tal momento, totalmente en contra de sus palabras y, en el caso ale' 
gado, sin que ni tan sólo se reservaran internamente una auténtica 
voluntad o consentimiento tendente a contratar o conseguir un ne, 
gocio distinto al manifestado" 'sino simplemente el deseo de procu, 
rarse una apariencia que les permitiese gozar de unos beneficios o 
posibilidades económicas que, de otro modo, les eran negados» 162. 
Después de considerar insuficiente en el aspecto probatorio la 
sola confesión de las partes de que no tuvieron la más mínima vo, 
luntad de contraer matrimonio, afirma que la prueba testifical de los 
actos y conductas de las partes, anteriores y posteriores al supuesto 
matrimonio, «lleva al pleno convencimiento de que actora y deman, 
dado ni conocieron lo bastante la institución que supuestamente 
contrajeron para poder quererla con propiedad, y aún la desprecia' 
ron largamente al elegir su mera apariencia para conseguir un bene, 
ficio económico, con olvido de tan superiores fines (también en el 
matrimonio civil) como los contenidos preceptivamente en los 
artículos 66 y siguientes del Código Civil, de modo que consintieran 
ya en aparentar matrimonio civil ante los padres de la actora que 
reclamaban el canónico, como un mal menor, y de liberadas cos, 
tumbres, incluso en materia sexual, antes del supuesto contrato, 
continuaron del mismo modo después porque, seguramente, mal po' 
dían sentirse obligados por un vínculo del que sólo aprovecharon 
para sí poder vivir juntos sin ser molestados por los padres de la ac, 
tora, y conseguir de éstos la necesitada ayuda económica» 163. 
162. Ibídem, p. 268. 
163. Ibídem, pp. 268-269. 
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Por último, mencionaré la sentencia de 19 de marzo de 1990, 
pronunciada por la Audiencia Provincial de Barcelona 164. Declara 
la nulidad de un matrimonio civil por falta de consentimiento y, 
aunque la causa nada tiene que ver con la simulación ni con la re' 
serva mental 165 , contiene una interesante afirmación que puede 
proyectarse sobre ellas sin ninguna dificultad, en el sentido que ven' 
go apuntando de reconocerlas siempre que resulten suficientemente 
probadas. 
«El matrimonio, en nuestro Código Civil presenta, como no' 
tas características, el ser una unión entre personas de distinto sexo 
(artículos 44, 66 y 67 del Código Civil y 32.1 de la Constitución), 
hábiles y capaces (artículo 46 y 47 del Código Civil) sometido a for, 
mas legales de celebración (artículos 49 y 50 del Código Civil), de 
la que nacen derechos y deberes para ambos contrayentes en plano 
de igualdad (artículos 66, 67 y 68 del Código Civil) de tal forma que 
para que sea válido el matrimonio es necesario que la voluntad en que 
consiste el consentimiento matrimonial sea dirigida a una unión de estas 
caracterísiticas» 166 (las cursivas son nuestras). 
IV. RECEPCIÓN CIVIL DE LA SIMULACIÓN CANÓNICA A TRA-
VÉS DEL ARTÍCULO 80 DEL CÓDIGO CIVIL 
Para dar cumplido acabamiento a este estudio me referiré a la 
recepción de la simulación canónica en el ordenamiento jurídico es' 
pañol, por la vía del reconocimiento de efectos civiles de las senten, 
cias eclesiásticas de nulidad del matrimonio falladas por esta causa. 
164. La sentencia ha sido publicada parcialmente en .Revista General de Derecho., 
1990, p. 7928. 
165. Se trata del matrimonio celebrado por el demandante, «en un estado de despers~ 
nalización con una dependencia de tipo psicológico total a la secta a la que pertenecía, que 
le obligaba a hacer todo lo que el 'Gurú' o 'maestro' le obligaba, totalmente incapacitado 
para tomar decisiones por cuenta propia y con una ausencia total de juicio crítico; es evi-
dente que esta situación resulta absolutamente incompatible con la necesaria libertad y 
consciencia de los derechos y deberes que surgen del mismo (artículos 66 y 67 del Código 
Civil), todo ello hace de obligada apreciación y estimación la causa de nulidad invocada 
de ausencia de consentimiento> (Ibidem). 
166. Ibidem. 
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Sucede, sin embargo, que esta cuestión forma parte principal 
de una materia tan compleja como es el sistema matrimonial español 
y no parece que éste sea el momento más adecuado para adentrarme 
en él, a la vista del tiempo de que dispongo. Por eso bastará con 
recordar que el arto 6.2 del Acuerdo sobre asuntos jurídicos de 1979 
ha sido unilateralmente desarrollado por el Estado en el arto 80 C.c., 
redactado conforme a la Ley 30/1981, y en la DA 2a.2 de ésta. El 
ajuste al Derecho del Estado que en el Acuerdo era un concepto jurí~ 
dic,o indeterminado aparece ahora conectado con las condiciones 
que el arto 954 LEC exige para el reconocimiento en España de las 
sentencias firmes dictadas por Tribunales extranjeros, en defecto de 
tratado especial o de régimen de reciprocidad en la ejecución -cfr. 
arts. 951~954 LEC-167. 
La interpretación del conjunto del sistema que me parece más 
razonable conduce a las siguientes conclusiones, enlazando ya con 
la materia objeto de este estudio: 1°) Las resoluciones dictadas por 
los Tribunales eclesiásticos sobre nulidad del matrimonio canónico 
por simulación tendrán eficacia en el orden civil, a solicitud de cual~ 
quiera de las partes, si se declaran ajustadas al Derecho del Estado 
en resolución dictada por el Juez civil competente conforme a las 
condiciones a las que se refiere el arto 954 LEC -cfr. arto 80 C.c.-¡ 
2°) De las cuatro circuntancias que contiene el precepto de la ley 
procesal, no plantean ningún problema ni la primera --.,;«que la eje~ 
cutoria haya sido dictada a consecuencia del ejercicio de una acción 
personal»- 168, ni la cuarta -«que la carta ejecutoria reúna los re~ 
quisitos necesarios en la nación en que se haya dictado para ser con~ 
sideradacomo auténtica, y los que las leyes españolas requieren para 
167. Para una exposición detenida de esta cuestión cfr. J. FERRER ORTIZ, Artículo 80, 
cit. Vid también, Id., El matrimonio canónico en el ordenamiento español, cit., especialmente 
las pp. 98-121 y 172-174, donde me ocupo del reconocimiento civil de las decisiones ecle· 
siásticas de nulidad de matrimonio y de disolución de rato y no consumado. Una visión 
más sintética de las mismas materias puede encontrarse en Id., Notas críticas sobre el sistema 
matrimonial español, en «Ius Canonicum», 1992, pp. 559-593 y, en . especial, pp. 580-587 y 
591-593. 
168. La acción de nulidad del matrimonio canónico es una acción personal, cuyo ejerci-
cio corresponde a los cónyuges por 10 general -c. 1674. 1-; no obstante, admite algunas 
excepciones -cfr. cc. 1674. 2 y 1675-. 
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que hagan fe en España»- 169; y la segunda -«que no haya sido 
dictada en rebeldía»"'-, en cierto sentido tampoco porque, con indepen~ 
dencia de cuál sea la causa de fondo -la simulación o cualquier 
otra-, puede incidir en todas las resoluciones eclesiásticas 170; 4°) La 
condición verdaderamente importante en este tema es la tercera del 
arto 954 LEC -«que la obligación para cuyo cumplimiento se haya 
procedido sea lícita en España»-, por lo que me ocuparé de ella con 
algo más de detalle. 
Sobre el concepto de licitud existe unanimidad en la doctrina, 
en el sentido de considerarla equivalente a la no contradicción de 
la causa canónica con el orden público. Ahora bien, a partir de 
aquí, disputan los autores. A mi juicio esta noción no se confunde 
con la ley imperativa; y así por ejemplo, en materia de matrimonio, 
no todas las normas del título II, libro 1 del Código civil son de or~ 
den público, por lo que sugierio referir la licitud -y con ella el al~ 
canee del ajuste al Derecho del Estado- a que las decisiones canóni~ 
cas no choquen abiertamente con las normas civiles de carácter 
imperativo a las que el legislador haya reforzado con la inderogabili~ 
dad de lo preceptuado por ellas 171. 
169. En realidad esta circunstancia impone a la resolución. eclesiástica no una sino tres 
condiciones: constancia en documento público, autenticidad y firmeza. Pero, como ha escri; 
to Navarro Valls, «bastará comprobar, junto a los requisitos que exige el Derecho canóniCo 
para que la sentencia pueda ser considerada auténtica, su condición de ejecutiva, lo que 
significa que se trate o bien de doble sentencia de nulidad conforme dictada en proceso 
ordinario por tribunal eclesiástico competente o bien de una sola sentencia de nulidad re-
caída en proceso documental, sin olvidar el carácter de ejecutivas de aquellas sentencias 
de nulidad canónicas confirmadas por decreto» (R. NAVARRO VALLS, El matrimonio, en 
AA. VV., Derec/w eclesiástico del Estado español, Pamplona 1993, p. 434) . 
. 170. Hoy día se considera que el concepto tradicional de rebeldía es técnicamente, inco-
rrecto y que ·la exigencia del arto 954. 2 LEC es anacrónica y fraudulenta, debiendo susti-
tuirse por el principio procesal de bilateralidad y contradicción, en virtud del cual nadie 
puede ser condenado en juicio sin previa oportunidad de audiencia. Así lo establecen di-
versos tratados internacionales firmados por España, el Tribunal Supremo y la doctrina do-
minante. De todos modos la cuestión se complica cuando se conecta con la exigencia de 
la no oposición a la que la DA 23 • 2 de la Ley 30/1981, de 7 de julio, subordina el pro-
nunciamiento del Juez sobre el ajuste de la resolución canónica al Derecho del Estado. Co-
mo la declaración canónica de contumacia de parte es suficiente para apreciar después que 
ha habido oposición al juicio eclesiástico y a ésta se condiciona «el derecho de las partes 
y del Fiscal para formular su pretensión en el juicio correspondiente» -DA 23 • 3-, se abre 
el camino de un fácil fraude a la contraparte y al propio ordenamiento civil (cfr. J. FERRER 
ORTIZ, Artículo 80, cit., pp. 28-31). 
171. Ibidem, pp. 31-35. 
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Por tanto, partiendo de la opinión anteriormente expuesta de 
que la simulación, la reserva mental y. la exclusión parcial del ma~ 
trimonio civil tienen cabida como causas de nulidad a través de 
los arts. 45.1 y 73.1 C.c., me parece que las sentencias canónicas 
de nulidad tanto por simulación total -exclusión del matrimonio 
mismo- como por simulación parcial -exclusión de una propiedad 
o elementos esenciales del matrimonio-, sean unilaterales o bilatera~ 
les, conocidas o no por los contrayentes, deben ser declaradas ajus~ 
tadas al Derecho del Estado y, consecuentemente, ser reconocidas 
civilmente. 
En idéntico sentido conviene también advertir que el matri~ 
monio canónico produce efectos civiles desde su celebración y ple~ 
nos efectos desde su inscripción en el Registro civil I72, de tal ma~ 
nera que si falta dicho presupuesto -un matrimonio canónico 
válido- el Estado no puede reconocer los efectos de éste en su pro~ 
pio ámbito a un no matrimonio -esto es, a un matrimonio canóni~ 
co inválido-o 
Pero es que, además, aun existiendo diferencias entre el matri~ 
monio canónico y el civil, los dos conservan la misma estructura. 
y si el principio consensual de que no hay matrimonio sin consenti~ 
miento matrimonial es válido para ambos, porque el matrimonio lo 
produce el consentimiento matrimonial de las partes, una sentencia 
canónica de nulidad por simulación -incluida la parcial en cual~ 
quiera de sus supuestos- no contradice el orden público matrimo~ 
nial y no puede, por tabto, no ser declarada ajustada al Derecho del 
Estado. 
Para poner punto final a esta exposición paso sin más dilación 
a ocuparme de la jurisprudencia civil sobre la simulación canónica, 
omitiendo deliberadamente detenerme en el debate doctrinal sobre 
si las resoluciones eclesiásticas de nulidad por simulación deben ono 
tener eficacia en el orden civil. Bastará con decir que la opinión de 
cada autor en este punto es una consecuencia directa de los térmi~ 
nos en que admite la relevancia de la simulación, la reserva mental 
y la exclusión parcial del matrimonio en el Derecho civil y, en rela~ 
172. Cfr. arto 6. 1 y Protocolo final del Acuerdo sobre asuntos jurídicos de 1979 y arts. 
60 y 61 C. C. 
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ción al sistema matrimonial español, de cómo interpreta el arto 6.2 
del Acuerdo sobre asuntos jurídicos y el arto 80 del Código civil 173 • 
173. Por vía de ejemplo recogemos algunas opiniones: 
1°) Para Jordano Barea «la homologación de las sentencias canónicas de nulidad por si-
mulación propia parece perfectamente viable, en cambio resulta algo problemática la de las 
sentencias de nulidad por reserva mental unilateral desconocida para la contraparte; ' la co-
nocida, unilateral o bilateral, es equiparable a la simulación si admitimos que ésta se da 
cuando existe una 'comunidad de opiniones' entre las partes sin necesidad de pactum simu-
lationis expreso. O. B. JORDANO BAREA, El nuevo sistema matrimonial español, cit., p. 923). 
No obstante, también admite la eficacia de los casos reconducibles a la reserva mental uni-
lateral: .EI matrimonio -explica- no es un negocio cualquiera del tráfico jurídico ordina-
rio inter vivos, pues funda una comunidad familiar, más o menos estable, pero comunidad 
al fin y al cabo, que interesa a la sociedad entera ( ... ). De ahí que algo tan serio y trascen-
dente no deba crearse sin una efectiva y verdadera voluntad. Un propositum in mente reten-
tum de signo contrario, suficientemente probado, destruye el consentimiento matrimonial 
y, sin éste, no hay matrimonio (arg. ex. arts. 45. 1 y 73. 1 C. c. reformado)>> (Ibidem, p, 924). 
2°) En el mismo sentido se expresa Castro Jover a propósito de la simulación unilateral 
total, objeto de su estudio: • Y ello no sólo porque 'en el ámbito del derecho civil la simula-
ción unilateral total es, asimimso, causa de nulidad, sino también porque dicha categoría, 
desde un punto de vista jurídico, tiene la misma estructura en ambos ordenamientos y cumple 
la misma función. (A. CASTRO JOVER, La simulación unilateral en el sistema matrimonial es-
pañol, cit., p. 168). 
3°) En materia de nulidad por falta de consentimiento -escribe Portero Sánchez- .los con-
flictos pueden plantearse únicamente de forma más cruda en los casos de simulación, sobre to-
do por quien se atenga a la exigencia de una coincidencia in concreto con lo dispuesto en el 
Código civil, pues éste mantiene en el tema una posición ambigua. Creo que habría que dife-
renciar a la hora de intentar una solución: si se trata de 'simulación total', me parece que te-
niendo delante los artículos 45, 73. 1 y 58 del Código civil cabe perfectamente la homologa-
ción incluso desde la posiCión más secularizadora que se quiera. Si en cambio contemplamos 
los supuestos de 'simulación parcial' ( ... ), desde una óptica minimalista en la interpretación del 
Acuerdo Jurídico y del propio Código civil habrá mayores dificultades; no obstante pudiera 
conseguirse la homologación si se llega a probar que tales exclusiones conllevan la existencia 
de un consentimiento no matrimonial. (L. PORTERO-SÁNCHEZ, Ejecución de sentencias !1'I4tri-
moniales eclesiásticas en el ordenamiento civil español, en AA. VV., Curso de Derecho matrimonial 
y procesal canónico para profesionales del foro, VI, Salamanca 1986, p. 357). 
4°) Calvo Tojo, por su parte, considera que «la simulación -sea la llamada total sea la 
llamada parcial- es fácil que no llegue a obtener eficacia civil porque el ordenamiento ma-
trimonial español no admite, al menos en forma expresa, el matrimonio simulado como 
causa de nulidad del mismo. (Sin embargo, conviene precisar que la exclusión positiva de 
la fidelidad puede alcanzar homologación dado que el arto 68 del Código civil establece que 
'los cónyuges están obligados a vivir juntos, guardarse fidelidad .. .'). Siendo esto cierto, no 
lo es menos que cuando la exclusión positiva del matrimonio mismo, o de la indisolubili-
dad y/o de la prole no se realiza por medio de pacto mutuo antematrimonial ( ... ) es lógico 
que el contrayente de buena fe sufrió un etror craso respecto a la , persona conyugal (o en 
cualidad directa y principalmente querida) del otro (canon 1097 del actual CIC) o que fue 
objeto de un error doloso acerca de cualidad del otro -en cuanto cónyuge- que puede 
perturbar gravemente el consorcio de vida conyugal (canon 1098); porque, en realidad, ¿qué 
error más grave puede sufrir un nubente de buena fe que el causado por el otro que o 
no quiere el matrimonio mismo, o lo quiere pero disoluble a su antojo, o lo quiere pero 
sin derecho a procrear? O esto es error invalidante o ya no sabemos lo que es error en 
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Las resoluciones civiles sobre las sentencias canónicas de simu-
lación del matrimonio no constituyen una excepción dentro del con-
junto de las declaraciones sobre el ajuste de las decisiones canónicas 
en general al Derecho del Estado; participan de sus mismas caracte-
rísticas -dispersión y falta de publicación- que las convierten, de 
hecho, en un material de difícil acceso 174. No obstante, varios tra-
bajos han divulgado algunas de ellas y aunque son pocas constitu-
yen una muestra suficientemente indicativa como para poder extraer 
conclusiones sobre cuál está siendo la praxis judicial 175• 
e! matrimonio» (M. CALVO TOJO, La eficacia civil de resoluciones matrimoniales canon/caso 
Temática sustantiva, en AA. VV., Curso de Derecho matrimonial y procesal canónico para pro-
fesionales del foro, VIII, Salamanca 1989, pp, 384-385). 
5°) .Con la significación contractual que el matrimonio en todo caso tiene, y la interpreta-
ción sistemática que en la doctrina general del contrato de nuestro Código civil puede hacerse 
del consentimiento matrimonial que se establece hoy como principio fundamental en el artícu-
lo 45 del Código, entiendo -dice Lalaguna- que nada se opone a admitir en e! Derecho es-
pañol, precisamente conforme al principio civil del consentimiento matrimonial, la eficacia en 
el orden jurídico español de las sentencias eclesiásticas de nulidad por defecto de! consenti-
miento, con toda la extensión que tiene el principio del consentimiento matrimonial en la le-
gislación canónica» (E. LAlAGUNA, La reforma del sistema matrimonial español, Madrid 1983, 
p. 95). Y aunque admite hipotéticamente que la reserva mental sería el único supuesto al que 
cabría excluir de dicha eficacia, termina afirmando que .se puede admitir sin inconveniente 
que están ajustadas a la Derecho del Estado Español las sentencias de nulidad del matrimonio 
canónico fundadas en ( ... ) acto positivo de voluntad excluyente del matrimonio mismo, de .to-
do derecho al ejercicio del acto conyugal y de las propiedades esenciales. (Ibidem). 
6°) A juicio de Díez-Picazo y Gullón, .el no reconocimiento de una causa por el Estado no 
impide el reconocimiento de la eficacia de la sentencia ni determina desajuste, mientras la cau-
sa de nulidad establecida no constituya violación del orden interno. Por ejemplo, el Derecho 
canónico considera como causa de nulidad la exclusión del bien de la indisolubilidad o del va-
lor sacramental del matrimonio. Teóricamente podría decirse que los fallos de nulidad basados 
en esta causa no se ajustan al Derecho del Estado, ya que éste no reconoce esos hechos como 
causas de nulidad. Sin embargo, la aplicación de estas sentencias no viola e! orden público» 
(L. DÍEZ-PICAZO y A. GUllóN, Sistema de Derecho civil, IV, Madrid 1982, p. 148). 
174. El legislador, además de encomendar a los Jueces de Primera Instancia el conoci-
miento de las demandas en solicitud de eficacia civil de las resoluciones eclesiásticas -DA 
2a. 1-, ha establecido que contra el auto que dicte el Juez no se dará recurso alguno, si 
es favorable -DA 2 a. 3-. De esta suerte, el carácter inapelable de la resolución -salvo 
cuando pasa la causa al proceso ordinario de menor cuantía-, unido al elevado número 
de Juzgados competentes para pronunciarse en esta materia, determina la imposibilidad . de 
unificar criterio por vía jurisprudencial y dificulta enormemente el acceso a unas fuentes 
de conocimiento dispersas por todo e! territorio nacional y que de ordinario permanecen 
inéditas (cfr. J. FERRER ORTIZ, Artículo 80, cit., pp. 37-38). 
175. Nos referimos al estudio monográfico de M. T. ARECES PIÑOl PIÑOl, La declara-
ción de «ajuste al Derecho del Estado" en el supuesto de la simulación, en .Revista de Derecho 
Privado., 1988, pp. 17-34; y a las referencias contenidas en los trabajos de R. RODRÍGUEZ 
CHACÓN, Ejecución de sentencias matrimoniales canónicas en España, Madrid 1988; y R. NA-
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El auto de 7 de diciembre de 1981, del Juzgado de 1 a Instancia 
n. 22 de Madrid, declara ajustada una sentencia canónica de nuli-
dad por exclusión unilateral de la perpetuidad 176. 
En idéntico sentido se pronuncia el auto de 16 de julio de 1982, 
del mismo Juzgado, accediendo a la ejecución de los efectos civiles de 
una sentencia canónica de nulidad por exclusión de la perpetuidad 177. 
El auto de 11 de noviembre de 1985 de la Audiencia Territorial 
de Valencia, también confirma la ejecutividad de una sentencia canó-
nica por reserva mental (unilateral). Además, realiza realiza dos impor-
tantes consideraciones «al sentar que la oposición no puede ser simple-
mente formularia (no fundada) ni tampoco extralimitarse 'respecto a 
los términos estrictos de la verificación formal de la resolución como 
auténtica o respecto al ámbito normal de este ajuste al Derecho del 
Estado', que para la Audiencia Territorial debe entenderse en el sen-
tido de que lbs motivos acogidos por el Tribunal eclesiástico no sean 
'contrarios o prohibidos por el orden público en el Derecho del Es-
tado', pero sin mayores facultades para extender tal homologación 
a una correspondencia 'exacta y fiel de la causa acogida a una corre-
lativa del Código Civil'. Concluyendo que la simulación por reserva 
mental viene acogida en la causa 1 a del artículo 73 del Código Ci-
vil: 'matrimonio celebrado sin consentimiento matrimonial'» 178. 
Areces Piñol l79 , en un interesante estudio realizado en los cua-
tro Tribunales de Familia de la ciudad de Barcelona, presenta los si-
guientes datos: de los 266 procesos en solicitud de eficacia civil de 
sentencias canónicas. de nulidad llevados a cabo desde 1981 hasta 1987, 
hacen referencia expresa a la simulación parcial 32 y la mayoría de 
las veces las declaran ajustadas al Derecho del Estado. Los autos con-
templan todos los supuestos posibles de simulación: por exclusión de 
la prole, de la fidelidad, de la indisolubilidad, etc. 
V ARRO V AllS, El «matrimonio concordatario» ante el Derecho español y el Derecho italiano: 
problemas comunes, en «Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado», 1988, pp. 241-263. 
176. Cfr. R. RODRÍGUEZ CHACÓN, Ejecución de sentencias matrimoniales canónicas en Es-
paña, cit., p. 654. 
177. Ibidem, pp. 654-655. 
178. R. NAVARRO V AllS, El «matrimonio concordatario» ante el Derecho español y el De-
recho italiano: problemas comunes, cit., p. 257. 
179. Cfr. M. T. ARECES PIÑOl, La declaración de «ajuste al Derecho del Estado» en el su-
puesto de la simulación, cit., pp. 30-31. 
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Del conjunto destacan algunos, como el auto 585/1985 del Tri, 
bunal de Familia de Barcelona n. 17, que versa sobre un causa de 
exclusión de la indisolubilidad y afirma que «está recogida en el punto 
primero del artículo 73 del Código Civil» 180. También es de especial 
interés el auto 208/1986 del mismo Tribunal, que declara el ajuste 
de una sentencia canónica de nulidad por exclusión de la prole y 
precisa: «no pudiendo en todos los casos examinar las causas de nu, 
lidad previstas en el Código Civil con un espíritu restrictivo, ya que 
ello supondría que el legislador ha incurrido en una contraditio in ter-
minis al no existir correlación entre ciertas causas de nulidad previs, 
tas en el Código de Derecho canónico y el Código civil, como es 
la que nos ocupa; o en otro caso sería la del matrimonio rato y no 
consumado, debiéndose examinar en estos casos únicamente la con, 
currencia de los requisitos del artículo 954 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y la autenticidad de la ejecutoria entre otros aspectos procesa, 
les, ya que otra forma de resolver iría en contra del principio de efi, 
cacia de las normas jurídicas» 181. 
Y, aunque como advierte Areces Piñol, no faltan autos que im, 
ponen una interpretación rigurosa y rechazan los efectos civiles en los 
mismos casos, la mayoría de las veces prevalece una interpretación del 
ajuste limitado al control simplemente formal de las decisiones canóni, 
cas, de tal manera que otorgan eficacia civil a las eclesiásticas sobre nu, 
lidad del matrimonio basadas en la simulación parcial del consenti, 
miento matrimonial, sin entrar en el fondo de las mismas 182. 
«Así, pues -concluiremos con Navarro Valls~, lo que ha sido 
un vendaval en la doctrina va quedando reducido en la práctica a 
una 'tempestad en un vaso de agua', porque la jurisprudencia mayo' 
ritariamente parece entender que si el sistema permite la libertad en 
el momento de la elección de un matrimonio regulado por normas 
propias lo lógico es que si esas normas han sido contravenidas se acep' 
te la libertad en la ejecución civil, es decir, la no oposición» 183. 
180. Ibidem, pp. 31-32. 
181. Ibídem, p. 31. 
182. Ibídem, p. 33. 
183. R. NAVARRO VALLS, El «matrimonio concordatario» ante el Deredw español y el De-
recho italiano: problemas comunes, cit., p. 258. 
